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INTRODUCCIÓN 

La presente investigación trata sobre un tema contable que tiene trascendencia en el derecho 

probatorio colombiano. La contabilidad basada en las normas internacionales de información 

financiera - NIIF, es un medio documental, que llevada a un proceso judicial, donde se resuelva 

controversias mercantiles, necesita ser valorada. En este contexto la pregunta que guía esta 

investigación es ¿Qué criterios debe tener en cuenta un Juez para valorar la prueba de la 

contabilidad basada en NIIF?  

El código general del Proceso vigente, no da respuesta expresa a este interrogante; enuncia como 

criterios, la tarifa legal y la sana crítica a fin de comprobar hechos o desvirtuar pretensiones 

buscando así obtener una sentencia favorable para quien utiliza la contabilidad como medio de 

prueba. 

Ahora bien, el juez al aplicar los criterios impuestos por el código general del proceso, debe tener 

en cuenta otros criterios provenientes de la disciplina contable que son: la jerarquía de las NIIF y 

su marco conceptual, el propósito del marco conceptual de las NIIF que se orienta a los estados 

financieros – EEFF de carácter general, el paradigma de los EEFF consolidados versus los 

individuales, la esencia sobre la forma, las entidades del primer nivel donde se encuentran algunas 

entidades del sector cooperativo, el alcance del Art. 4º de la Ley 1314 de 2009, en relación con la 

independencia y autonomía de las normas tributarias frente a las de contabilidad e información 

financiera, el punto de encuentro entre el análisis financiero y el jurídico en materia tributaria y 

finalmente la relación normativa vigente entre el componente contable mercantil, e internacional 

como el marco normativo fiscal.  

Esta tesis tiene como propósito principal establecer los parámetros que debe tener en cuenta un 

Juez Colombiano para valorar la prueba de la contabilidad guiada por las normas internacionales 

de información financiera - NIIF en el ámbito comercial.  
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Se encuentra estructurada en cuatro capítulos descritos a continuación: el primer capítulo se refiere 

a los medios de prueba, planteándose inicialmente el concepto de prueba y luego se enumera cada 

uno de los métodos de valoración de la prueba que se manifiestan en el ordenamiento jurídico 

colombiano, donde se evidencia la importancia de la prueba como elemento valorativo y 

determinante para la toma de decisiones del juez. El segundo capítulo se desarrolla el tema 

específico de la valoración de la prueba y los problemas que enfrentan los jueces al momento de 

valorar la prueba en la contabilidad basada en NIIF. En el tercer capítulo se manifiesta la influencia 

de la contabilidad basada en NIIF frente al régimen probatorio comercial, haciendo énfasis en que 

el método más idóneo para valorar la prueba en la contabilidad bajo NIIF es el de la tarifa legal, 

Finalmente el último y cuarto capítulo presentamos los criterios que debe tener en cuenta el Juez 

para valorar la prueba de la contabilidad fundada en los estándares internacionales de información 

financiera, los principales medios probatorios contables válidos, la apreciación de los jueces bajo 

las irregularidades que afrontan con la información contable y por consiguiente las posibles 

soluciones a los problemas que enfrentan los jueces colombianos. 
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CAPITULO I 

 

1. La prueba 

 

1.1. Concepto 

 

Existen múltiples definiciones alrededor de este concepto, es por esto, que tomaremos algunas 

definiciones realizadas por varios doctrinantes, para exponer nuestra consideración personal al 

respecto.  

 

La Prueba según el diccionario de la real academia española, la define así:  

 

“Razón, argumento, instrumento u otro medio con que se pretende mostrar y hacer 

patente la verdad o falsedad de algo.”1  

 

Debe decirse lógicamente que este concepto debe circunscribirse a un proceso judicial, y por tanto 

debe mirarse que la prueba deba ser incorporada al proceso mediante los procedimientos 

debidamente consagrados en la ley, de admisibilidad y pertinencia. Entonces, “Probar: es 

demostrar o hacer patente la certeza de un hecho. Es justificar, manifestar o verificar algún 

procedimiento.”2 

 

Carrara, señala que: 

 

 “En general se llama prueba a todo lo que sirve para darnos certeza acerca de la 

verdad de una proposición. La certeza está en nosotros, la verdad, en los hechos”.3 

 

Florian, manifiesta que:  

                                                                 
1
 Diccionario de la lengua española. Real academia española, tomo 8, España, 2001, p 1.257. 

2
 GARCIA, VANEGAS, David. Lecciones de derecho probatorio, ediciones jurídicas Gustavo Ibáñez, Bogotá D.C., mayo 2002, p 17. 

3
 CARRARA, Francesco, Programa de derecho criminal, Bogotá: 1.957. Pág. 381. 
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“En el lenguaje jurídico la palabra prueba tiene varios significados. Efectivamente, 

no sólo se llama así a lo que sirve para proporcionarnos la convicción de la realidad 

y la certeza del hecho o cosa sino también este resultado mismo y el procedimiento 

que se sigue para obtenerlo”4 

 

Vishinski, afirma:  

 

“El efecto de las pruebas judiciales son hechos ordinarios, los mismos fenómenos 

que tienen lugar en la vida, las mismas cosas, los mismos hombres y las acciones 

realizadas por éstos. Son pruebas judiciales en tanto entran en la órbita del proceso 

y sirven de medio para establecer las circunstancias que interesan al tribunal y a la 

instrucción, para resolver los asuntos concretos que son de incumbencia de uno y 

otra”5 

 

Bentham explica así su noción:  

 

“Se entiende por ella un hecho supuesto verdadero, que se considera como que debe 

servir de motivo de credulidad sobre la existencia o no- existencia de otro. Así toda 

prueba comprende al menos dos hechos distintos: el uno, lo podemos llamar el 

hecho principal, el que se trata de probar que existe o que no existe; el otro, el hecho 

probatorio, el que se emplea para probar el sí o el no del hecho principal”.6 

 

Devis Echandia por su parte, la define indicando: 

 

 “Conjunto de motivos o razones que de los medios aportados se deducen y que nos 

suministran el conocimiento de los hechos, para los fines del proceso”7 

 

                                                                 
4
 FLORIAN, Eugenio. Elementos de Derecho Procesal Penal. Barcelona: 1.931. Pág. 305.  

5
 VISHINSKI, Andrés. La teoría de la prueba en el derecho soviético. Buenos Aires: 1.951. p.251  

6
 BENTHAM, Jeremías. Tratado de las pruebas. París: 1.825. Pág.19  

7
 DEVIS ECHANDIA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal. Bogotá: 1.972. Pág. 6. 



5 

De otra manera Gustavo Humberto Rodríguez y María Carolina Rodríguez, la definen así: 

“La noción de la prueba no puede desvincularse del hecho, cosa o acto8, su actividad 

demostrativa, el medio o el procedimiento de comprobación9 y el conocimiento que 

aporta esa actividad, en el grado de duda, probabilidad o certeza. La prueba es 

entonces un gran proceso que los abarca a todos tres y por lo tanto, pecan de 

incompletas aquellas definiciones que contraen la noción a dos de ellos”10 

Igualmente se detalla que existen diferentes nociones de prueba, en consideración a aspectos como 

el procedimiento, el resultado objetivo y a su valoración intelectual,11 así: 

1. La prueba como acción de probar, es la producción de elementos de convicción o la

actividad procesal encaminada a obtener determinadas piezas judiciales dentro del proceso

de verificación y representación de los hechos materia de debate.

2. La prueba como resultado objetivo relaciona su noción en forma directa, con los elementos

de convicción en sí mismos considerados, Ej. El testimonio es la noción de prueba.

3. La prueba como resultado obtenido por la producción de tales elementos de convicción,

desde el ángulo del conocimiento, hace alusión a la evaluación o apreciación del producto

de la acción de probar pero en consideración a la convicción que produce. Se ha observado

por tanto, a lo largo de las diferentes conceptualizaciones y significados que los diversos

autores han atribuido a la prueba que algunos la estiman desde su óptica como medio, otros

como fuente, debiendo por tanto distinguirse estas dos puntuales acepciones.

Se ha observado por tanto, a lo largo de las diferentes conceptualizaciones y significados que los 

diversos autores han atribuido a la prueba que algunos la estiman desde su punto de vista como 

8
 Materialidad.

9
 Acto jurídico procesal

10
 RODRIGUEZ, Gustavo Humberto y RODRIGUEZ, María Carolina. Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Ciencia y Derecho. 1.997. Pág.31.

11
 VALORACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL, Trabajo De Grado, Universidad Industrial De Santander, Derly Juliana Gutiérrez Bueno, Bucaramanga,

2004, Pág. 9. 
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medio, otros como fuente, debiendo por tanto distinguirse estos dos significados: “La fuente, se 

traduce en el hecho en sí mismo considerado, del cual se parte para efectuar la respectiva 

verificación y demostración dentro del proceso judicial, asociándolo al diligenciamiento a través 

de alguna expresión permitida por el derecho, que en este caso, es el medio. Este último se refiere, 

a la actuación procesal que pretende la incorporación de la fuente al respectivo proceso.” 

  

Una vez analizadas cada una de las anteriores definiciones, como sus especiales relaciones, 

considero el alcance de aproximación es el expuesto por Spinelli, quien define: “Las pruebas no 

son una creación del derecho, su valor se toma de la realidad extrajurídica. No hay duda, 

efectivamente, que si la prueba consiste en cosas u hombres, en cuanto explica las huellas de 

hechos ya acontecidos, de acontecimientos del pasado, éstos están, antes que en la realidad jurídica, 

en la realidad social; la huella del acontecimiento, la representación gráfica de ciertas actividades 

humanas o de fenómenos naturales tienen su existencia y valor independientemente del derecho, 

que podrá también apropiarse de ellos en un momento y en un plano diverso, pero que no valdrá 

por cierto para crearlos o para darles una realidad diversa de la que poseen en ningún caso podrá 

decirse que las pruebas sean una creación del derecho o de un cierto ordenamiento jurídico”12 

 

De esta manera, de acuerdo a cada uno de los aportes ya comentados, en nuestro concepto personal, 

efectivamente, como dice, Spinelli, la prueba es más bien una realidad humana o social, un hecho 

que la ciencia del derecho acopia y formaliza a través de un medio e involucra dentro de un proceso 

para informar al Juez sobre la situación particular que ha sido puesta a su conocimiento. Sería 

entonces lógico concluir que la prueba es el conjunto de todas aquellas situaciones, hechos y 

realidades materiales que se evidencian en la interacción del hombre con su entorno humano y 

social, y el derecho las toma para ser incorporadas al proceso, a través de diferentes formas, con 

la esencia de lograr el convencimiento del juez sobre los eventuales medios que rodearon el hecho 

por él indagado.  

 

                                                                 
12

 SPINELLI. Las pruebas civiles. Buenos Aires: 1.973. Pág. 35 
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Considero que cualquier definición que se intente efectuar, debe obligatoriamente tener en cuenta 

la relación existente entre la prueba y la realidad, por es la realidad donde deriva la razón de ser. 

Es como llevar el medio material, al proceso para ser analizada y evaluada por el operador jurídico.  

 

1.2. Elementos 

 

Para BENTHAM, son solo dos, los elementos de la prueba: 

 

a. El hecho principal, que es el que se trata de probar (Existencia o inexistencia). 

b. El hecho probatorio que es el empleado para probar la existencia o inexistencia del hecho 

principal. 

 

Del mismo modo Bentham manifiesta que: “Toda decisión fundada en una prueba, procede, pues 

por vía de conclusión. Dado tal hecho, concluyo que existe tal otro”.13 

 

De otra manera, para Florian14, los elementos de la prueba, son tres, objeto, medio y órgano, los 

que define así: 

 

a. Objeto: “Tema de probar”. Para él, consiste en la cosa, la circunstancia o el acontecimiento 

(hecho) cuyo conocimiento es necesario y debe obtenerse en el proceso. 

 

b. Órgano: Entiende por órgano de prueba a la persona física que suministra en el proceso el 

conocimiento del objeto de prueba. Por ejemplo, el testigo. 

 

c. Medio de prueba: “Es el acto por el cual la persona física aporta al proceso el conocimiento 

de un objeto de prueba; el acto del testimonio, el acto del informe que da el perito, el acto 

durante el cual el sindicado confiesa”, es el acto jurídico por medio del cual el juzgador 

                                                                 
13

 BENTHAM, Jeremías. Tratado de las pruebas. París: 1.825. Pág. 19. 

14
 FLORIAN, Eugenio. Elementos de Derecho Procesal Penal. Barcelona. 1.931. Pág. 305. 
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recibe el conocimiento del objeto o hecho mediante la aportación de datos suministrados 

por el órgano. 

 

Con respecto al primer elemento, que es el objeto y que se entiende como el hecho, resulta 

importante traer referirse a un aporte efectuado por Devis Echandia15 quien señala que siendo la 

acepción del hecho muy amplia, comprende:  

 

a. Las cosas u objetos materiales producidas o no por el hombre,  

b. Los hechos de la naturaleza, en los cuales no hay intervención humana, 

c. Las personas físicas en sus aspectos igualmente físicos o biológicos, 

d. Los hechos psíquicos del hombre, o su personalidad subjetiva no exteriorizada, 

e. La conducta humana exteriorizada, o sea sus actos voluntarios e involuntarios incluidas sus 

palabras. 

f. La costumbre. 

g. La ley extranjera y la no nacional. 

h. Los hechos sociales y familiares. 

 

Todos ellos, sea que se trate de hechos pasados, presentes o futuros. De acuerdo con lo 

anteriormente expuesto, consideramos que dentro del concepto de prueba pueden distinguirse dos 

grandes elementos: 

 

1. El que hace alusión al aspecto material y que no es más que lo que Florian llama el “objeto” 

definido para nosotras, en todas aquellas situaciones, hechos, circunstancias, relaciones, 

aspectos, en torno al cual gira el proceso judicial y que es de su específico interés. Por 

ejemplo, la muerte de gerente de la empresa Z, la existencia de una relación amorosa con 

su secretaria, cheques falsificados por socio, entre otras. Consideramos que en este 

concepto material, se deben incluir todos los fenómenos que en determinado momento 

pueden ser de interés para la ciencia jurídica y de relevancia para su análisis de una 

situación particular, situaciones naturales o no.  

                                                                 
15

 DEVIS ECHANDIA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal. Bogotá: 1.972. Pág. 38. 
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2. En nuestro juicio, es el elemento formal que hace mención a la incorporación de esa

situación o hecho al proceso judicial formalmente apreciado y que se convierte en lo que

llaman algunos “medio de prueba”, pero que necesariamente, tiene valor en el presente

tema.

Entonces, la actividad probatoria, no es otra cosa que un juicio, que inicia con el suceso o el hecho 

realizable en el mundo material, seguidamente incorporándose al mundo formal del derecho, para 

ser estudiado dentro de un proceso judicial por parte del Juez y que busca principalmente, conceder 

primero elementos de conocimiento, y posteriormente de juicio para que este funcionario 

determine la existencia o no de tal hecho y la incidencia del mismo en la responsabilidad o no de 

quien se encuentra implicado en el respectivo proceso, para el caso de que exista una obligación o 

derecho a favor del tercero que puso en movimiento el sistema judicial. 

1.3. Finalidad 

Explica Jairo Parra Quijano16 que “la prueba tiene una función social, una función humana 

individual (La necesidad del adulto de probar algo para sobresalir, del niño para que lo tengan en 

cuenta, etc.) y una función jurídica (Hacer posible saber cómo sucedieron los hechos, para aplicar 

las normas)”. Señala también el anterior autor que la prueba está destinada a producirle certeza al 

juez, adicionalmente expone, este autor lo siguiente: 

“Creemos que el fin de todo el horizonte de la prueba y se podría decir que de todo el proceso 

judicial, es conseguir la verdad.”17 También, lo concluyen igualmente las altas cortes, a 

continuación: 

a. Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia: “En cuyo ejercicio los funcionarios judiciales,

con la debida observancia de las garantías debidas a todos los sujetos que en él intervienen,

16
 PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Librería el Profesional. 2.002. Pág. 4

17
 Ibídem.
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procuran mediante el método reconstructivo el establecimiento de la verdad acerca del 

hecho histórico que se reputa delictuoso”.18 

 

b. Corte Suprema de Justicia, Sala Civil: “La atribución que la Ley otorga al funcionario para 

decretar pruebas de oficio, explica la Corte en reciente pronunciamiento- si bien por el 

interés público del proceso no constituye una facultad sino un deber (...) establecido para 

garantizar la búsqueda de la verdad real que no aparece en el expediente”.19 

 

c. Corte Constitucional (Refiriéndose al Juez): “y se convierta en un partícipe más de las 

relaciones diarias de forma tal que sus fallos no solo sean debidamente sustentados desde 

una perspectiva jurídica, sino que, además, respondan a un conocimiento real de las 

situaciones que le corresponde resolver”.20 

 

De acuerdo con lo manifestado por Friedrich Stein, “la prueba pretende despertar en su receptor, 

el Juez, mediante percepciones sensoriales, la representación de lo que se trata de probar”21 

Concluyendo lo anterior, los doctrinantes concuerdan en afirmar que el objetivo y la función 

primordial de la prueba es la obtención de la verdad, y la certeza del Juez, Es importante entonces, 

entender estos dos conceptos, con el objeto de aclarar su importancia en este asunto. Parra Quijano, 

continúa los estudios de Juan Igartua Salaverria22 cita que existen diversas teorías sobre su 

obtención o no a la verdad, así: 

 

a. Teoría de los Indiferentes, que señala que es irrelevante al proceso, basados en: “La 

valoración judicial de las pruebas no es para conseguir la verdad, sino para permitir el hábil 

despliegue de argumentos para convencer a las partes de que el tribunal ha obrado 

correctamente. Y La reconstrucción de un hecho efectuada por el juez no es 

sustancialmente diferente de una narración novelada”. 

                                                                 
18

 COLOMBIA. Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 25 de marzo de 1.999. Mag. Ponente Dr. Aníbal Gómez Gallego. 

19
 COLOMBIA. Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 4 de marzo de 1.998. Mag. Ponente Dr. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 

20
 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia No. C-037 de 1.996. 

21
 FRIEDRICH STEIN. El conocimiento privado del Juez. Pamplona. España. 1.973. Pág. 9 

22
 IGARTUA SALAVERA, Juan. Valoración de la prueba, motivación y control en el proceso penal. Tirant lo Blanch. Valencia (España). 1.995. Pág. 20. 

Cita hecha por PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Librería el Profesional. 2.002. Pág.150. 



  11 

 

b. Teoría de Imposibilidad de Conseguir la verdad, que se divide en dos la primera que es la 

Imposibilidad Teórica, que es la que asimila la valoración de la prueba a opciones 

gnoseológicas generales de cuño idealista e irracionalista o a golpes de intuición, a 

reacciones individuales o a estimaciones subjetivas. De igual manera, hay quienes afirman 

en forma extremista que “si la verdad absoluta no está a nuestro alcance, quedaría excluido 

cualquier conocimiento racional”. Y la Imposibilidad Práctica. Que se defina de la 

siguiente manera “No se consigue la verdad porque el juez no dispone ni de los 

instrumentos cognoscitivos ni del tiempo y libertad para investigar del que sí disponen el 

científico y el historiador, porque intereses públicos o privados obligan a que las cuestiones 

judiciales se resuelvan dentro de un plazo limitado; porque existen limitaciones legales 

para el uso de los medios de prueba; porque hay normas jurídicas que restringen los 

procedimientos de formación de las pruebas”. 

 

c. Teoría de Impertinencia ideológica (El valor fundamental del proceso es la solución de 

conflictos). Se afirma: “Si la finalidad primaria es la solución del conflicto entre las partes, 

no es indispensable la verdad del hecho, pues dentro de este enclave es más importante que 

la disputa se resuelva, a que se resuelva correctamente, aspecto este último que así se ubica 

en un plano secundario”23 

 

d. Teoría de la Obtención formalizada de la verdad, Expone que como es imposible obtener 

la verdad dentro del proceso, entonces la tarea del juez es la obtención formalizada de esta 

verdad, es decir, la verdad procesal. 

 

Después de este análisis, concluye Parra Quijano24 lo siguiente: “En el proceso, cualquiera que 

sea, teniendo en cuenta sus características, es necesario averiguar la verdad. Cada vez que se 

plantea estrechar el concepto de verdad, para construir una especie para el proceso, donde exista 

ligereza probatoria para construir el caso, se abre la puerta, sobre todo en materia penal, para que 

                                                                 
23

 IGARTUA SALAVERA, Juan. Valoración de la prueba, motivación y control en el proceso penal. Tirant lo Blanch. Valencia (España). 1.995. Pág. 20. 

Cita hecha por PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: 2.002. Pág.150. 
24

 PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Librería el Profesional. 2.002. Pág.155. 
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penetre la arbitrariedad. No hay peor injusticia que construir la sentencia sobre una no verdad. 

Debemos cuidarnos de hacer estos planteamientos, porque justificamos la arbitrariedad”. 

 

En lo relacionado con el concepto de certeza, tenemos la siguiente definición: “es el conocimiento 

seguro, claro y evidente de las cosas. Firme apego de la mente a algo conocible, sin temor de errar. 

Hay varias clases de certeza, una subjetiva y otra objetiva. Ahora bien, la certeza subjetiva, implica 

un asentimiento, pero no el fundamento de ese asentimiento. La certeza objetiva explica el 

fundamento de su asentimiento, el fundamento puede ser la confesión, un testimonio, etc.”25 Pues 

bien, las pruebas se allegan al proceso para darle al juez un conocimiento sobre aquellas en el 

grado de certeza, es decir, para producirle un estado subjetivo según el cual admite racionalmente 

que tuvieron ocurrencia, o no la tuvieron, u ocurrieron en determinadas situaciones, eliminando la 

duda. Solamente teniendo certeza se puede producir la sentencia. Pero podemos formar un juicio 

sobre un hecho considerándolo certero, pero, ese hecho pudo no haber ocurrido. Lo cual significa 

que no siempre la certeza coincide con la verdad. 

 

Respecto a la certeza entonces, decía Carrara:  

 

“En general se llama prueba a todo lo que sirve para darnos certeza acerca de la 

verdad de una proposición. La certeza está en nosotros, la verdad en los hechos. 

Aquella nace cuando uno cree que conoce ésta; más por la falibilidad humana puede 

haber certeza donde no haya verdad y viceversa”.26  

 

Al respecto también expone Franmarino: 

 

 “La certeza es un estado subjetivo del espíritu, que puede no corresponder a la 

verdad objetiva. Pero certeza y verdad no siempre coinciden, pues a veces estamos 

ciertos de lo que objetivamente es falso”.27 

 

                                                                 
25

 PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Librería el Profesional. 2.002. Pág.156-157. 

26
 CARRARA, Francesco. Programa. Bogotá. 1.957. Pág. 381. 

27
 FRANMARINO DE MALATESTA, Nicola. Lógica de las pruebas. Bogotá. 1.964. Pág.13. 
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Concluimos que realmente la obtención de la verdad dentro de un proceso judicial y como fin 

último de la prueba, es laudable, dado que existen múltiples factores que inciden en la transición 

de la verdad, una vez se asocia el hecho al proceso judicial. No obstante, es incuestionable que sea 

uno de los principales papeles de la prueba, y si no alcanza su total obtención, se busca que se 

acerque en la mayor medida a esa verdad. Considerándose como posible la verdad para que el Juez 

profiera su sentencia, debe entonces contener la prueba todos los elementos precisos, para 

acercarse en mayor medida a la verdad y por otra parte, en forma indiscutible y necesaria, debe 

facilitar la total certeza del Juez respecto a los hechos que expresa. Esto quiere decir que 

coincidimos con lo manifestado como finalidad de la prueba procesal por Gustavo y María 

Carolina Rodríguez: “Los fines de la prueba procesal están vinculados a los fines generales del 

proceso ( aplicar el derecho a un caso controvertido mediante una sentencia, pues esa es la función 

jurisdiccional), pero también tienen las pruebas sus fines particulares o específicos, que coadyuvan 

para la obtención del fin general: lograr producir la convicción del juez, aportarle un conocimiento 

de los hechos mediante la formación sobre ellos de juicios verdaderos, en el grado de certeza, 

llegando lo más cerca posible a la realidad – dentro de los procesos inquisitivos, como los 

existentes en Colombia – y sin pretender alcanzarla en su esencia, en su plenitud, porque ello sería 

una utopía”.28 

1.4. Principios 

Es esencial el estudio de este aspecto en lo que hace alusión al tema de la prueba en general, toda 

vez que ésta se rige por una serie de principios de necesario cumplimiento, que le otorgan su 

calidad de prueba y permiten lograr los objetivos planteados, como lo es la verdad y la certeza del 

Juez. 

28
 RODRÍGUEZ, Gustavo Humberto y RODRÍGUEZ, María Carolina. Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Ciencia y Derecho. 1.997. Pág.25.
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El doctrinante Parra Quijano29, realiza un magnífico análisis de los principios más importantes que 

deben orientar la práctica de las pruebas en cualquier ordenamiento jurídico, las cuales resumimos 

de manera gráfica, a continuación los principios generales de la prueba: 

 

PRINCIPIO CONCEPTO 

 

Auto-Responsabilidad 

 

A las partes les corresponde probar los supuestos de hecho de las 

normas jurídicas cuya aplicación están solicitando, de tal manera 

que ellas soportan las consecuencias de su inactividad, descuido, 

inclusive de su equivocada actividad como probadores. 

 

Veracidad 

Si en el proceso debe reconstruirse o hacerse una vivencia de cómo 

ocurrieron los hechos, para sobre ellos edificar la sentencia, las 

pruebas deben estar exentas de malicia, de habilidad o de falsedad. 

 

Libre Apreciación 

La convicción del juez debe haberse formado libremente, teniendo 

en cuenta los hechos aportados al proceso por los medios 

probatorios y de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

 

Unidad 

Necesidad de estudiar la prueba como un todo, estudio que se debe 

hacer buscando las concordancias y divergencias, a fin de lograr el 

propósito indicado. 

 

Igualdad 

Las partes tienen que tener igualdad de oportunidades para pedir y 

obtener que les practiquen pruebas y para contradecir las del 

contrario, pero y por sobre todo un equilibrio en el conocimiento 

de los hechos, que interesan en general a la investigación. 

Publicidad o 

socialización de la 

persuasión judicial 

La prueba puede y debe ser conocida por cualquier persona; ya que 

proyectada en el proceso, tiene un carácter “social”: Hacer posible 

el juzgamiento de la persona en una forma adecuada y segura. 

 

Formalidad y 

Legitimidad 

La prueba para ser aprehendida, para el proceso en forma válida, 

requiere el cumplimiento de formalidades de tiempo, modo y lugar 

y, además, su inmaculación, es decir, exenta de vicios como dolo, 

error, violencia, etc. 

                                                                 
29

 PARRA QUIJANO, JAIRO. Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Librería el Profesional. 2.002. Pág. 5 
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Libertad de los medios 

de prueba 

Se puede defender la tesis de la libertad de medios de prueba, pero 

siendo enfáticos en afirmar que de ninguna manera se 

pueden violar los derechos individuales constitucionalmente 

garantizados. 

Separación del 

Investigador y del 

Juzgador. 

Se paga un precio muy alto en la época moderna al confiar a un 

mismo funcionario, la búsqueda, captura y evaluación de la 

prueba. No se garantiza su valoración objetiva. 

Licitud 

Es prueba ilícita la que se obtiene violando los derechos 

fundamentales de las personas. La violación se puede haber 

causado para lograr la fuente de prueba o el medio probatorio. 

Inmediación 

Si percepción es el proceso de llegar a conocer determinado objeto, 

es decir, que la percepción está regida por la atención, la 

inmediación supone la percepción de la prueba por parte del juez 

y su participación personal y directa en la producción del medio 

probatorio. 

Necesidad 

La prueba es necesariamente vital para la demostración de los 

hechos en el proceso; sin ella la arbitrariedad sería la que reinaría. 

Al juez le está prohibido basarse en su propia ciencia para dictar 

sentencia; ésta le puede servir para decretar pruebas de oficio y 

entonces, su decisión se basará en pruebas oportuna y legalmente 

recaudadas. 

Comunidad de la 

prueba o adquisición 

procesal 

No importa quién aporte una prueba o por iniciativa de quién se 

practique, la prueba es literalmente expropiada para el proceso y 

se pierde cualquier disponibilidad que sobre ella se haya podido 

tener. 

Contradicción 

La parte contra la cual se postula, se opone o aporta una prueba, 

debe conocerla y esta no se puede apreciar si no se ha celebrado 

con audiencia o con conocimiento de esa parte. Al proceso no 

pueden ingresar pruebas en forma subrepticia, escondida o a 

espaldas de la contraparte. 

    Tabla No. 1 - Principios generales de la prueba 
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Gustavo y María carolina Rodríguez30, señalan algunos principios adicionales a los anteriores, 

como lo muestra la tabla No.2. 

 

PRINCIPIO CONCEPTO 

 

Eficacia 

 

Las pruebas deben ser susceptibles de valoración legal. Para ello deben 

ser pruebas legalmente admisibles. 

Naturalidad 
La prueba debe recaer sobre una materia que sea primera fuente y debe 

tomarse con la mayor fidelidad. 

 

Oficiosidad 

Queda eliminado el sistema dispositivo según el cual solo las partes 

podían solicitar pruebas, pues ahora el juzgador, tiene iniciativa 

probatoria. 

Oralidad 
La tradicional forma escrita de las pruebas, en todos los procesos, ha 

venido girando hacia la oral. 

        Tabla No. 2 - Conceptualización de principios adicionales de la prueba 

 

Es necesario efectuar los principios generales de la prueba, toda vez que son éstos elementos 

importantes para su valoración. Precisamente, todas las pruebas, independientemente de su 

contenido, esencia o formalidad, deben ampararse a todos y cada uno de los fines anteriormente 

señalados. 

 

Esta importancia se explica fácilmente, a través de un sencillo ejemplo: Si una de las partes intenta 

probar ante un Juez, la responsabilidad del sospechoso, que hizo el fraude a la empresa de la 

víctima, a través de una serie de correos electrónicos que de hecho puede contener información 

contundente, pero que a pesar de ello, fue obtenida de manera ilegal, sin las autorizaciones 

pertinentes que exige la norma, resulta obvio concluir que el contenido de la referida prueba no 

podrá ser tomado en consideración por el fallador, por cuanto se ha vulnerado el principio rector 

de la licitud que señala y se expuso anteriormente: “Es prueba ilícita, la que se obtiene violando 

los derechos fundamentales de las personas”. 

 

                                                                 
30

 RODRIGUEZ, GUSTAVO HUMBERTO y MA. CAROLINA. Derecho Probatorio. Bogotá. Ediciones Ciencia y Derecho. 1.997. Pág. 17 
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Bajo esta perspectiva entonces, los principios generales de la prueba son elementos importantes 

para realizar una buena valoración de la prueba, por lo tanto se vuelven filtros básicos que permiten 

depurar aquellas pruebas que deben pasar a un estudio posterior de contenido por parte del 

operador jurídico. Si en este mismo evento, la prueba hubiese sido obtenida, con el cumplimiento 

de la ley, de igual manera el Juez tendría la obligación de valorar su coherencia con los principios 

fundamentales, para después entonces determinar su veracidad, su pertinencia y su fidelidad con 

la verdad, y de ello entonces concluir en los juicios de valor pertinentes en la sentencia. 

 

1.5. Prueba científica  

 

Es la aplicación de un conjunto de conocimientos estructurados, científicos o especialísimos en 

materia probatoria, es decir, por prueba científica ha de entenderse un instrumento u otro medio 

con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o falsedad de algo, y este instrumento, que 

es la prueba, implica la aplicación de conocimientos específicos sobre una materia.31 

 

Según Osvaldo Alfredo Gozaíni: 

 

“Una prueba es científica cuando el procedimiento de obtención exige una 

experiencia particular en el abordaje que permite obtener conclusiones muy 

próximas a la verdad o certidumbre objetiva. El método o sistema aplicado trabaja 

sobre presupuestos a comprobar, y el análisis sobre la cosa o personas, puede ser 

racional y falible, o exacto y verificable […]”32 

 

El fin de la prueba científica dentro de un proceso judicial es la búsqueda de la verdad, habrá 

sentido cuestionar que debe replantearse el principio rector del derecho probatorio que establece 

que el juez no debe acudir al conocimiento privado. De esta manera se debe tener en cuenta que la 

prueba científica tiene esencial correlación con la tesis planteada en esta investigación, dado que 

                                                                 
31

 Disponible en: 

https://repository.eafit.edu.co/bitstream/handle/10784/5346/LA%20VALORACION%20DE%20LA%20PRUEBA%20CIENTIFICA%20DEL%20ADN%20.p

df;sequence=2 
32

 GOZANI, Osvaldo Alfredo, La noción de la prueba científica, 2006, Pág. 146. 
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si el juez maneja conocimientos científicos que le permitan valorar adecuadamente la prueba, y a 

pesar que pueda haberse practicado una prueba pericial para determinar la existencia, inexistencia, 

veracidad o probabilidad de un hecho, el juez podrá hacer uso de la prueba científica para 

complementar el conjunto de elementos de juicio sobre los cuales debe basar su decisión, y así 

tener mayor grado de probabilidad sobre si lo manifestado por el perito ayuda al fin último de la 

prueba, que es la búsqueda de la verdad.  

 

La prueba no es necesaria, después de la práctica de un dictamen pericial, en la medida que las 

partes involucradas en el proceso, tienen la posibilidad de objetar el dictamen o de solicitar su 

aclaración o complementación, pero esto, no le quita valor a la presente investigación, ni a la 

relevancia de la prueba para completar el conjunto de medios de prueba que le permitan al juez 

tener más elementos para una valoración adecuada, más aún si se trata de una prueba científica. 

De esta manera si lo que se quiere es buscar la verdad como finalidad de la prueba entonces, se 

hará necesario requerir de esta; pero si esta no es el fin de la prueba, lo manifestado carecerá de 

sentido.33  

 

1.6. Prueba pericial contable  

 

La prueba pericial contable es un medio probatorio, un trabajo de investigación efectuada por 

personas especializadas o peritos, quienes tienen en cuenta procedimiento, normas y técnicas, 

relacionados con su especialidad. Son llamados por el juez cuando este no se encuentra en 

condiciones de conocer, por sus propios conocimientos, los hechos materia de controversia. 

(Artículo 226 del código general del proceso, adaptado al tema a tratar en esta investigación). 

 

Según Luis Alberto Cadavid y Horacio Valencia, en su libro elementos de derecho comercial, 

tributario y contable, Pág. 263, Un perito contable:  

 

                                                                 
33

 GAMEZ CARDENAS, German, apuntes universitarios de derecho probatorio, junio de 2014. 
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“Es la persona que posee conocimientos técnicos, científicos, prácticos en materia 

contable y a la cual se acude en busca de dictamen, para que como asesor, facilite 

al juzgador los conocimientos que sean necesarios o convenientes para una mejor 

apreciación de los hechos controvertidos”. 

 

El código de comercio, en su artículo 68 contempla: “Los libros y papeles de comercio constituirán 

plena prueba en las cuestiones mercantiles que los comerciantes debatan entre sí, judicial o 

extrajudicialmente. En materia civil, aún entre comerciantes, dichos libros y papeles solo tendrán 

valor contra su propietario, en lo que en ellos conste de manera clara y completa y siempre que su 

contraparte no los rechace en lo que le sea desfavorable.” (Medios de prueba contablemente). 

 

1.7. Principios generalmente aceptados en Colombia 

 

El Decreto 2649 de 1993, en su artículo 1 definen a los PGAC34 así: “De conformidad con el 

artículo 68 de la Ley 43 de 1990, se entiende por principios o normas de contabilidad generalmente 

aceptados en Colombia, el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al 

registrar e informar contablemente sobre los asuntos y actividades de personas naturales o 

jurídicas. Apoyándose en ellos, la contabilidad permite identificar, medir, clasificar, registrar, 

interpretar, analizar, evaluar e informar, las operaciones de un ente económico, en forma clara, 

completa y fidedigna.” 

 

1.8. Estándares internacionales de información financiera 

 

Los Estándares internacionales de información financiera (NIIF) también conocidas como IFRS35, 

son unas normas contables adoptadas por el IASB36, Siglas en inglés, que forman los estándares 

Internacionales en el proceso de la actividad contable y presumen un manual contable, que es 

aplicado y reconocido en el mundo. 

                                                                 
34

 Principios Generalmente Aceptados en Colombia. 

35
 International Financial Reporting Standard. 

36
 Junta de normas internacionales de contabilidad. 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=IASB&action=edit&redlink=1
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Conceptos como valor presente, valor futuro y valor razonable son valoraciones nuevas en la 

contabilidad hacia NIIF, es necesario saber en qué momentos se deben utilizar y que comprensión 

podría tener un juez colombiano al momento de decidirse judicialmente. Ahora bien, las 

definiciones anteriores son de fuente propia, El valor presente es una condición valorativa de 

activos que consiste en deducir el flujo futuro a una tasa de rentabilidad mínima o a costo 

dependiendo de las alternativas de inversión; el Valor Futuro seria el importe de dinero que 

adquirirá una inversión a futuro ganando intereses de acuerdo a una tasa compuesta y por último 

está el Valor razonable o de mercado que es el importe por el que puede ser obtenido un activo 

o liquidado un pasivo entre partes interesadas e indicadas que efectúen una transacción en 

situaciones de autonomía mutua sin deducir gastos de transacción en su suspensión.37  

En cuanto a las etapas propias de la adopción de NIIF las encontramos definidas así:38 

 

❖ El Reconocimiento financiero se define como la inspección de un hecho económico en 

los estados financieros de una partida reconocida. Es decir el reconocimiento es un juicio 

que de cumplirse obliga a los estados financieros a registrar en su contabilidad la 

transacción.  

 

❖ La Medición financiera viene siendo un proceso realizado para establecer los importes 

monetarios por los cuales van a ser reconocidos los elementos de los Estados Financieros, 

es decir, establecer un valor a las partidas de los Estados Financieros utilizando las bases 

de medición permitidas por las NIIF. 

 

❖ La presentación de información financiera es el carácter de mostrar los efectos 

derivados de las transacciones y sucesos económicos que perturban a una entidad en un 

periodo determinado. 

                                                                 
37

 ORTIZ GUTIERREZ, Daniela, Contadora publica, UNAB, 2012, conocimientos propios. 

38
 ORTIZ GUTIERREZ, Daniela, Contadora publica, UNAB, 2013, conocimientos propios- la influencia de las NIIF. 

 

http://www.gerencie.com/obligados-a-llevar-contabilidad.html
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❖ La Revelación financiera es la acción de difundir en los estados financieros y sus notas 

toda información que amplíe el principio e importancia de las cifras que se muestran en los 

estados financieros. 

 

Los jueces poseen autoridad decisoria, que los faculta para resolver asuntos sometidos a su 

conocimiento, no solamente para resolverlos, sino para tomar decisiones durante el proceso en 

vista a un resultado concluyente. La sentencia es sin dudas la decisión judicial por excelencia, 

pues esta resuelve las cuestiones objeto del litigio. 

 

La contabilidad es la disciplina que se encarga de determinar, medir y cuantificar los factores de 

riqueza de las empresas, con el fin de servir para la toma de decisiones y control, presentando la 

información, previamente registrada, de manera sistémica y útil, de esta manera destacamos 

entonces la importancia del valor probatorio de la contabilidad bajo NIIF sobre los hechos 

económicos controversiales que el contador opina y refleja en los informes, el cual contiene los 

elementos necesarios para influir en la decisión del Juez y que este pueda fallar de acuerdo a las 

evidencias presentadas, por lo tanto, su intervención hace parte fundamental dentro de un proceso 

así como la necesidad de establecer los criterios que debe tener en cuenta el juez para valorar la 

prueba de la contabilidad bajo NIIF en el régimen mercantil basándose en un modelo o instrumento 

para dirimir las controversias técnico-contables, razón por la cual, se exige una preparación 

exigente -con evidencia amplia y suficiente- que contenga los requisitos mínimos de existencia, 

validez y eficacia, aspectos que, desde el punto de vista probatorio, le darán solidez a su 

conocimiento, a fin de que los parámetros que deben ser valorados por el Juez, son los siguientes: 

la idoneidad de los peritos, la lógica de los razonamientos expuestos por ellos en sus dictámenes, 

la adecuación entre las conclusiones de tales dictámenes y los hechos que configuren el tipo de 

delito, que lo manifestado por los peritos esté apoyado en documentos que corroboren sus 

afirmaciones y tengan eficacia acreditativa, que las opiniones que emitan los peritos en sus 

dictámenes se refieran a cuestiones propias de su función, sin abordar cuestiones que no sean 

propias de su especialidad. De este modo, pretendemos que esta sea la tesis de nuestra 

investigación. 

 

http://derecho.laguia2000.com/derecho-procesal/decisiones-judiciales
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1.9. Métodos de valoración de la prueba 

 

Valorar la prueba es tarea exclusiva del juez, momento en el cual se cierra el ciclo probatorio. 

Tal como lo manifiesta Gustavo y María Carolina Rodríguez39, existieron diversos métodos de 

valoración de la prueba: 

 

MÉTODO CARACTERÍSTICAS 

Primitivo Se calificaba siguiendo leyes y reglas del gens. 

Religioso La ley mágica o divina imponía la interpretación del hecho juzgado. 

Legal 
La norma positiva determinaba a priori el medio probatorio y su 

apreciación, inclusive de los indicios y las presunciones, y teniendo en 

cuenta su cantidad, no su calidad y las categorías jerárquicas de las 

clases sociales. 

Moral 
Creador de la institución juradal, que exaltaba la soberanía popular, 

aparecido como reacción contra los anteriores. 

Racional o de 

sana crítica 

Gestado en el siglo pasado, que paulatinamente viene imponiendo la 

aplicación científica y lógica a la interpretación probatoria. 

         Tabla No. 3 - Características de métodos de valoración de la prueba 

 

Para la presente investigación nos ocuparemos de los tres últimos métodos, puesto que de ellos 

tenemos matices en las instituciones probatorias colombianas. 

 

1.9.1. Método de la tarifa legal  

 

“El método de la tarifa legal, caracterizado por la exageración de preverlo todo y regularlo todo, 

es decir, rígido, da a los medios probatorios respecto de determinados hechos, un valor inalterable 

y constante, independientemente del criterio del juez, que se limita a aplicar la ley a los casos 

particulares”.40 

                                                                 
39

 RODRIGUEZ, Gustavo Humberto y María. Carolina, Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Ciencia y Derecho. 1.997. Pág. 101. 

40
 LESSONA. Teoría General de la prueba en derecho civil. Tomo 1, Pág. 439. Traducción de aguilera de paz, Enrique. Segunda Edic ión, Madrid. Hijos 

de Reus Editores. 1.906. 
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“Su rasgo positivo estribó en que puso ciertas limitaciones a la arbitrariedad de los jueces: colocó 

al juez en la misma situación que a cualquier otro funcionario: no podía guiarse por su solo 

discernimiento, alimentado por el egoísmo del dominio de clase de los explotadores y multiplicado 

por la más obtusa ignorancia; hallábase obligado a subordinarse a ciertas reglas jurídicas, a cierta 

forma reguladora, a ciertas exigencias que se apoyaban en la ley”.41 

 

De acuerdo con las manifestaciones de los autores en lo referente al método de la tarifa legal, dicho 

método busca atribuir a cada una de las pruebas, un valor determinado que exonere al jurista de 

cualquier opinión, pensamiento, criterio u aporte en tal sentido, mostrando para cada caso en 

concreto, la forma como debe valorarse cada uno de los medios probatorios. Conforme al 

desarrollo del derecho probatorio, la tarifa legal se estructura en la norma legal que expresa el valor 

que se le debe asignar a la prueba, no existía una interpretación por parte del juez, este estaba 

ligado a dicho parámetro y no se podía apartar del mismo. Fue un método estricto que se justificó 

en el tiempo por la falta de jueces profesionales y preparados para la función, posteriormente se 

buscó una solución para administrar justicia con igualdad, proporcionando a las personas 

encargadas de dirimir litigios, las herramientas de valoración de pruebas de tal forma que no 

tuvieran que realizar esfuerzos intelectuales ni de razonamiento que perturbara la estabilidad 

normativa.  

 

Este método de la tarifa legal significa que el valor de la prueba está determinado en un código, 

marcándole al juez el grado de validez que debe imputar a un explícito elemento probatorio. Este 

método también es conocido como prueba tasada, prueba legal o apreciación tasada. El juez debe 

cumplir exclusivamente con lo que expresa la norma, no puede apartarse de la misma y se 

encuentra necesario valorar las pruebas de acuerdo a los modelos establecidos por el legislador. 

La tarifa legal se debe suprimir, lo cual no debe aplicarse en la actualidad, este método de 

valoración impide y apacigua al juez para hacer uso de sus facultades de razonamiento, ya que no 

puede tener un criterio propio sino que debe considerar única y solo lo que expresa la norma. 

 

                                                                 
41

 RODRIGUEZ, Gustavo y María, Derecho Probatorio. Bogotá: Ediciones Ciencia y Derecho 1.997. Pág. 101. 
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A nuestro juicio no es un método consecuente con la razón de ser de la ciencia del derecho, es un 

método restrictivo y excesivamente rígido, como lo señala Lesona, quien trata de enmarcar todos 

los sucesos que pudieran presentarse ante el Juez a través de los medios probatorios. Esta 

disposición legal, es ambiciosa, resultando difícil para el objetivo del juicio y de la prueba, como 

lo es la administración de justicia. Respecto a lo expuesto anteriormente compartimos lo pertinente 

a que imposibilita las arbitrariedades del Juez. 

 

1.9.2. Método de la prueba moral, íntimo convencimiento o certeza moral subjetiva 

 

Por su parte este método valorativo conocido como íntima convicción se refiere a que el juez 

interpreta las pruebas conforme a su parecer, no tiene límites y es él, quien asigna el marco de 

referencia. Aquí se otorga un poder supremo al juez quien tiene plenas facultades discrecionales 

para apreciar la prueba libremente, no está ligado a pautas legalmente preestablecidas. Por ende el 

juez se vale de intuiciones, sentimientos, impresiones o de cualquier estado emocional para llegar 

a la decisión final; la sentencia se encuentra formada en una libertad e independencia que puede 

obstaculizar la finalidad del derecho porque hay un predominio de los sentimientos sobre la razón. 

Este método, es todo lo contrario al de la tarifa legal. La ley no le tiene en cuenta al Juez los medios 

probatorios que a su conciencia le parezca como íntima convicción sobre la existencia de un hecho 

y sus particularidades. Ninguna regla legal obliga ni impone una medida. Lo que busca es una 

creencia certera. No se puede pensar que en este método las pruebas sean inútiles, porque no se 

puede exceptuar de los medios de información, lo que ocurre es que su valor de convicción no está 

tasado, ni medido anterior ni posteriormente por el legislador, y mucho menos el juez está obligado 

a informar los medios por el cual se convenció o no, o de las dudas que, en la naturalidad de su 

espíritu, lo incitaron a absolver. 

 

El método de íntima convicción, propone exigirles a los jueces una certeza moral subjetiva, es 

decir, criterio sano, prudente y competente, tal convicción no podría ser del resultado de la 

confianza personal, o de la inexperiencia, sino de una situación basada en hechos o razones que 

exceptúen toda seria credibilidad de la opinión contraria. 
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1.9.3. Método racional o de la sana critica 

 

Dentro de este método el juez, ya no movido por su conciencia, ni por su convicción moral, sino 

por su juicio, raciocinio, análisis crítico, apoyo en la ciencia, la técnica, la lógica dialéctica, y en 

las reglas de la experiencia entonces entra en esparcimiento la capacidad analítica, distintiva, y su 

formación general, obligándolo a motivar sus decisiones, y a fundamentarlas razonablemente. A 

continuación enumeramos las reglas que debe tener en cuenta el juez: 

 

• Razonamiento lógico. 

• Reglas de la lógica y la dialéctica. 

• Enseñanzas de la ciencia y de la experiencia. 

• Examen analítico y sintético de los hechos probados. 

• Equidad. 

• Valores que protege el derecho. 

• Principios rectores del derecho. 

• Reglas de la experiencia. 

 

Este método consiste en la convicción por medio de la razón, difiriendo del método de la tarifa 

legal que da mayor margen al razonamiento para discutir en uno u otro sentido, excluir en todo o 

en parte una conclusión o adherir a ella, respecto de la verdad de un hecho con sus particularidades. 

En tanto que la tarifa legal le impone al Juez una conclusión, la sana crítica la concluye por lógica 

o dialéctica.  

 

Lessona, puntualiza este método así: “El método de la sana critica consiste en que el juez debe 

pesar con justo criterio lógico el valor de las pruebas producidas, y puede tener por verdadero el 

hecho controvertido solo sobre las bases de las pruebas que excluyan toda duda de lo contrario. El 

Juez no puede juzgar simplemente según su criterio individual, sino según las reglas de la verdad 

histórica, que debe fundamentar y de allí resulta la verdad jurídica”.42  

 

                                                                 
42

 LESSONA. Teoría General de la prueba en derecho civil. Tomo 1, Pág. 439. Traducción de AGUILERA DE PAZ, Enrique. Segunda Edición, Madrid. 

Hijos de Reus Editores. 1.906. 
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Parra Quijano43 señala las ventajas y desventajas de los dos métodos más importantes (Tarifa legal 

y sana crítica), los que podemos resumir así: 

 

MÉTODO VENTAJAS DESVENTAJAS 

 

 

 

 

 

Tarifa Legal 

✓ Permite a las partes saber de 

antemano cuál es el valor que 

se le debe dar a las pruebas que 

aportan. 

✓ Uniformidad en las decisiones 

judiciales. 

✓ Evita favorecimientos 

personales por parte del juez. 

✓ Suple la ignorancia y la falta 

de experiencia de los jueces. 

✓ Relega la función del juez 

sobre todo en las pruebas 

personales. preestablecerse su 

valor. 

✓ El juez negligente encuentra 

acomodo fácil en este método. 

 

 

Sana Critica 

 

✓ La crítica razonada de las 

pruebas la debe hacer el juez, 

lo que significa que no se trata 

de consagrar la arbitrariedad, 

sino de obligarlo al empleo de 

las reglas de la experiencia, la 

lógica, la historia, la 

psicología, sociología, la 

imaginación para que en cada 

caso administre justicia con 

más acierto. 

✓ El juez debe explicar en la 

parte motiva los 

razonamientos que hace sobre 

la prueba. 

✓ El juez cuando administra 

justicia con este sistema, 

 

                                                                 
43
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adquiere toda la dimensión 

que debe tener el juzgador 

cuando tiene un respaldo 

intelectual y moral que le 

permite sentir, esto es, dictar 

sentencia de acuerdo con lo 

probado en el proceso. 

      Tabla No. 4 - Ventajas y desventajas de los métodos de valoración de prueba 

 

Sin lugar a dudas, tal como lo manifiesta Jairo Parra Quijano, el método más adecuado para la 

valoración probatoria es el de la sana crítica que delimita perfectamente la arbitrariedad que podría 

manejar el juez cuando su íntima convicción es la que determina el valor probatorio asignado a 

cada medio de prueba, lo cual obliga a efectuar un análisis mucho más científico de la prueba, sin 

que la ley determine en exceso como debe efectuarse la valoración, lo cual ha tampoco es 

conveniente (tarifa legal), pues aleja la ciencia del derecho a la realidad social y humana que se 

evidencia en cada caso particular. 

 

El Juez entonces, está llamado a determinar con precisión y suficiente motivación, los elementos 

de juicio tomados en consideración al momento de examinar cada prueba, bajo la óptica de la 

lógica, la dialéctica y demás ciencias sociales y humanas, así como precisas, que le permiten tomar 

decisiones mucho más ajustadas a la propia realidad hacia la que el Estado dirige su accionar a 

través de la ciencia del derecho. 

 

La sana crítica es un método intermedio entre la tarifa legal y la íntima convicción, lo cual le exige 

al juez que al momento de efectuar el análisis correspondiente, este no esté sujeto a una norma 

para realizar su valoración, pero tampoco puede ser producto de sus emociones y sentimientos 

propios, su decisión debe fundarse en la razón. El juez debe llegar a la certeza de los hechos materia 

del litigio por medio de la lógica y criterios racionales, siendo el juez absolutamente coherente con 

el ordenamiento jurídico, y así garantizando la aplicación de la norma sustancial. Es claro que el 

juez debe hacer uso de las reglas de la experiencia.  
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Tal como lo manifiesta Couture: “las reglas de la sana crítica son las del correcto entendimiento 

humano. La sana crítica es la unión de la lógica y de la experiencia, sin excesivas abstracciones de 

orden intelectual, pero también sin olvidar esos preceptos que los filósofos llaman de higiene 

mental, tendientes a asegurar el más certero razonamiento”.  

 

La sana crítica es la opción adecuada para el ejercicio racional por parte del juez dentro del proceso 

en aras de lograr una sentencia ajustada a derecho. Lo cual hace que él pueda llegar a la certeza de 

lo ocurrido y de esa manera conseguir una sentencia conforme al debido proceso, con fundamento 

en el derecho vigente y logrando un equilibrio entre las partes, para una administración de justicia 

adecuada y equitativa. Para finalizar el juez fundamentado en dicho método no tiene una 

discrecionalidad absoluta, por el contrario, debe cumplir con los principios de derecho probatorio 

y con lo que estipula el ordenamiento jurídico, la lógica, la razón y las máximas de la experiencia. 

 

1.10. Principales medios probatorios contables válidos en los juicios por delitos 

financieros 

 

Por ser la contabilidad de naturaleza informativa, la evidencia contable opera a través de la misma 

información contable, los registros y anotaciones de los hechos contables así como de sus 

respaldos; los libros de contabilidad, los estados financieros y en algunas circunstancias las 

técnicas de contabilidad. En los procesos judiciales por delitos financieros, entre los medios de 

prueba que regularmente califican como pertinentes destacan: los movimientos de las cuentas 

bancarias, los estados de cuenta, los cheques emitidos y cobrados, las experticias contables e 

informáticas y los informes administrativos para prevenir fraudes bancarios. 

 

En armonía con lo anterior, entre los medios probatorios contables se tienen los siguientes: 

 

1.10.1. Documentales 

 

Incluyen los libros de contabilidad, los registros y los estados financieros, en todos los cuales se 
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puede diferenciar la esencia documental, que es el elemento material que contiene el hecho 

incorporado, el contenido del documento, que es el hecho que se incorpora la esencia, que puede 

ser una representación, declaración de voluntad o conocimiento hecha por un sujeto y el acto de 

documentación, que consiste en la transcripción del contenido. En cuanto a los libros de 

contabilidad, la información susceptible de prueba es aquella contenida en el asiento contable y 

éste tendrá el efecto probatorio por sí mismo en un todo de acuerdo a lo previsto en las leyes, 

especialmente en materia comercial. Los soportes o comprobantes son objeto de prueba distinto, 

aunque se complementan con los asientos o anotaciones contenidos en los libros de contabilidad, 

para dar fundamento a los asientos. 

 

1.10.2. Mecanismos o actividades procesales 

 

 Incluyen a la prueba pericial, la exhibición de documentos instrumentales y los informes sobre 

los hechos que consten en libros, documentos, archivos; los cuales se encuentren en bancos, 

oficinas públicas, sociedades civiles o comerciales e instituciones similares, aunque estas no 

constituyan parte en el litigio. 

 

La prueba pericial tal como lo establece la ley procesal, se practica cuando para descubrir o 

valorar un elemento de convicción se requiera de conocimiento o habilidades especiales en alguna 

ciencia, arte u oficio. En tal sentido, la experticia derivará un dictamen pericial y la valoración de 

éste se realizará según las reglas de la sana crítica. La eficacia probatoria del dictamen depende 

de su firmeza, precisión, concreción y claridad frente a los hechos objeto de verificación según 

ha sido requerido por las partes o por el juez y nunca sobre aspectos no solicitados. 

 

La prueba de revelación y de información, consiste en la presentación de los documentos, libros 

de comercio, registros y estados financieros, de la contraparte o de un tercero, para el 

correspondiente examen y evidencia de lo que tenga vinculación o relación con el litigio. En tal 

sentido, es solicitada por la contraparte o por el juez, haciendo uso de sus facultades. La parte que 

la solicite debe señalar con precisión cual es el objeto o la información que se requiere examinar. 

Es un medio de prueba entre comerciantes y por causas de comercio; en consecuencia, esta prueba 
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no se extiende a sujetos no comerciantes o por causas que no sean de comercio. No obstante, esta 

prueba pudiera ser solicitada en los juicios entre no comerciantes que lleven contabilidad. 

 

La prueba de informes, mecanismo que se práctica con el propósito de incorporar a los autos, a 

través de medios escritos, datos registrados en contabilidades o en archivos de una entidad pública 

o privada que no sean parte en el juicio, orientados a comprobar afirmaciones relativas a hechos 

controvertidos aportados por quienes representan la entidad; siempre y cuando el conocimiento 

de tales datos no tenga carácter personal. 

 

1.10.3. Prueba de la contabilidad sistematizada 

 

Incluye el procesamiento, la documentación y el almacenamiento de la información contable 

evidente mediante medios electrónicos, automatizados y desmaterializados. Según la 

jurisprudencia y doctrina colombiana los medios informáticos se corresponden con los 

documentales. Para que la prueba sistemática pueda emplearse como medio probatorio, debe 

cumplir los siguientes requisitos:  

 

1) Calidad de los sistemas en la elaboración y almacenamiento del documento; 

2) Veracidad de la información; 

3) Legalidad;  

4) Conservación de la información y posibilidad de recuperación;  

5) Identificación de los sujetos participantes así como de las operaciones realizadas 

por cada uno de ellos en el proceso de elaboración del documento;  

6) Uso de la firma electrónica y  

7) Fiabilidad de los sistemas utilizados para autentificar el documento. 

 

Algunos criterios que otorgan confiabilidad y validez a la contabilidad como evidencia o medio 

probatorio, según jurisprudencia en materia de delitos financieros podría ser similar a los procesos 

judiciales en otras materias, la jurisprudencia colombiana muestra algunos criterios coincidentes 

para los juicios por delitos financieros, en los que se han promovido medios probatorios 
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contables. Algunos de estos criterios son: 

 

▪ El derecho a la defensa contiene el derecho de probar, el derecho a la defensa en materia 

probatoria se vincula con el derecho a la prueba y por tanto, con el derecho a su valoración.  

 

▪ La pertinencia o impertinencia de la prueba, supone un juicio de hecho que realiza el juez, 

el examen de la prueba lo realiza el juez con respecto a la relación entre el hecho que se 

pretende probar con el medio promovido, y el hecho articulado en la demanda o en la 

contestación, el cual se constituye en el objeto de prueba en cada caso concreto.  

 

▪ La legalidad significa la falta de culpabilidad en el medio probatorio con respecto a sus 

requisitos legales de existencia o admisibilidad, la ilegalidad del medio se origina cuando 

el medio de prueba es contrario a la Ley, es decir, su propuesta constriñe disposiciones 

legales, bien sea en sus requisitos como en sus formas, o en la manera como se pretende 

su evacuación. Por ejemplo, cuando una de las partes promueve la prueba de experticia 

basándose los estados financieros auditados y en cualquier otra información considerada 

pertinente correspondiente a los años 1XXX y 2XXX; Se observa que se realiza el 

desarrollo de la prueba de experticia de manera genérica e indeterminada al señalar 

cualquier otra información pertinente correspondiente, cuando la misma norma legislativa 

exige que la experticia deba referirse sobre hechos determinados de manera clara y 

precisa. El experto en el juicio debe incorporar el dictamen de experticia mediante la mera 

lectura, sin vulnerar los principios de inmediación, oralidad, control y contradicción, así 

como la igualdad procesal, la publicidad y el derecho a la defensa. 

 

▪ Distinción de la prueba de revelación de documentos sobre la prueba de informes, cuando 

el ente al cual se le solicite la documentación (libros, archivos u otros papeles) que se 

hallen en poder de la contraparte o de terceros, sólo se admitirá la prueba de revelación 

de documentos, pero no la prueba de informes. En este sentido, la prueba de informes no 

puede ser utilizada por la parte que promueve la finalidad de traer al expediente 

documentos que se encuentren en posesión de la contraparte, es decir, esta prueba podrá 

ser promovida en los casos que se cumpla con los requisitos legalmente establecidos, en 
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donde el ente al cual se le solicita la documentación, no sea parte en el debate procesal. 

Además, la prueba de informes puede ser requerida por el legislador, a solicitud de parte, 

a cualquier oficina pública o privada, para obtener información sobre un punto concreto 

contenido en efectos que se encuentren en esas dependencias y de los cuales la parte no 

tenga acceso o lo tenga limitado. 

 

1.10.4. La revelación de la información contable no constituye una inspección judicial 

 

En relación con la prueba de revelación de información contable, la jurisprudencia lo consagra 

como medio de prueba del derecho societario, lo cual no constituye una inspección judicial por 

incluir la verificación de que los libros a examinar cumplen con los requisitos de validez de los 

mismos. Este medio de prueba está limitado por la prohibición de su distensión a toda la 

contabilidad del comerciante, excepto en casos taxativos referidos a determinados juicios de 

liquidación de sociedades legales, quiebra, etc. Sin embargo, para el caso de los juicios por delitos 

financieros se concede la autorización a la Superintendencia de sociedades, para acceder, sin 

restricción alguna a los registros contables de las instituciones de dicho sector, así como a los 

sistemas contables y sus respaldos o evidencia física. 

 

1.10.5. El reconocimiento judicial de documentos contables de un tercero que no 

constituye parte en un proceso  

 

La inspección judicial de documentos contables de un tercero que no constituya parte en un 

proceso, y que necesariamente conduzca a la comprobación de los asientos, además de involucrar 

expertos, constituye una prueba violatoria del debido proceso al tratar de vulnerar un elemento 

protegido como el principio de confidencialidad. El medio de prueba conducente para probar los 

hechos contenidos en la contabilidad y que interesen a las partes, es la revelación, reconocimiento 

y prueba de los libros. 

 



  33 

 

1.10.6. El criterio de admisión de la prueba contable ante la negativa injustificada 

 

La doctrina y jurisprudencia colombiana explican que la admisión de la prueba contable se basa 

en los medios probatorios promovidos por las partes y que, la negativa sólo puede acordarse en 

casos excepcionales y claros de ilegalidad o impertinencia. Entonces se admiten las pruebas en 

cuanto ha lugar a derecho, salvo su valoración final, de otra manera, se deja abierto el hecho a 

estudio, para mejor el propósito en la sentencia. 
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CAPITULO II 

 

2. Valoración de la Prueba 

 

2.1. Proceso de valoración 

 

El proceso de valoración por parte del Juez comprende el conjunto de operaciones intelectuales 

que realiza al momento de decidir de fondo y que le permite hacer una ponderación crítica de todos 

y cada uno de los elementos probatorios que han sido puestos a su conocimiento a través del 

proceso, determinando con claridad su probabilidad con los hechos objeto de investigación, 

juzgándolos positivamente o descalificándolos, para posteriormente emitir un juicio de valor al 

respecto y que lleva indudablemente, a la decisión final del asunto sometido a su conocimiento. 

 

En esta valoración, como es lógico, opera un transcurso psicoanalítico, en donde el Juez, como ser 

humano, tiene en cuenta las diferentes circunstancias puestas a su conocimiento a través del 

análisis que hace del respectivo expediente, de los documentos aportados como pruebas, de los 

testimonios escuchados y demás consideraciones de la ciencia jurídica y de su conciencia personal 

y racional, para que en definitiva, se cerciore de lo que concluye, respeto de las normas en las 

cuales debe basarse, como el resultado plasmado en la sentencia.  

 

2.2. Principios de valoración 

 

Nicola Framarino Dei Malatesta, manifiesta los siguientes principios de valoración: 

 

1) Ingraduabilidad de las pruebas de la certeza. 

2) Originalidad y oralidad. 

3) Libertad objetiva de las pruebas. 

4) Libertad subjetiva de las pruebas. 

5) Publicidad. 
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6) Producción de la mejor prueba. 

 

En materia civil las pruebas deben revelar la verdad formal como la verdad sustancial.  

 

Los primeros cinco principios se derivan del juicio de convicción, es decir, el elemento subjetivo 

de la relación que radica en la eficacia de las pruebas; adicionalmente, el elemento subjetivo 

proviene de una investigación significativa en cuanto a la metodología de la razón legal, que reside 

en la esencia de las pruebas, necesitando de la importancia de la verdad sustancial, los últimos dos 

principios provienen del misticismo de la verdad, esto es, el elemento objetivo de la relación 

probatoria. Se entiende que el punto de partida para llegar a la verdad primero es la rectitud en la 

investigación, y segundo la libre producción de las pruebas tanto por parte de la acusación, como 

de la defensa, por otro”.44 

 

2.3. Principio de derecho probatorio sobre la valoración de la prueba 

 

La prueba es para todos los sujetos procesales, pero la valoración que se efectúe es un ejercicio 

exclusivo del juez, quien tiene la tarea de realizar un análisis completo de los medios de prueba 

que se allegan al proceso. El juez debe hacer uso del conocimiento, la representación y el 

razonamiento que lleva a una conclusión final, llamada sentencia. Para realizar la valoración, el 

juez no puede desconocer principios del derecho probatorio, como el de la eficacia jurídica: “la 

prueba debe llevar al juez a la certeza de los hechos materia de litigio”, la necesidad “el proceso 

requiere de prueba legal y oportunamente allegada, que provenga de las partes o realizada por el 

juez, que permita la comprobación de los hechos que interesan al proceso” y la unidad “el acervo 

probatorio contenido en el proceso deber ser estudiado en unidad, es decir en conjunto para una 

apreciación adecuada de la prueba”. Es así como Devis Echandía dice: “los principios son 

esenciales, el juez debe establecer cuáles son los principios que debe tener en cuenta para apreciar 

las pruebas aportadas al proceso y qué efectos sacará de cada uno de los medios de prueba”. 

 

                                                                 
44

 FRMARINO DEI MALATESTA, Nicola. Lógica de las pruebas en materia criminal. Sección Primera de la Prueba Testimonial. Bogotá: Editorial Temis. 

1.964. Págs.14 a 317. 
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La función del juez, entonces, no se delimita a perseguir la prueba, él debe ir más allá y debe dirigir 

la discusión probatoria, realizando un control de la prueba y en el fallo decretando los motivos que 

sostienen su decisión final. El conocimiento privado del juez se encuentra, acorde a los principios 

probatorios, proscritos en su totalidad. Son la lógica, la razón y la sana crítica los elementos que 

debe utilizar el juez en su proceder. De hecho cualquier vulneración de los principios se convierte 

en un atentado contra el debido proceso y, en consecuencia, contra los derechos de defensa, 

contradicción e igualdad de las partes. No se pueden admitir valoraciones subjetivas que cambien 

la parcialidad del juez, manifestando y estableciendo una perplejidad jurídica que quebranta el 

equilibrio del ordenamiento legal.  

 

La sentencia tiene que ser el reflejo de una apropiada actuación judicial, no se puede ocasionar 

perjuicio al demandante ni al demandado, ese fallo no puede ser el reflejo de arbitrariedades ni de 

excesos, debe ser la expresión de la razón basada en la norma y los hechos, como también en la 

interpretación sobre los medios de prueba. El proceso que termina con un fallo debe ser la 

expresión de la administración de justicia, de un Estado justo y fundamentado en derecho. 

Representando que es esencial en el derecho probatorio, y en el ejercicio de la valoración de la 

prueba, para que se efectúe un proceso judicial real, y desarrolle un equilibrio entre las partes.45  

 

El principio de la inmediación requiere que exista entre el juez y la prueba un contacto directo, 

que no medie ningún elemento extraño entre ellos, existiendo la posibilidad que el juez pueda tener 

una visión cercana y completa que permita un estudio proporcional de los medios de prueba en su 

integridad. El proceso debe reconocer la igualdad de las partes, que entre ellas exista legalidad y 

un comportamiento determinado en la verdad, que se pueda amparar y ser objeto de un debido 

proceso. La prueba, con fundamento en los principios rectores, debe ser estudiada por el juez en 

forma imparcial, que asigne un criterio serio y sustentado en la razón, indagando una efectiva 

administración de justicia, la prueba debe ser el resultado de una acción correcta por parte de todos 

los sujetos procesales ya que estas orientan la sentencia y la resolución que se da al litigio 

planteado. Los principios frente a la valoración de la prueba deben basarse en torno a la licitud de 
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los medios de prueba y a su representación dentro del proceso, siendo el criterio del juez el que 

sustente y demuestre la razón suficiente a su decisión final. 

 

2.4. Racionamiento y argumentación probatoria 

 

Para el proceso es significativa la prueba. La sentencia debe ser el reflejo de un procedimiento 

lícito y acorde al ordenamiento jurídico, debe contener un análisis de los medios probatorios 

conocidos y que fueron debatidos dentro del proceso46. Se exige por parte del juez que se realice 

una apropiada valoración de los medios de prueba, que busque extraer la verdad de los hechos del 

proceso y con base a ello sentencia. Eso implica que la motivación que el juez proporcione a los 

fallos debe proferirse conforme al análisis, estudio y observación del acervo probatorio 

consagrados en el proceso. No puede el juez basarse estrictamente en unos hechos de la sentencia, 

sino que además debe, ceñirse al cumplimiento íntegro de sus funciones, determinar 

razonablemente su decisión fundamentándose en los actos de prueba legalmente causados y la 

discrepancia que los mismos tienen al interior de la actividad judicial. Su criterio de valoración es 

esencial y para ello realiza una apreciación de la materia probatoria en su conjunto, cimentada en 

criterios y reglas probatorias de sana crítica, lógica y razón. 

 

El juez puede hacer uso de los métodos de persuasión, adicionalmente debe efectuar un proceso 

intelectual por medio del cual se logre una conclusión apropiada y fundada en derecho, que permita 

hablar de una administración de justicia real. En cuanto a los medios de prueba el juez debe buscar 

la convicción de los hechos relevantes para el fallo, determinando su decisión jurídicamente, y 

fundándose de una racionalización justa y con plena validez. Es importante que al efectuar el juicio 

el juez debe revisar con detenimiento las pruebas que se encuentran a su alcance, que ellas sean 

veraces y lícitas. De igual forma, este también deberá realizar una indagación sobre qué medios 

dan credibilidad, y cuáles le otorgan certeza sobre lo ocurrido. Es importante, resaltar que lo que 

realmente busca el juez es el grado de credibilidad que otorga la prueba y su eficacia al interior del 

proceso. 

                                                                 
46

 principio de contradicción 
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La actividad del juez debe ser de gran conocimiento jurídico, él no puede reconocer falencias ni 

imprecisiones, ni debe indagar hasta la saturación los medios probatorios; por el contrario el juez 

debe mirar cada prueba, lo que ella representa, su licitud y utilidad dentro del proceso en forma 

individual y, posteriormente, unir todas las pruebas recogidas y observar su enlace para llegar a la 

conclusión final. La sentencia debe ser objeto de credibilidad, generar en las personas la seguridad 

jurídica e instituir un alto grado de justicia. El juez debe efectuar una acción valorativa sobre 

pruebas correctas, ajenas a cualquier irregularidad o anomalía. El proceso no puede ser un 

mecanismo que frustra los derechos de las partes, debe exigir su valor y establecer un campo de 

reflexión intachable, donde en forma real y ajustada se resuelve los litigios en derecho. 

 

Las verdades que concluya el juez en su ejercicio intelectual deben estar basadas en parámetros de 

racionalización. Como también debe realizar la justificación de su sentencia en derecho y en el 

proceso debe utilizar todo su esfuerzo para indagar la verdad de los hechos materia de litigio. La 

motivación del fallo se respalda en el hallazgo que forman las pruebas, medios que deben ser 

examinados en su integridad y acorde a una actividad cognitiva de evidencias racionales. 

Finalmente el juez efectúa un juicio inductivo que va de lo conocido a lo desconocido, de hechos 

del pasado probados para comprobar hechos del presente. Las pruebas practicadas deben 

administrar sus esfuerzos a la representación de sucesos significativos para el proceso y la 

conclusión debe ser el fruto de la aplicación de la razón, la lógica y la sana crítica por parte del 

juez. 

 

2.5. Congruencia como elemento esencial de la valoración de la prueba 

 

El valor probatorio dentro del juicio se da cuando se cumple con el proceso valorativo de las 

pruebas, concluyendo qué fue lo que sucedió y cómo se debe resolver el litigio planteado. La 

prueba debe tener una credibilidad racional, su valoración mantiene la decisión proferida por el 

juez, pero este funcionario también debe ser meticuloso de no obstaculizar la coherencia que debe 

existir entre el análisis y el resultado final. 
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La congruencia procesal se conoce como la relación que existe entre las pretensiones y lo resuelto 

por el juez. En el aspecto valorativo de la prueba es esencial que las conclusiones a las que llegue 

el juez giren en torno a esa coherencia. Como base del proceso la lógica se convierte en una 

garantía indiscutible, concluyendo que el juez no puede lograr la sentencia que prefiera, esa 

decisión debe estará ajustada a los parámetros suministrados por las partes dentro del proceso. 

 

Las pruebas, y sus valoraciones, deben tener una motivación ajustada a derecho. Es un 

requerimiento para que el juez exprese en forma clara y concluyente cómo realizó el examen 

valorativo, de dónde nace su valor y sobre qué se sustenta la sentencia. Las motivaciones de los 

fallos deben coincidir con los parámetros procesales citados dentro de la actuación judicial. La 

justificación establecida debe coincidir con lo manifestado fácticamente en los hechos, el hallazgo 

probatorio debe ajustarse sin esfuerzo y de manera clara con la decisión procesal. El juez no puede 

entrar en indecisiones, vacíos o dudas, debiendo determinar analíticamente y de forma correcta su 

juicio probatorio, sin dejar aspectos sustanciales por fuera. El juez debe manifestar detalladamente 

todas las pruebas practicadas y allegadas al proceso, su valor probatorio que le ha asignado y toda 

la cadena de consecuencias que ha concluido finalmente su decisión. 

 

La Corte Constitucional Colombiana ha manifestado en reiterados fallos que cuando un juez olvida 

considerar y evaluar pruebas que inciden de manera determinante en su sentencia, incurre en vía 

de hecho que atenta contra el debido proceso y procede la acción de tutela. La prueba y desarrollo 

de ésta dentro del proceso, no es concepto accesorio o sin importancia, por el contrario es un tema 

vital y esencial, que requiere atención, preparación y exigencias por parte del juez, este no debe 

olvidar los principios que lo envuelven, el ejercicio valorativo debe efectuar los preceptos de sana 

critica, razón y lógica, como también debe ser coherente, congruente y exacto los hechos que se 

investigan en el proceso. No se puede atentar contra el equilibrio procesal, y el orden jurídico se 

debe mantener, la igualdad de las partes como un elemento cardinal siendo el juez un sujeto 

imparcial; todo ello busca que no exista un quiebre del equilibrio frente a la administración de 

justicia. Se exige, que la valoración de pruebas sea una acción adecuada que logre una sentencia 

conforme a derecho, sin vulnerar la Constitución y teniendo la garantía de un Estado social de 

derecho. 
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2.6. Problemas que enfrentan los jueces al momento de valorar la prueba de la 

contabilidad basada en NIIF  

 

El derecho probatorio es fundamental en el ejercicio de la administración de justicia. Las 

sentencias deben estar sustentadas en prueba legal y oportunamente allegadas, pero además de ello 

la prueba debe ser eficaz y válida, que el juez la valore con seriedad y de manera profunda. Se 

plantean en la investigación algunas ideas que indican, la importancia de la prueba y su valoración. 

La adecuada administración de justicia depende del conocimiento que los jueces tengan de la 

norma y de su aplicación para promocionar decisiones ajustadas al ordenamiento jurídico que 

brinden seguridad a los destinatarios de las mismas. No pueden los jueces quedarse en 

cumplimientos formales, el reto es proteger la igualdad de las partes, ser imparciales y garantizar 

sentencias acordes con los medios de prueba y el alcance de los mismos, observando con diligencia 

su grado de vinculación, eficacia y legitimidad. No se puede ser objeto de actividades limitadas o 

de conocimientos efímeros, la valoración probatoria es una tarea jurisdiccional exigente, con 

muchos elementos que se deben tener en cuenta para una conclusión final idónea. No tener 

equivocaciones que violen el proceso y su razón de ser. Hay que dejar la tendencia de la 

desatención de las pruebas, esa visión del juez a ser poco diligente al momento de concluir los 

hechos que conforman la materia del litigio ya que en algunas ocasiones los fallos son la repetición 

de otros sin análisis alguno.  

 

La prueba contable cuenta con un escaso tratamiento jurídico y práctico. Asimismo, el juez debe 

valorar conjuntamente todo el material probatorio allegado al juicio para tomar la decisión que se 

acomode más a esa finalidad de la prueba dentro del proceso como es la búsqueda de la verdad, 

utilizando su conocimiento para decidir el objetivo de la prueba, la cual daría sentido a un juez que 

este conociendo un dictamen pericial contable no solo se quede con lo que le ha expresado el perito 

contable, sino que también debe tener en cuenta que si el juez tiene un mayor conocimiento 

científico no se quedará solo con lo que le hayan dicho el perito, sino que tomara una decisión 

buscando la verdad, y la prevalencia de la justicia; tomando la correcta decisión. 

 

Entonces si los medios probatorios son necesarios y los que participan en hechos son personas 

calificadas ajenas al proceso como es el caso de los contadores y su función es colaborar con la 
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justicia, ¿Por qué los fallos se dilatan?; ¿De quién depende el atraso de la justicia de los peritos 

contables, de los jueces o de los magistrados?; teniendo en cuenta que la prueba contable y 

financiera, en litigios ante la jurisdicción ordinaria, es una necesidad considerada en los procesos 

judiciales, lo que conlleva a que los litigantes busquen personas idóneas, que puedan soportar y 

presentar ante los estrados judiciales con propiedad la prueba requerida y dentro de la 

independencia que debe tener el especialista asignado. La prueba contable debe ser presentada al 

juez por un perito contador bajo un modelo estructural NIIF y no bajo decreto 2649 de 1993, 

porque el tratamiento aplicado no será el mismo en la decisión de un caso concreto dado que el 

juez errara en aplicaciones de comparabilidad, confiabilidad y consistencia de la información 

contable que requiere un país como Colombia en la llamada globalización de la economía, por 

ende el juez al guiarse por medio de un modelo valorativo de información financiera global como 

prueba en asuntos comerciales podrá resolver si dicha información es elaborada con fundamento 

en un sistema de causación (decreto 2649 de 1993) o bajo un sistema de valor razonable (NIIF), 

sin que los razonamientos sean arbitrarios, incoherentes o contradictorios, pudiendo adquirir la 

certeza y la correcta decisión por parte del juez.  

 

Queremos demostrar que la forma de valorar la prueba Contable bajo estructura NIIF es 

fundamental en los procesos comerciales para que las decisiones de los jueces colombianos sean 

más eficientes, por ende el tratamiento que debe manejar es diferente bajo estándares internaciones 

de información financiera a como se valora bajo decreto 2649 de 1993, de esta manera surgiría 

una mejor comprensión de algún hecho que los jueces no conocen, pues un modelo de valoración 

de la prueba en la contabilidad bajo NIIF permitiría determinar con certeza un fallo justo de 

acuerdo a las normas procesales. La valoración de la prueba en la contabilidad bajo NIIF influye 

en la sentencia que dicta los jueces colombianos que utilizan como sustento de sus dictámenes, 

determinando resultados más exactos y una sentencia que sea la más justa posible. El acceso a 

temas relacionados en el ámbito probatorio contable, así como informes de peritos contadores y la 

asistencia a varios litigios, nos ha permitido ampliar nuestros conocimientos sobre los métodos de 

valoración de la contabilidad bajo NIIF. Aquello que no se puede probar con la contabilidad en los 

procesos entre comerciantes, es como si no existiera, por ejemplo si se trata de un desfalco, hay un 

proceso comercial e incluso penal, donde el perito contador puede soportar la prueba que es llevada 
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al juez para que este decida y la valore como la norma internacional lo establece porque permite 

tener una idea clara y una opinión independiente acerca del tema en litigio.  

 

Desde finales del pasado milenio la contabilidad internacional se convirtió en tema de discusión 

obligada para los profesionales contables, primero, y posteriormente para otros actores afectados; 

se debate sobre sus desarrollos investigativos, sobre la pertinencia de un modelo único 

trasnacional, respecto de su estructura regulatoria, etc., en los congresos profesionales, al interior 

de los gremios y en espacios académicos. Luego, el tema pasa a otros escenarios de más 

trascendencia, como el de las recomendaciones de los denominados organismos multilaterales, 

Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional y, finalmente, aparece en las agendas de los 

órganos legislativos y de gobierno de los países que deben decidir su posición frente a tal práctica 

de información. No es menos importante lo que pasa con la contabilidad comercial y su valor 

probatorio. La ley ha asignado un especial poder de acreditación a la contabilidad de los 

empresarios. En su momento dijo el profesor Emilio Langle que “es lógico encontrar en los libros 

y papeles que la constituyen, mayores motivos de credibilidad, que los que normalmente se le 

atribuyen a los demás documentos privados, cuya elaboración no está sujeta a requisitos legales 

que permitan fundar una sana presunción de la veracidad de lo que en ellos se expresa”. Pero los 

jueces obran al amparo de la “sana crítica”, a pesar de que en estas materias la ley conserva la 

tarifa legal probatoria. 

 

Los libros clásicos abundan en referencias ilustradas sobre la eficacia probatoria de la contabilidad 

mercantil. A través de su lectura se forman los nuevos profesionales del Derecho, pero lo que no 

se les dice es que, en la práctica, los jueces se abstienen de fallar con base en las pruebas contables 

y mucho menos aplican la regla de que no pueden aceptar evidencias que tiendan a desvirtuar la 

verdad que emana de los libros contables. Lo más desalentador es que los árbitros, calificados 

especialistas, siempre encuentran razones para abstenerse de aplicar las reglas sobre la eficacia 

probatoria de los libros de comercio. Así, por las vías de hecho, en el campo legal la contabilidad 

ha terminado siendo solamente una fuente documental para la correcta tasación de los impuestos. 
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CAPITULO III 

 

3. Influencia de la contabilidad basada en NIIF frente al régimen probatorio comercial. 

 

El valor probatorio de los libros de los comerciantes y demás documentos contables será apreciado 

por los jueces conforme a las reglas generales del Derecho. De esta manera surge una innovación 

con la convergencia contable NIIF, cabe resaltar que esta influencia en el régimen probatorio 

comercial es específica para cada medio de prueba (documentos, testigos, etc.) combinando 

cuerpos legales como lo son las NIIF, el código general del proceso y el código comercial, de esta 

manera de acuerdo a las reglas generales del derecho la contabilidad bajo NIIF puede ser valorada 

como prueba documental y también puede ser objeto de reconocimiento judicial, objeto de prueba 

pericial, y en última instancia ser un soporte para las presunciones. 

 

3.1. El valor probatorio de la contabilidad de la sana crítica a la tarifa legal 

 

3.1.1. La obligación de llevar contabilidad comercial 

 

La legislación mercantil constituye el estatuto profesional de los empresarios como el que 

contempla los derechos y las obligaciones de los hombres de negocios. Desde las primeras 

manifestaciones escritas del derecho comercial en las Ordenanzas de Bilbao47, consiste en el deber 

de llevar contabilidad regular de los negocios. 

 

Esta obligación nace como el mecanismo que tiene el monarca para lograr la correcta tasación de 

los impuestos a favor de las monarquías medievales. No obstante, con el tiempo se reconoce la 

                                                                 
47

 Así, en la Ordenanzas de Bilbao se dispuso en el capítulo “Los mercaderes, libros que han de tener, y con qué formalidad”, lo siguiente: Numeral I. 

Todo mercader tratante, y comerciante por mayor, deberá tener a lo menos cuatro libros de cuentas, es a saber: un borrador o manual, un libro de 
mayor, otro para el asiento de cargazones o facturas y un copiador de cartas, para escribir en ellos las partidas correspondientes, y demás que en cada 
uno respectivamente se deba, según, y la manera que se declarará y prevendrá en los números siguientes. Numeral II. El libro borrador o manual estará 

encuadernado, numerado, forrado y foliado y en él se asentará la cuenta individual de todo lo que se entrega y recibe diariamente. Numeral III. El libro 
mayor ha de estar también encuadernado, numerado, forrado y foliado, y con el rótulo del nombre, y apellido del mercader. 
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contabilidad, a través de normas de orden público, como el mecanismo paradigmático para brindar 

información clara y fidedigna a los terceros, al Estado y al propio comerciante acerca de la 

situación financiera y patrimonial del denominado ente contable, con inesperados alcances de 

orden probatorio que trascienden las reglas de la sana crítica. 

 

En Colombia, el deber de los comerciantes de llevar contabilidad mercantil se impone a través del 

Código de Comercio, cuyo artículo 19 manifiesta lo siguiente: “Es obligación de todo comerciante:  

 

i. Matricularse en el registro mercantil; 

ii. Inscribir en el registro mercantil todos los actos, libros y documentos 

respecto de los cuales la ley exija esa formalidad; 

iii. Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las 

prescripciones legales; 

iv. Conservar, con arreglo a la ley, la correspondencia y demás documentos 

relacionados con sus negocios o actividades; 

v. Denunciar ante el juez competente la cesación en el pago corriente de 

sus obligaciones mercantiles, y 

vi. Abstenerse de ejecutar actos de competencia desleal.” 

 

Las normas vigentes sobre la materia contenida en el código de comercio y en el Decreto 2649 de 

1993 determinan la forma en la que se debe llevar la contabilidad por los comerciantes, con el 

objeto de dar cumplimiento a la mencionada obligación legal. El Código de Comercio de forma 

introductoria manifiesta en su artículo 48 que la contabilidad se llevará acorde a las disposiciones 

de la propia preceptiva y a las demás normas sobre la materia, en particular, mediante libros en los 

que se efectúen los registros o anotaciones correspondientes., Dicha disposición considera que al 

comerciante le será permitido el uso de otros procedimientos de reconocido valor técnico contable, 

con la finalidad de registrar sus operaciones, siempre que proporcione el conocimiento y las 

pruebas completas, claras y ciertas de los asientos individuales y el estado general de los negocios. 

 

Textualmente el artículo 48 se cita así: “Todo comerciante conformará su contabilidad, libros, 

registros contables, inventarios y estados financieros en general, a las disposiciones de este código 
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y demás normas sobre la materia. Dichas normas podrán autorizar el uso de sistemas que, como la 

microfilmación, faciliten la guarda de su archivo y correspondencia. Así mismo será permitida la 

utilización de otros procedimientos de reconocido valor técnico-contable, con el fin de asentar sus 

operaciones, siempre que facilite el conocimiento y prueba de la historia clara, completa y 

fidedigna de los asientos individuales y el estado general de los negocios”. 

 

En los artículos subsiguientes del código de comercio se continúa estableciendo una regulación 

detallada sobre la forma de cómo llevar la contabilidad. El artículo 50 establece los requisitos 

formales señalando que solo se podrá llevar en el idioma castellano, por el sistema de partida doble, 

y en libros registrados, de manera que se suministre una información completa de la actividad 

empresarial y del patrimonio del comerciante. Dice el artículo así: “La contabilidad solamente 

podrá llevarse en idioma castellano, por el sistema de partida doble, en libros registrados, de 

manera que suministre una historia clara, completa y fidedigna de los negocios del comerciante, 

con sujeción a las reglamentaciones que expida el Gobierno”. 

 

El artículo 53 describe de manera clara cómo se deben reconocer las operaciones mercantiles que 

desarrolle el comerciante en los libros de comercio, así: “En los libros se asentarán en orden 

cronológico las operaciones mercantiles y todas aquellas que puedan influir en el patrimonio del 

comerciante, haciendo referencia a los comprobantes de contabilidad que las respalden. El 

comprobante de contabilidad es el documento que debe elaborarse previamente al registro de 

cualquier operación y en el cual se indicará el número, fecha, origen, descripción y cuantía de la 

operación, así como las cuentas afectadas con el asiento. A cada comprobante se anexarán los 

documentos que lo justifiquen”. Finalmente, el artículo 56 del código manifiesta que los libros 

podrán ser de hojas removibles o formarse por series continuas de tarjetas, siempre que unas y 

otras estén numeradas, puedan conservarse archivadas en orden y aparezcan autenticadas 

conforme a la reglamentación del Gobierno.  

 

Así, el proceso contable que definió el legislador colombiano de 1971 parte del hecho contable 

que debe documentarse en un soporte de contabilidad sea interno o externo, bajo el cual se 

diligencia el comprobante de contabilidad, previo al asiento en los libros contables. El 

comprobante es el fundamento del registro en los libros que da fe, conforme al principio de partida 
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doble, de las cuentas que se afectan con cada hecho contable, con frente al Plan Único de Cuentas. 

Los libros, con base en los cuales se elaboran posteriormente los estados financieros del 

empresario, se regulan en el Código de Comercio Colombiano dentro de determinadas 

formalidades, partiendo de su forma documental, lo que genera que los mismos se obliguen a 

inscribirse en el registro mercantil, en la forma ordenada por el artículo 39 del mismo estatuto. 

 

3.1.2. Eficacia probatoria de la contabilidad 

 

La obligación relativa de la contabilidad tiene una finalidad que se propaga de lo adjetivo o 

instrumental48, en la medida en que le permite al empresario conocer la situación financiera de sus 

negocios, le ofrece al comerciante la posibilidad de “tener una prueba de sus derechos” y, respecto 

de todo tercero que contrata con él, la contabilidad contribuye a “facilitarle medios de defensa”.49 

Con fundamento en este aspecto, se le atribuye a la contabilidad un especial poder como medio de 

convicción de lo que en ella consta, porque como lo sustenta Emilio Langle “Es lógico encontrar 

en los libros y papeles que la constituyen, mayores motivos de credibilidad, que los que 

normalmente se le atribuyen a los demás documentos privados, cuya elaboración no está sujeta a 

requisitos legales que permitan fundar una sana presunción de la veracidad de lo que en ellos se 

expresa”50. 

 

La eficacia probatoria de la contabilidad nace de la necesidad de crear seguridad jurídica en el 

mundo de los negocios, en el que siempre ha existido un desapego por las formas o, la libertad 

para crear derechos y obligaciones que, de alguna manera, requieren ser protegidos. Gabino Pinzón 

señala lo siguiente: “Porque dentro de esa agilidad y esa libertad de formas contractuales hace falta 

y debe haber certeza y seguridad sobre el valor probatorio de tantos documentos típicamente 

mercantiles que, como las letras de cambio, los conocimiento de embarque, los comprobantes de 

consignación bancaria, etc., siempre han sido suficientes para crear o para representar derechos en 

                                                                 
48

 La contabilidad debe de llevar con rigor ciertos libros (Co.Co. Colombiano, art. 19), no tiene un propósito meramente calificativo, puesto que es un 

elemento esencial que rige el adecuado manejo de la información concerniente al establecimiento de comercio. Tanto desde una perspectiva interna (…) 
como desde el ámbito exterior, que permite dar información a los bancos, los acreedores, los presuntos proveedores o inversionistas y los organismos 

del Estado sean superintendencias, dirección de impuestos, etc, del relato histórico del devenir empresarial y el recuento exacto de sus operaciones 
activas y pasivas. Tomado de la C. Const., Sent. C-963, dic. 1/99. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
49

 Pinzón, J.G. Introducción al derecho comercial. Temis, Bogotá: 1985, p. 219. 

50
 Langle, E. Manual de derecho mercantil. Bosch, Barcelona: 1950, p. 855. 
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la vida de los negocios. Esa certeza y esa seguridad (que son a su vez, condiciones necesarias para 

la agilidad de las operaciones comerciales) no podrían subsistir con una completa libertad de 

apreciación de tales documentos”51.  

 

De esta manera, la contabilidad se convierte en un elemento esencial del derecho comercial, que 

busca salvaguardar las relaciones entre los comerciantes al ofrecer las cuentas claras, completas y 

ciertas de sus negocios, con fines probatorios, como lo señala en el artículo 48 del Código de 

Comercio. Asimismo, la doctrina dice: “[…] si en el Código de Comercio se ha impuesto a los 

comerciantes, bajo ciertas sanciones, la obligación de llevar libros con sujeción a determinadas 

reglas encaminadas a conseguir que en ellos se lleve una historia clara, completa y fidedigna de 

los negocios o actividades del comerciante, es apenas natural que se atribuya a las anotaciones de 

esos libros un valor especial dentro de los juicios que tengan por objeto la discusión de hechos 

relacionados con los negocios que deben registrarse o anotarse en los libros […]”52. Y adiciona: 

“[…] los libros de comercio, en general, se exigen en interés del comerciante mismo, para que 

pueda seguir diariamente el interés de sus negocios y tener una prueba de sus derechos; en interés 

de los terceros que contratan con él para facilitarles medios de defensa, con la posibilidad de 

utilizarlos como medios de prueba; y en interés público, para establecer la integridad del 

patrimonio del comerciante en los casos de quiebra, lo mismo que para que el Estado tenga en 

ellos una fuente de informaciones fidedignas [...]” 53 . 

 

Y así lo dedujo el legislador colombiano, al reconocerle a la contabilidad un valor probatorio 

especial, que le permite a los comerciantes, un equilibrio del deber de llevar contabilidad de sus 

negocios, proporcionándoles el privilegio de defender a su favor el contenido de los registros 

presentes en sus libros, precisamente así: 

 

i. En las cuestiones mercantiles que los comerciantes debatan entre sí, judicial o 

extrajudicialmente, con el alcance de plena prueba.54 

                                                                 
51

 Pinzón, ob. cit., p. 318. 
52

 Ibídem, p. 317. 

53
 Ídem, p. 325. 

54
 Artículo 68 del Código de Comercio. 
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ii. En las cuestiones mercantiles con personas no comerciantes, como un principio de prueba 

a su favor.55 

 

La validez probatoria que reconoce el legislador a la contabilidad lo ha llevado a regular en detalle 

la forma y el contenido de la misma, en orden de salvaguardar la información que de ella resulta. 

De manera que, a partir de la integridad documental de la contabilidad y del preciso cumplimiento 

de las medidas que rigen sus contenidos y formas, se le reconoce un valor probatorio que trasciende 

del que se busca normalmente en los documentos privados: “Los procesalistas suelen enseñar que 

dichos libros son documentos privados, pero que constituyen una prueba especial, cuya fuerza es 

intermedia entre la del documento privado y el documento público, porque los asientos ofrecen 

mayor garantía de autenticidad que los documentos privados restantes.”56  

 

Y es que, efectivamente, aparte de la verdad de los libros y papeles de los comerciantes, y de la 

garantía de integridad que resulta de ellos por virtud de las formalidades que deben cumplir, se le 

reconoce a la contabilidad una específica presunción de veracidad en razón de que se debe llevar 

ordenadamente y de buena fe, puesto a cualquier suceso o conflicto, constituye una prueba 

preestablecida carente de un interesado propósito probatorio, lo que le permite mayor credibilidad.  

 

Justamente este raciocinio llevó a José Narváez, a expresar que la contabilidad de los comerciantes: 

“Se trata de una prueba pre-constituida que se considera veraz en virtud de que normalmente nadie 

la establece en contra de sus propios intereses y a favor de otro, sin haber un motivo para ello. Y 

si el empresario pretende presentar una situación aparente, cobra vigor el principio de que nadie 

puede invocar en su favor su propio dolo. De ahí que, en general, la ley no admita prueba alguna 

que tienda a destruir lo que resulte de sus asientos”.57 

 

La misma ley arbitral ha hecho resonancia en este criterio: “La utilidad atribuida a los libros de 

contabilidad a que acaba de aludirse depende, en gran medida, de la presunción de veracidad que 
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 Artículo 69, ibídem. 

56
 Delta Consultores de Riesgos Ltda. v. BBVA Seguros Ganadero Compañía de Seguros S.A. y BBVA Seguros Ganadero Compañía de Seguros de Vida 

S.A. Laudo arbitral del 24 de octubre del 2002. 
57

 Narváez García, J.I. Introducción al derecho mercantil. Ediciones Bonnet & Cía., 6.ta ed., Bogotá: 1990, p. 292. 
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caracteriza a la información registrada en ellos. En efecto, como consecuencia de la 

profesionalidad atribuida al oficio contable, sumada a la específica regulación legal de este, los 

registros contenidos dentro de la contabilidad de una empresa deben reflejar, de manera técnica y 

veraz el transcurso de sus negocios”.58 

 

En criterio de la Corte Suprema de Justicia, las razones utilizadas en la contabilidad no son las 

únicas para reconocerle un valor probatorio especial. Por ende el máximo órgano judicial 

manifiesta lo siguiente: “La ley admite pruebas especiales en asuntos mercantiles, por altas 

razones: como la de atender a las costumbres o sistemas universales que consultan las necesidades 

del comercio; como la de sancionar con ineficacia probatoria de los libros mal llevados; como la 

de reconocer que el comerciante conoce la verdad de lo atestiguado por él y tiene interés en evitar 

su propio engaño; como la de compensar con fe y crédito la diligencia de quien lleva sus libros 

regularmente; como la de hacer amable la obligación legal de tener libros; como la de interpretar 

que los comerciantes se han otorgado tácitamente el mandato recíproco de asentar en orden 

cronológico y día por día sus operaciones, y como la de admitir que sus libros son comunes a 

quienes ejercen el comercio, porque dan el resultado y constituyen la prueba de relaciones también 

comunes”.59 

 

Por lo tanto, el valor especial de la contabilidad nace especialmente del presupuesto de que se debe 

llevar bajo unos estrictos requisitos legales, formales y materiales, que a través de su eficacia 

probatoria se recompensa el compromiso profesional del comerciante de llevar contabilidad, y de 

la misma presunción de veracidad que le compete tratándose de documentos pre constituidos sin 

propósito indefinido y bajo el principio de que “el comerciante conoce la verdad de lo probado por 

él y tiene interés en evitar su propio engaño”. Justamente, las consideraciones anteriores crean la 

ratio legis (Capítulo III, título IV, libro primero del Código de Comercio Colombiano), que 

reglamenta la “eficacia probatoria” de la contabilidad, bajo medidas y principios disímiles a los 

del derecho común, como pasa a precisarse. 
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 Delta Consultores de Riesgos Ltda. v. BBVA Seguros Ganadero Compañía de Seguros S.A. y BBVA Seguros Ganadero Compañía de Seguros de Vida 

S.A. Laudo arbitral del 24 de octubre del 2002. 
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 Corte Suprema de Justicia, S. Civil, sentencia de casación del 23 de julio de 1936. 
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3.1.3. Tarifa legal probatoria en materia comercial 

 

Los métodos de valoración de la prueba definidos por el legislador se encargan de orientar al juez 

acerca de la forma como debe calificar los medios de prueba que las partes aportan para crear el 

criterio sobre la veracidad de los hechos fácticos que constituyen el fundamento de la litis, 

expresando una decisión con alcance de cosa juzgada. En el derecho civil, el método de la sana 

crítica rige la valoración de las pruebas por parte del juez, según el artículo 176 del Código general 

del proceso:  

 

“Las pruebas deben ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana 

crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 

existencia y validez de ciertos actos”. 

 

La ley dorsal del derecho atribuyó la valoración de todo acervo probatorio, en las causas civiles, 

de acuerdo con las reglas de la sana crítica.60 Lo que es distinto en las controversias que se rigen 

por el derecho mercantil, respecto a la contabilidad de los comerciantes, a sus libros y papeles, por 

las razones antes expuestas, se establece conforme a la tarifa legal establecida en el Código de 

Comercio y las reformas posteriores del Código general del proceso. 

 

Una de las características del régimen del derecho privado, que no deja de ser extraño a juicio de 

Gabino Pinzón: “Aunque resulta paradójico el fenómeno en derecho comercial, de suyo más 

dinámico que el civil y con una tendencia muy definida hacia la libertad de formas contractuales, 

no hay libertad de medios de prueba y de apreciación del valor de los mismos que consagra el 

régimen procesal civil vigente. Porque dentro de esa agilidad y esa libertad de formas contractuales 

hace falta y debe haber certeza y seguridad sobre el valor probatorio de tantos documentos 

típicamente mercantiles que, como las letras de cambio, los conocimientos de embarque, los 

comprobantes de consignación bancaria, etc., siempre han sido suficientes para crear o para 

representar derechos en la vida de los negocios”. Y agrega: “Con esta premisa debe, pues, 

afirmarse en términos generales que en cuanto a los medios de prueba utilizables en los negocios 
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 Esguerra Samper J.M. Apuntes de derecho probatorio. Colección Profesores 6, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá: 1992, p. 55. 
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mercantiles y a la apreciación de tales medios por parte de los jueces y funcionarios administrativos 

no opera la libertad característica del nuevo Código General del Proceso. Porque en la vida 

comercial ocurren o se dan muchas situaciones en las que debe subordinarse esa libre apreciación 

de las pruebas a la seguridad de las relaciones jurídicas, a fin de que estas no queden así no más al 

arbitrio o a la sana crítica de los jueces”.61  

 

El carácter especial del derecho mercantil frente al derecho civil establece a la sana crítica como 

medio de valoración de la prueba en los asuntos comerciales.  

 

3.1.4. Prevalencia de las normas comerciales en materia del valor probatorio de la 

contabilidad 

 

El juez conoce que en la prueba mercantil no operan las reglas del Código General del Proceso 

sobre medios de prueba y su apreciación, sino las especiales del Código de Comercio. La 

aplicación influyente de las normas mercantiles en este factor está resguardada en diversas 

disposiciones. 

 

De hecho el artículo primero62 del código de comercio manifiesta que los asuntos mercantiles se 

rigen por las disposiciones de la ley comercial y solo en faltas de las mismas, el operador jurídico 

debe apelar al derecho civil para cubrir los vacíos legislativos, cuando, por lo demás, la analogía 

no pueda resolver. La aplicación preferente de la ley comercial en relación con la civil, se asevera 

en materia probatoria en el segundo inciso del artículo 882 del Código de Comercio, donde se 

expresa:  

 

“La prueba en derecho comercial se regirá por las reglas establecidas en el Código General 

del Proceso, salvo las reglas especiales establecidas en la ley”. 
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 Pinzón, J.G. Introducción al derecho comercial, cit., p. 318. 

62
 Los comerciantes y los asuntos mercantiles se regirán por las disposiciones de la ley comercial, y los casos no regulados expresamente en ella serán 

decididos por analogía de sus normas. 
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Esto significa que las normas mercantiles expresadas en el código de comercio sobre la valoración 

de la prueba prevalecen sobre las del derecho común por mandato de la ley, y a ella debe ajustarse 

todo juez. De manera que, aunque en la cotidianidad el operador judicial apele a las disposiciones 

probatorias del Código General del Proceso, tratándose de controversias nacidas del comercio o 

que constituyen actos de comercio63, el juez debe aplicar las normas probatorias del código de 

comercio cuando ellas dispongan normas distintas a las civiles. Un ejemplo de ello es el deber que 

tienen los jueces, en asuntos comerciales, de aplicar, por su especialidad, las disposiciones del 

Código de Comercio sobre la eficacia probatoria de los libros y papeles de comercio, como lo 

manifiesta los artículos 68 al 74, que se relegan del método de la sana crítica. 

 

Dichas normas les conceden el valor de plena prueba a los libros y papeles del comercio en los 

asuntos mercantiles que los comerciantes debatan entre sí64. Así, le otorgan el carácter de confesión 

a los libros y papeles cuando los asientos no concuerden como dice el Código de Comercio en su 

artículo 70, numeral segundo, o le imponen al juez el deber de admitir prueba en contrario a lo que 

conste en los libros del comerciante, cuando la otra parte no lleva contabilidad o no la presenta 

como lo indica el mismo artículo numeral quinto. Estas disposiciones utilizan el método de la tarifa 

legal en la valoración de las pruebas, puesto que delimitan la libre apreciación de las mismas por 

parte del juez, en la medida en que en este asunto es la ley misma la que construye el poder de 

convicción de la prueba, del que no se puede aislar el juez. Cuando “El legislador señala el valor 

de la prueba estamos frente al sistema de la tarifa legal”65, Aparte de las razones anteriores, que 

protegen la particularidad del derecho mercantil, aún en materia probatoria, se debe citar que las 

disposiciones sobre tarifa legal probatoria del Código de Comercio prevalecen sobre el Código 

General del Proceso también desde la perspectiva de la vigencia de la ley en el tiempo. En 

consecuencia, mientras el primero fue expedido mediante el Decreto 410 del 27 de marzo de 1971, 

el segundo fue promulgado mediante los Decretos 1400 y 2019 del 6 de agosto y 26 de octubre de 

1970, respectivamente. De esta forma, las normas del Código de Comercio prevalecen sobre las 

del régimen civil, al texto de los artículos segundo y tercero de la Ley 153 de 1887.  
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 Co.Co. Art. 20 Actos, Operaciones Y Empresas Mercantiles – Concepto. 
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 Co.Co., art. 68 “Los libros y papeles de comercio constituirán plena prueba en las cuestiones mercantiles que los comerciantes debatan entre sí, 

judicial o extrajudicialmente. En materia civil, aún entre comerciantes, dichos libros y papeles sólo tendrán valor contra su propietario, en lo que en ellos 

conste de manera clara y completa y siempre que su contraparte no lo rechace en lo que le sea desfavorable.” 
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 Parra Quijano, J. Manual de derecho probatorio. Librería del Profesional, Bogotá: 2002, p. 181. 
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Gabino Pinzón manifiesta en su libro introducción al derecho comercial que el carácter especial 

de las normas mercantiles, en relación con el derecho civil, de la contabilidad de los comerciantes: 

“Es que, aunque los asuntos mercantiles se tramitan ante los jueces civiles, con reglas de 

procedimiento comunes o iguales, sin consideración a la índole mercantil o civil de la controversia, 

en materia comercial no operan exactamente las mismas reglas relativas a los medios de prueba y 

a su apreciación”. 

 

No solo el artículo primero del Código de Comercio prevé la prelación de las normas de derecho 

mercantil sobre las que rigen en materia civil, sino que en el artículo 822 del mismo Código se ha 

señalado que “la prueba en derecho comercial se regirá por las reglas establecidas en el Código de 

Procedimiento Civil, actualmente vigente el Código General del Proceso, salvo las reglas 

especiales establecidas en la ley”. Además, como el Código de Comercio es posterior, y las normas 

de este predominan sobre las demás, a lo contenido en los artículos segundo y tercero de la Ley 

153 de 1887”66. La diligencia predominante de las normas mercantiles sobre el valor probatorio 

de la contabilidad de los comerciantes deriva de la especialidad de tales disposiciones y, al mismo 

tiempo, de las normas que gobiernan la aplicación de la ley en el tiempo, dado que el método de 

la sana crítica fue divulgado por el Decreto - Ley 409 de 1971 (Código de Procedimiento Civil), 

ahora código General del Proceso, mientras que un código posterior, el Decreto - Ley 410 de 1971 

(Código de Comercio), resguardó la tarifa legal probatoria en materia comercial.  

 

3.1.5. La tarifa legal de la contabilidad en asuntos civiles 

 

La contabilidad no tiene el mismo valor de convicción en materia de litigios civiles y las que 

surgen por razón del comercio. La razón es obvia, porque como en el derecho usual no se requieren 

libros de contabilidad sujetos a requisitos especiales, es lógico que los libros y papeles privados 

carezcan de eficacia persuasiva que tienen los libros y papeles de comercio. Así, el inciso segundo 

del artículo 68 del Código de Comercio establece lo siguiente: “En materia civil, aun entre 

comerciantes, dichos libros y papeles solo tendrán valor contra su propietario, en lo que en ellos 
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conste de manera clara y completa y siempre que su contraparte no los rechace en lo que le sea 

desfavorable”.  

 

Esta disposición se fundamenta en el artículo 1763 del Código Civil, derogado por el Código de 

Procedimiento Civil, y posteriormente dicho código quedo derogado a partir del 2014 por cuenta 

del Código General del Proceso, cuyo alcance expresó Fernando Vélez en los siguientes términos: 

“Las personas no comerciantes no tienen obligación de llevar libros relativos a sus contratos o 

negocios. Sin embargo, si los tuvieren, bien en forma de asientos, apuntes o registros o en la de 

copiador de sus cartas, la ley les da el valor que deben tener como prueba, aun haciendo obligatoria 

su exhibición al juez”. Y adiciona: “Tales documentos no pueden hacer fe sino contra quien los 

haya escrito o firmado. Prácticamente, si en un juicio se pide la exhibición de ciertos documentos 

de una de las partes, como de su copiador de correspondencia, será prueba contra esa parte lo que 

conste en sus cartas”67.  

 

El hecho de que los libros de comercio hagan fe contra el empresario que los lleva en las 

controversias civiles, es probatoriamente relevante, que la prueba que proviene de la contabilidad 

tiene eficacia como una prueba preestablecida comparable a una confesión. Refiriéndose a los 

libros de comercio, Alfredo Rocco expuso: “Hacen fe también entre comerciantes y no 

comerciantes, y aun en materia no mercantil. En resumen, los asientos de los libros constituyen 

una confesión escrita extrajudicial hacia la parte contraria”.68 

 

3.1.6. La tarifa legal de la contabilidad en asuntos comerciales 

 

El valor probatorio de los libros y papeles de comercio en los asuntos mercantiles admite diferentes 

calidades a partir de diversas hipótesis, tratándose de litigios entre comerciantes, o entre un 

comerciante y otro no-comerciante, dependiendo de si los libros están ajustados a la ley y si los 

asientos de los libros coinciden o no entre sí. Con base en dichas variables en algunos casos los 

libros y papeles del comerciante son plena prueba por mandato de la ley, en otros forman apenas 
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un principio de prueba relativa, y otros incluso son prueba en contra del comerciante que los 

lleva.69 

 

3.1.7. Norma universal: plena prueba de la contabilidad 

 

Como norma universal en los asuntos mercantiles que los comerciantes debaten entre sí los libros 

y papeles de comercio llevados de conformidad con la ley constituyen plena prueba como lo cita 

el código de comercio en su artículo 68, esto es una prueba completa de que “tiene valor suficiente 

para producir el convencimiento en el juez”.70 

 

La tarifa legal establecida por el legislador mercantil fue ratificada, posteriormente, en el primer 

inciso del numeral 121 del artículo primero del Decreto 2282 de 1989, modificando el artículo 271 

del Código de Procedimiento Civil, donde se establece lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto 

en el artículo 59 del Código de Comercio, los libros de comercio hacen fe en los procesos entre 

comerciantes, siempre que estén llevados en legal forma […]”. Y posteriormente en el artículo 264 

del Código General del Proceso: Los libros y papeles de comercio constituyen plena prueba en las 

cuestiones mercantiles que los comerciantes debatan entre sí. […], Sin embargo, en la práctica el 

valor de la plena prueba en la contabilidad queda limitada al caso en el que los comerciantes en 

conflicto lleven los libros ajustados a las normas legales y que los asientos contables coincidan, 

según como lo establece el numeral primero del artículo 70 del código de comercio, porque si los 

asientos contables dan cuenta y razón de hechos distintos, como es lo corriente, se debe proceder 

con sujeción a la tarifa legal impuesta por los restantes numerales de la misma disposición.  

 

3.1.8. La contabilidad como principio de prueba  

 

Cuando el litigio es de carácter mercantil y la Litis se dificulta entre un comerciante y otra persona 

que no lo es, no se podría someter al valor unilateral de la contabilidad del hombre de negocios, 

por esta razón en las cuestiones comerciales con alguien que no es comerciante se deberá expresar 

como el articulado 69 del código de comercio “los libros solo constituirán un principio de prueba 
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a favor del comerciante, que necesitará ser completado con otras pruebas legales”. Sobre la norma 

citada Carlos Alberto Velásquez señala: “Tratándose de una persona civil, no se le puede juzgar 

por entero con fundamento en una prueba comercial, de allí que en esta situación, la prueba a favor 

del comerciante, constituida por su propia contabilidad, sea una prueba imperfecta, apenas un 

principio de prueba a favor de sus derechos, que requiere ser complementado con otros medios 

probatorios”. Y complementa: “En las controversias entre un comerciante y un no comerciante, 

pero frente a un asunto comercial, la eficacia de la prueba de los libros de comercio es restringida, 

es prueba pero no plena, ni a favor ni en contra del comerciante, en este caso debe ser 

complementada”.71 

 

3.1.9. La contabilidad como confesión  

 

En los casos en que los asientos de los libros de los comerciantes no concuerden entre sí, no se les 

puede otorgar a aquellos el mismo valor. Por el siguiente principio: si los libros acreditan hechos 

diferentes, difícilmente podrían tener el carácter de una plena prueba al mismo tiempo. Por el 

contrario, el legislador pretende reconocer el valor probatorio únicamente cuando prueben en 

contra del titular de la contabilidad, según lo estipulado en el numeral segundo del artículo 70 del 

Código de Comercio: “Si los libros de ambas partes se ajustan a la ley, pero sus asientos no 

concuerdan, se decidirá teniendo en cuenta que los libros y papeles de comercio constituyen una 

confesión”. 

 

Se trata de una confesión, porque los documentos que integran la contabilidad únicamente tienen 

valor probatorio, por ministerio de la ley, en cuanto afectan al autor de los mismos. Es decir, 

solamente en estos sucesos el legislador le reconoce un poder de evidencia a la contabilidad, en 

cuanto afecte al titular de la misma, porque difícilmente podría atribuirle otro poder de convicción 

si se tiene en cuenta que los asientos contables del otro comerciante acreditan algo diferente. 

Entonces, si en algo puede servir la contabilidad en la hipótesis que se analiza, desde la perspectiva 

de la prueba, es como confesión. Esto porque constituye una inferencia lógica del legislador 

presumir, para el caso que los asientos contables no coincidan, que si la documentación elaborada 
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por un empresario da cuenta de hechos en su contra, en tal sentido se le puede atribuir a la misma 

un poder de convicción, independientemente de que la contabilidad no coincida entre los 

comerciantes en litigio. Este resultado de confesión debe deducirse porque normalmente nadie 

establece la contabilidad en contra de sus propios intereses y a favor de otro sin haber un motivo 

para ello. Además, porque en la contabilidad no solo se registran los derechos del empresario sino 

también sus obligaciones. Un razonamiento análogo es el utilizado por la doctrina para justificar 

este precepto: “Es evidente que cuando el comerciante verifica sus registros en los libros, no lo 

hace con el objeto de preconstituir una prueba a su favor sino simplemente con la finalidad de 

dejar una historia fidedigna de las operaciones realizadas y de los resultados de las mismas. Por 

ello esos registros no van a referirse exclusivamente a derechos a favor del mismo comerciante, 

sino que también incluirán obligaciones a su cargo. Por esas razones se equiparan esos registros a 

una confesión.”72 

 

El principio citado es explicado por José Ignacio Narváez García, de manera certera. El experto 

sustenta que el reconocimiento de los documentos contables como confesión se justifica por 

tratarse de una prueba preestablecida y porque nadie elabora su contabilidad en contra de sus 

propios intereses, lo que precisamente le otorga un elemento de confianza, indispensablemente 

cuando de la contabilidad pueden emanar elementos que no le convienen o le son desfavorables al 

comerciante. José Ignacio Narváez señala que: “Se trata de una prueba preconstituida que se 

considera veraz en virtud de que normalmente nadie la establece en contra de sus propios intereses 

y a favor de otro sin haber un motivo para ello. Y si el empresario pretende presentar una situación 

aparente, cobra vigor el principio de que nadie puede invocar en su favor su propio dolo. De ahí 

que en general la ley no admita prueba alguna que tienda a destruir lo que resulte de sus asientos”.73 

Precisamente el derecho comercial parte de la condición de que nadie puede invocar a su favor su 

propio dolo o culpa en cuanto a la tenencia de sus libros, de modo que al comerciante no se le 

permite en ningún caso, prueba que tienda a desvirtuar aquello que proviene de sus propios asientos 

contables, excusándose de haber cometido un error en la contabilidad.  
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Lícitamente este principio del derecho mercantil fue trasladado o agregado al Código General del 

Proceso, con los siguientes propósitos de:  

 

1) Aseverar el valor probatorio de la contabilidad del comerciante; 

2) Salvaguardar la fiabilidad de la contabilidad;  

3) Distinguir probatoriamente a los comerciantes que cumplen de buena fe con la obligación 

profesional de llevar la contabilidad; 

4) Retribuir la diligencia en la conducta del comerciante al preparar su información contable.  

 

Como dispone el tercer inciso del numeral 121 del artículo primero del Decreto 2282 de 1989, 

modificando el artículo 271 del Código de Procedimiento Civil, y este derogado posteriormente 

por el código General del Proceso: “Al comerciante no se le admitirá prueba que tienda a desvirtuar 

lo que resultare de sus libros”. Como efecto de esta norma, las declaraciones extra juicio que el 

comerciante justifica en su contabilidad, las cuales están investidas de una garantía de fidelidad y 

confiabilidad, no pueden ser discutidas por el propio empresario. Así, que, si le afectan tendrán de 

probar en contra suya, sin que sea posible que el juez admita otra clase de pruebas que tiendan a 

desvirtuar lo que emana de la contabilidad del comerciante en su propia contra. En tal sentido, esta 

disposición es desarrollo del alcance que el legislador le ha dado a la contabilidad comercial como 

prueba de confesión. Incluso, se ha llegado a considerar explícitamente que la contabilidad puede 

apreciarse como confesión a la luz del numeral primero del artículo 191 del Código General del 

Proceso, porque en su concebir la contabilidad nace del representante del empresario.  

 

La contabilidad en general y, aquella de carácter mercantil, que ha sido citada por el legislador en 

una serie de medidas para afirmar su confiabilidad, entre ellas su particular valor probatorio, bien 

puede ser calificada, a juicio del tribunal, como una confesión respecto de quien la lleva, en aquello 

que le sea desfavorable, como es propio de toda confesión que, dadas sus condiciones, debe ser 

calificada extrajudicialmente, en tanto no reúne el requisito exigido en el Código General del 

Proceso, de ser hecha ante un juez en ejercicio de sus funciones. Sobre el particular, bien podría 

fundamentarse que esta clase de confesión no logra el nivel requerido por el primer numeral del 

artículo 191 del mismo código, en tanto por norma general no es hecha directamente por quien 

representa al comerciante, teniendo capacidad dispositiva sobre los derechos y obligaciones 
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expresados en los respectivos libros de comercio. Sin embargo, en criterio del tribunal, la 

contabilidad, siendo una responsabilidad del comerciante, lo es igualmente de la persona jurídica, 

(representante legal), y no solo del contador y revisor fiscal. De hecho, los balances sociales deben 

estar firmados por el respectivo representante legal, con lo cual este certifica su autenticidad y su 

contenido, como bien se desprende del artículo 37 del Código de Comercio, con las modificaciones 

que le introdujo la Ley 222 de 1995. Con base en el antecedente de esta norma, el Decreto 

Reglamentario 2649 de 1993 determinó que antes de presentar los estados financieros, la 

administración del ente económico debe cerciorarse que se cumplen satisfactoriamente las 

afirmaciones, explícitas e implícitas, en cada uno de sus elementos. Adicionalmente, en la circular 

de octubre de 1997, la Superintendencia de Sociedades se pronunció así: “[…] el representante 

legal y el contador público que preparó los estados financieros, deberán dejar consignada una 

manifestación expresa o certificar lo antedicho, declarando junto a su firma o en documento 

adjunto, que ‘han verificado previamente las afirmaciones contenidas en los estados financieros, 

conforme al reglamento y que las mismas se han tomado fielmente de los libros […].” 

Particularmente en asuntos de comerciantes con gran envergadura de operaciones, se suscriben 

declaraciones por los representantes legales confiados en la labor de sus contadores y revisores, 

pese a lo cual su firma no deja de ser una aseveración de los respectivos estados financieros. No 

siempre lo que se declara ha sido prueba de apreciaciones directas, alcanzando la convicción de 

quien lo hace respecto de los hechos y circunstancias objeto de la confesión”.74 

 

3.1.10. La tarifa legal de los libros de contabilidad  

 

Hay que señalar que en el artículo 264 del Código General del Proceso, el rigor de la sana crítica 

como método de valoración de las pruebas se mitiga en materia de la prueba contable, para guardar 

relación con las disposiciones que sobre el particular contempla la ley mercantil. En otras palabras, 

la tarifa legal que rige la valoración de la prueba por el juez, tratándose de la documentación 

contable, se preserva, significando que en estos elementos no es cierto que opere el método de la 

sana crítica. Prueba de ello es cuando el legislador en el citado artículo le otorga a la contabilidad 

comercial el mismo poder demostrativo que a la ley mercantil. Y manifiesta que los libros de 
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comercio hacen fe en los procesos entre comerciantes, siempre que estén llevados en legal forma. 

En los otros casos, solamente harán fe contra el comerciante que los lleva. Adicionalmente si en 

los procesos entre comerciantes los libros de una de las partes no están llevados en legal forma, se 

estará a los de la contraparte, siempre que cumplan los requisitos legales, salvo prueba en contrario. 

En los demás casos, si los libros de ambas partes estuvieren en desacuerdo, el juez decidirá según 

el mérito que suministren las otras pruebas, y al comerciante no se le admitirá prueba que tienda a 

desvirtuar lo que resultare de sus libros. 

 

La contabilidad de los comerciantes, tanto en el derecho civil como en el derecho comercial, se le 

reconoce una específica significancia probatoria. Y la Corte Suprema de Justicia establece lo 

siguiente: “A esta clase de documentos la ley comercial, como la procesal, les otorga un 

tratamiento probatorio especial”.75 

 

3.1.11. El juez está obligado a observar la tarifa legal aplicada en asuntos mercantiles 

 

Lo cuestionado en la tarifa legal en materia probatoria por parte del legislador hace que el juez no 

pueda producirse dentro de un criterio laxo y comprensivo de interpretación de la prueba, sino que 

en tales casos se “convierte en un intérprete de la ley, puesto que la aplica a los hechos ajustándose 

al valor que ella misma otorga a las pruebas”.76 En tal caso, el criterio del juez no puede 

sobreponerse sobre los elementos objetivos que le asigna la norma positiva. Esto porque “la tarifa 

legal, los medios de prueba, tienen un valor inalterable y constante, independientemente del 

criterio del juez, que se limita aplicar la ley a los casos particulares”.77 

 

El artículo 264 del Código General del Proceso señala que “al comerciante no se le admitirá prueba 

que tienda a desvirtuar lo que resultare de sus libros”, le imposibilita al juzgador apelar a cualquier 

otro medio de prueba distinto a la contabilidad para formarse un criterio sobre la situación fáctica 

del proceso. El juez está sujeto a la norma probatoria preestablecida y el comerciante no puede 

viciar el contenido de sus libros, por concluyentes que pudieran parecer sus otras pruebas 
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extracontables, en un momento dado. Así, en un arbitramento, los profesionales del derecho deben 

ser abogados y deben formar su dictamen en las normas sustantivas vigentes y en la tarifa legal 

probatoria, como lo acepta la jurisprudencia arbitral.78 Si a pesar de la firmeza de la ley, el proceder 

del juez en la valoración de las pruebas, proclama su independencia y se forma un criterio por 

encima de lo que dicta la ley, incurrirá en un error de derecho manifiesto. Así lo señala la Corte 

Suprema de Justicia: “Y así en esta clase de yerro puede incurrir hoy el fallador, cuando aprecia 

pruebas aducidas al proceso sin la observancia de los requisitos legalmente necesarios para su 

producción; o cuando viéndolas en la realidad que ellas demuestran, no las evalúa por estimar 

erradamente que fueron ilegalmente rituadas; o cuando le da valor persuasivo que la ley 

expresamente prohíbe para el caso; o cuando requiriéndose por la ley una prueba específica para 

demostrar determinado hecho o acto jurídico, no le atribuye a dicho medio el mérito probatorio 

por ella señalado, o lo da por demostrado con otra prueba distinta; o cuando el sentenciador exige 

para la justificación de un hecho o de un acto una prueba especial que la ley no requiere”.79 

 

La doctrina establece la imposibilidad que tiene el juez, en desarrollo de su tarea probatoria, de 

retirar de lo que emana de los libros del comerciante. Por ejemplo, el contexto exhibido cuando 

media una situación en la cual un título enajenado subsiste registrado en la contabilidad del 

presunto enajenante y no ingresa a la del adquirente, en una controversia sobre la existencia de un 

contrato de –registro-, Mendoza Ramírez ha precisado que en tal caso el juez no puede aceptar 

prueba distinta atinente a desvirtuar lo que consta en los libros de contabilidad: 

“Consecuencialmente, si el título se mantiene en el activo del pretendido enajenante y no ingresa 

en el del supuesto adquiriente, la contabilidad de las partes está declarando que no ha existido 

realmente enajenación y esta contabilidad es prueba contra quienes la llevan. Incluso, en el Código 

General del Proceso en su artículo 264, hay norma expresa que establece que al comerciante no se 

le admitirá demostración alguna que tienda a desvirtuar cuanto resulte de sus libros de comercio”.80 

En tales circunstancias, el contenido de la contabilidad no permitirá que se pruebe por otros medios 

el –registro-, por únicas o convincentes que sean las pruebas extracontables, al contenido de la 
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mencionada disposición. Según Mendoza Ramírez, ello ocurre como consecuencia del afán del 

legislador de defender “el rigor con el cual debe ser llevada la contabilidad mercantil. Es la manera 

de presentar la verdadera situación del comerciante y, obviamente, las verdaderas intenciones de 

los negocios que haya realizado”.81 

 

Se considera que el alcance del artículo 264 del Código General del Proceso se desarrolla a la 

hipótesis que se presenta cuando una vez examinada la contabilidad del comerciante, en ella no se 

registra la existencia del derecho reclamado. En tal sentido, se podría decir que si el activo cierto 

o contingente no aparece registrado en la contabilidad del reclamante, este no puede desvirtuar por 

ningún otro medio de prueba lo que aparece o surge de su contabilidad. Fatídicamente resultará 

probado que no le asiste legitimidad alguna en su pretensión, por otras pruebas que posea, a las 

que no les puede otorgar poder de convicción el juez. Sin embargo, otra ha sido la conclusión de 

la jurisprudencia en un caso por riqueza aislada, como quiera que rompe toda la teoría del derecho 

probatorio en materia contable: “Pero ubicado el tribunal en el contexto descrito, conviene señalar 

que hay inocultable diferencia, ante la pretensión de estructurar “confesión”, entre la situación que 

se presenta a partir de un asiento contable efectuado por el comerciante, lo que comporta una 

“conducta positiva” de su parte, y la que acontece por el hecho de la “abstención” en efectuarlo —

“conducta negativa”—, la que no tiene virtualidad para, por sí sola, significar reconocimiento en 

su contra, máxime cuando, discutible o no lo relativo al “lugar” para revelar su posición —cuentas 

de orden, por ejemplo—, hay manifestaciones explícitas del mismo comerciante en el sentido 

contrario, en este caso recogidas en las notas de los estados financieros que, al final, son el 

resultado de lo registrado en la contabilidad. Como lo advierte el inciso cuarto del artículo 191 del 

Código General del Proceso, la confesión requiere “Que sea expresa, consciente […]”, lo que, con 

ese modo, no puede predicarse en el asunto que se comenta; no registrar en la contabilidad el 

“derecho que se reclama”, ni como activo, ni en cuentas de orden, no significa confesar que no le 

deben […]”82 
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En concepto de la jurisprudencia citada, no es posible otorgarle poder de confesión a una omisión 

contable, porque es de la esencia de una confesión que la misma sea expresa. Con ello se echa por 

la borda toda la teoría sobre la materia y se desconoce que los actos omisivos son también 

consientes, como ocurre con el comerciante que se abstiene de registrar como cuenta por cobrar 

un derecho del que carece. Es cierto que en tal caso está reconociendo que no tiene un derecho 

económico determinado. Además, si la ley comercial constituye que en estos casos hay una 

confesión83, y la misma ley procesal impide que se admita una prueba en contrario, no se deduce 

cómo puede un juez, sin apartarse de manera manifiesta de la especialidad de la ley comercial, 

sobreponer a los claros preceptos del Código de Comercio un requisito que para la confesión exige 

el Código General del Proceso. Es tan cierto lo anterior, que por el máximo valor de la contabilidad 

comercial el legislador ha reconocido expresamente, frente a conductas omisivas, la posibilidad 

de derivar una prueba de confesión. Al respecto, es indiscutible el artículo 67 del Código de 

Comercio que señala que si un comerciante no presenta los libros de contabilidad, cuya exhibición 

haya sido decretada u oculta alguno “[...] se tendrán como probados en su contra los hechos que la 

otra parte se proponga demostrar, si para esos hechos es admisible la confesión”. Luego como lo 

sostuvo la doctrina, el tribunal de arbitramento, que para que pueda hablarse de confesión se 

requiere que la misma sea expresa. O ¿acaso el artículo 67 del Código de Comercio es inaplicable? 

Y ¿dónde queda la especialidad de la legislación comercial frente al Código General del Proceso? 

¿Es que el legislador mercantil deduce de ciertas conductas omisivas sobre la contabilidad 

determinados efectos probatorios con alcance de confesión, que los jueces no pueden en algún 

modo omitir, lo que resulta más injustificables tratándose de jueces especializados? 

 

3.1.12. Las notas a los estados financieros no relevan al empresario los efectos del valor 

probatorio 

 

Es necesario señalar que las notas a los estados financieros no pueden suplir el contenido de los 

libros de contabilidad. De hecho las notas a los estados financieros no pueden excusar al juez de 

dar cumplimiento al artículo 264 del Código General del Proceso. Como las notas a los estados 
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financieros no forman parte de los libros de contabilidad, tampoco puede concederle valor 

probatorio a las mismas, precisamente por lo dispuesto en la ley.  

 

3.1.13. Las notas a los estados financieros al alcance del régimen probatorio mercantil  

 

Como ya se mencionó, el tercer inciso del artículo 264 del Código General del Proceso establece: 

“Al comerciante no se le admitirá prueba que tienda a desvirtuar lo que resultare de sus libros”. La 

ley se refiere inequívocamente a la imposibilidad de viciar lo que resulte de los libros del 

comerciante y no de otros papeles y/o documentos. Porque es en los libros, previa elaboración de 

los comprobantes correspondientes, donde se deben asentar todos los hechos económicos que 

afectan al ente contable. En efecto, el artículo 53 del Código de Comercio establece: “En los libros 

se asentarán en orden cronológico las operaciones mercantiles y todas aquellas que puedan influir 

en el patrimonio del comerciante […]”. El comerciante, entonces, no puede reemplazar los asientos 

o registros en los libros por otro tipo de documentos. 

 

3.1.14. Las notas a los estados financieros no relevan la contabilidad ni forman 

anotaciones en los libros comerciales 

 

Las notas a los estados financieros forman un mecanismo técnico a través del cual el sujeto 

contable revela sus principales prácticas contables, como lo dispuesto en el artículo 114 del 

Decreto 2649 de 1993, donde se dice: “Notas a los estados financieros. Las notas, como 

presentación de las prácticas contables y revelación de la empresa, son parte integral de todos y 

cada uno de los estados financieros. Las mismas deben prepararse por los administradores, con 

sujeción a las siguientes reglas: 

 

1) Cada nota debe aparecer identificada mediante números o letras y debidamente titulada, 

con el fin de facilitar su lectura y su cruce con los estados financieros respectivos. 

2) Cuando sea práctico y significativo, las notas se deben referenciar adecuadamente en el 

cuerpo de los estados financieros. 
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3) Las notas iniciales deben identificar el ente económico, resumir sus políticas y prácticas 

contables y los asuntos de importancia relativa. 

4) Las notas deben ser presentadas en una secuencia lógica, guardando en cuanto sea posible 

el mismo orden de los rubros de los estados financieros. 

 

Las notas no son un sustituto del adecuado tratamiento contable en los estados financieros”. Siendo 

claro que las notas a los estados financieros no son un sustituto de los elementos que deben 

contener los mismos, que según el artículo 34 del mismo Decreto 2649, son “los activos, los 

pasivos, el patrimonio, los ingresos, los costos, los gastos, la corrección monetaria y las cuentas 

de orden […]”. En otras palabras, el sujeto contable no puede excluir un registro activo, pasivo, 

patrimonial o en cuentas de orden, so pretexto de su revelación en las notas que acompañan a un 

estado financiero. Por ello, el último inciso del artículo 114 del Decreto 2649 de 1993 dispone lo 

siguiente: “Las notas no son un sustituto del adecuado tratamiento contable en los estados 

financieros”. Y es así, porque las notas a los balances de fin de ejercicio, no comportan efecto 

alguno en la estructura del balance, ni en sus activos ni pasivos, ni en el patrimonio, ni mucho 

menos en el estado de resultados. Por el contrario, los estados financieros, según el International 

Accounting Standard Committee, deben expresar “[…] los efectos financieros de las transacciones 

y otros sucesos, agrupándolos en categorías, de acuerdo con sus características económicas. Estas 

categorías son los elementos de los estados financieros. Los elementos respectivos con la medición 

del estado financiero en el balance son los activos, pasivos y patrimonio. Los elementos 

directamente relacionados con la medición del ejercicio financiero en el estado de resultados son 

los ingresos y los gastos. El estado de cambios en la situación financiera usualmente refleja 

elementos del estado de resultados y cambios en los elementos del balance general; de acuerdo 

con esto, el marco conceptual de IASB no identifica ningún elemento exclusivo para este estado 

financiero”.84 De tal manera, forma un resultado irregular desde el punto de vista de la ley y de la 

técnica contable que se pretenda reemplazar el registro de un hecho económico en la contabilidad, 

a través de una mera revelación mediante las notas al estado financiero, siendo que las mismas no 
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tienen relevancia contable, desde el punto de vista de la estructura de los elementos del balance a 

que alude el artículo 34 del Decreto 2649 de 1993, ni mucho menos del estado de resultados. 

 

El Comité Internacional de Contadores es concluyente al respecto. No es posible que una partida 

que debe reconocerse en la contabilidad por pertenecer a un elemento del balance, se supla a través 

de una nota a los estados financieros se cita a continuación: “Reconocimiento de los elementos de 

los Estados Financieros: Reconocimiento es el proceso de incorporar, en el balance o en el estado 

de resultados, una partida que cumpla la definición del elemento correspondiente, y que satisfaga 

los criterios para su reconocimiento establecidos en el párrafo 83. Ello implica la descripción de 

la partida con palabras y por medio de una cantidad monetaria, así como la inclusión de la partida 

en cuestión en los totales del balance o del estado de resultados. La falta de reconocimiento de 

estas partidas no puede ser ratificada mediante la descripción de las políticas contables seguidas, 

ni tampoco a través de notas u otro material explicativo. Una partida que reúna la definición de un 

elemento debe ser reconocida siempre que: 

 

1) Sea probable que cualquier beneficio económico futuro asociado con la partida llegue a, o 

salga de la entidad; y 

 

2) La partida tenga un costo o valor que pueda ser medido con fiabilidad”.85 

 

De esta manera, se puede decir que el agente obligado a llevar los estados financieros, cumplirá 

con la obligación de llevar una contabilidad cierta y fiel de sus negocios, si en vez de integrar las 

posibles transacciones a los elementos del estado financiero, a través de su debido registro o 

anotación, las inscribe simplemente como notas de estos. Es claro que dichas anotaciones no 

suplen las finalidades que cumplen sus elementos, al punto de que si se deja de registrar un activo, 

un pasivo, una cuenta patrimonial, un ingreso o un gasto, la información contable perderá la 

cualidad de fidelidad o razonabilidad que la debe caracterizar, con los efectos probatorios que de 

allí se derivan. Por ello mismo, la doctrina de la Superintendencia Financiera de Colombia ha 

dicho: “[…] atendiendo los principios y definiciones contables -realización y revelación plena- 
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resulta claro que corresponde a toda entidad vigilada por esta Superintendencia registrar en el 

activo las cuentas y documentos por cobrar de acuerdo con los términos señalados en el citado 

Decreto 2649 de 1993, por cuanto sus disposiciones son de obligatorio cumplimiento para las 

mismas. Por lo anterior no acorde con los principios legales anotados que tales partidas se revelen 

solamente en las notas a los estados financieros, puesto que aunque forman parte de los estados 

financieros no pueden sustituirlos, tal como lo prevé el artículo 114 del Decreto 2649 de 1993”.86  

 

Ahora bien, para concluir las notas a los estados financieros no forman parte de los libros del 

comerciante, por lo que no son objeto de registro en la contabilidad. Lo que implica necesariamente 

que para los efectos del artículo 264 del Código General del Proceso, es irrelevante si la 

información del ente contable forma parte de las notas a los estados financieros, pero no constituye 

un hecho económico registrado en los libros. Porque lo que el legislador colombiano estableció 

que no se admite prueba contra lo que emane de los registros que aparecen en los libros del 

comerciante, sin referirse a las notas a los estados financieros que, vuelve y se repite, son entonces 

irrelevantes para estos efectos.  
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CAPITULO IV 

 

4. La contabilidad basada en NIIF  

 

4.1. Problemas de la valoración en el modelo contable  

 

En Colombia, a raíz de la promulgación de la Ley 1314 del 2009, el debate sobre el beneficio que 

para el país tiene la adopción del modelo contable impulsado por el IASB debe mostrar resultados 

de manera decisiva; es decir, lo que busca es determinar con claridad si la información contable 

obtenida como producto de la aplicación de tal modelo resarcirá los requerimientos de los diversos 

usuarios, inversionistas, gestores, acreedores, representantes del fisco, etc. Es claro, la información 

contable obtenida del nuevo modelo, en buena medida, estará soportada en el criterio del valor 

razonable, que, hoy en día, no es otra cosa que valor corriente de salida, en general no soportado 

en una operación de intercambio económico, sino en la probabilidad de que tal intercambio se 

realice. 

 

El objetivo principal es validar las siguientes hipótesis:  

 

i. El modelo NIC-NIIF (Normas Internacionales de Contabilidad - Normas Internacionales 

de Información Financiera) formulado por IASB está fundamentado parcial pero 

principalmente en el criterio neoclásico del valor. Como consecuencia de tal orientación, 

la propuesta contenida en el modelo regulatorio contable establece un criterio dominante 

de valoración denominado "valor razonable" y presentado como "valor justo" para los 

diversos negociadores, en clara tendencia de justificar tal dirección como válida para todo 

tipo de usuario del mensaje contable.  

 

ii. El modelo NIC-NIIF mantiene el costo histórico, fundado en la teoría clásica del valor, 

como base de valoración no dominante pero significativa dentro del modelo contable.  
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iii. La presencia de tales bases de valoración genera una división contradictoria en la 

aplicación de la hipótesis básica del "devengo", lo que reduce la transparencia de los datos, 

tales como los de los resultados del periodo y los del valor patrimonial empresarial 

informados por el modelo contable. 

 

De manera complementaria se justifica este suceso temático por la constante referencia que los 

contadores hacen a los procesos valorativos, pero que, cuando de soportar teóricamente los 

argumentos en un debate se trata, como el que actualmente presenciamos, alrededor de la 

pertinencia de la adopción del valor razonable en reemplazo del criterio del costo histórico, 

generalmente nos quedamos sin elementos de juicio, sin razones que nos permitan aclarar y 

sostener una posición. Para contribuir al soporte teórico de tales discusiones, dicho estudio 

revisará, de manera rápida, varias de las contribuciones relativas a los procesos valorativos que la 

economía (clásica y neoclásica) y la contabilidad nos han entregado, y que esta última ha recogido 

y combinado pragmáticamente, para sustentar las cifras de los estados contables organizacionales. 

 

4.2. La medición de la contabilidad 

 

Es pertinente, en cuanto a los problemas valorativos de la contabilidad, referenciarse en algo que 

subyace la base del proceso de la valoración, como es la medición contable de los hechos que 

reconoce. No puede entenderse que se valore algo, y se establezca que un bien o servicio tiene 

valor, sin tener como base un criterio para asignar ese valor. Ese proceso de valorar implica medir, 

establecer qué cantidad de valor contiene un bien o servicio. 

 

¿Cuál es el objeto de medición de la contabilidad? ¿Cómo mide la contabilidad? ¿Hasta qué nivel 

de clasificación alcanza la contabilidad con sus objetos de medición? ¿Qué unidad de medida usa 

la contabilidad? ¿Cuál es la base de medición contable? Estas son algunas de las preguntas que 

consideraremos en esta sección, y a las que trataremos de dar una respuesta con criterio, en la 

presente investigación. 
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Por medición se entiende la asignación de numerales a objetos o eventos de acuerdo con las reglas, 

citando a Yuji Ijiri, en su libro fundamentos de la medición contable, señala que el propósito 

fundamental de la medición es la comunicación de un estado de cosas concretas. Y agrega que: 

"Las cifras que se obtienen de una medición no tienen otra utilidad que la de representar el estado 

de esos objetos. Las cosas o los fenómenos que se emplean para brindar información sobre otras 

cosas se denominan sustitutos y las cosas o fenómenos que son representados por los sustitutos se 

denominan principales. Lo que interesa es conocer el principal o nivel real […]. El sustituto o nivel 

conceptual o de representación de las cosas, interesa solo en la medida en que provee información 

adecuada sobre el estado real de las cosas […]. La relación entre el principal y el sustituto está 

dada por una regla de representación, y la información es el mensaje que el sustituto brinda acerca 

del estado del principal […]". 

 

Es de general aceptación la propuesta del psicólogo Stevens de la clasificación de la medición en 

cuatro escalas, a saber: nominal, ordinal, de intervalo y de razón o proporción. "La medición, 

cualquiera que ella sea, en la física, en la biología, en la economía, se puede hacer en cuatro niveles, 

de acuerdo con la forma como los números-cantidades que se asignan a los objetos o individuos 

se relacionan con la propiedad o característica que está siendo medida" Además, también se acepta 

que las cuatro escalas están establecidas respetando la rigurosidad matemática desde lo más 

sencillo, una clasificación elemental no sistemática, la nominal, hasta una caracterización tan 

precisa que puede establecer mínimas diferencias cuantitativas y, a veces, como consecuencia, 

cualitativas, entre los objetos caracterizados, como la de razón o proporción.  

 

La contabilidad establece, para su proceso de reconocimiento e identificación de los fenómenos 

que incluye dentro de su objeto cognoscitivo, el criterio de cuenta. La cuenta es una abstracción 

contable que le permite a la disciplina identificar y categorizar los componentes de su objeto de 

conocimiento como partes de otra creación propia de la disciplina, como son los estados contables. 

La cuenta responde a una categorización convencional que la identifica como componente de tales 

estados o informes resumen y, a su vez, es componente de otro efecto creado por la disciplina, el 

cual es el plan de cuentas. Ahora bien las cuentas, los planes de cuentas y los estados financieros 

son abstracciones propias de la disciplina, que permiten establecer clasificaciones de los 

fenómenos objeto de conocimiento de la disciplina contable.  



  71 

 

El mundo real socio-económico es reflejado en el mundo contable así: activos (corrientes y no 

corrientes o fijos y diferidos), pasivos (corrientes y no corrientes), patrimonio (capital, reservas), 

ingresos (ordinarios - operacionales y extraordinarios - no operacionales), costos (directos, 

indirectos), gastos (de venta, de administración), son algunas de las categorías propias de la 

contabilidad que permiten clasificaciones y revelación de la información financiera del ente. De 

otro lado, como parte de su proceso cognoscitivo y clasificatorio, la contabilidad crea o acoge de 

otras áreas del saber un conjunto de términos para identificar operaciones que le permiten 

categorizar los hechos que conoce como: compras, ventas, descuentos, préstamos, intereses, 

recibos, pagos, facturas, comprobantes, soportes, transferencias, consignaciones, depósitos, 

impuestos, retenciones, etc., con los que crea su propio lenguaje, el cual permite organizar su 

mundo operativo y producir los resultados propuestos como objetivo de su labor e información 

para la toma de decisiones de gestión, de inversión, de control, etc. El balance es la abstracción 

fundamental de la contabilidad, es la creación que le permite ver los elementos, identificarlos o 

nombrarlos, es decir, elaborar una primera clasificación, la nominal. La contabilidad establece la 

condición de algo que conoce dentro de su campo social, como un componente de una categoría 

previamente elaborada: por ejemplo, identifica un vehículo automotor como un activo. A su vez 

identifica la operación mediante la cual se adquiere ese activo por el ente como una compra. 

Determina que la adquisición del vehículo se realiza para el uso de la gerencia, y lo clasifica como 

un activo fijo. La contabilidad ha permitido realizar un juicio con elementos que permiten justificar 

porque un activo es fijo y no activo corriente. Pero el hecho contable no es solo de clasificación 

nominal, también lo es de categoría ordinal, bajo un criterio contable subyacente al balance y al 

plan de cuentas, entendiéndose que un activo fijo no produce flujos de efectivo de manera tan 

directa y significativa como un activo corriente. De esta forma cuando el contador observa que un 

vehículo está clasificado dentro de los activos fijos inmediatamente pensará que su contribución 

al proceso financiero de la empresa se hará mediante su depreciación como cargo a los costos o a 

los gastos y no como resultado de su venta al público. De ahí que la contabilidad también crea una 

clasificación ordinal dentro de los elementos, el plan y los estados financieros, que reconocen 

entregando la información más allá de lo estrictamente nominal. Aquí se ha hecho uso de un 

criterio contable subyacente que permite tal clasificación ordinal: el criterio de liquidez. Este 

criterio le permite a la contabilidad establecer una categorización de los activos financieros, con 

lo que puede construir información contable útil para los usuarios de los estados financieros y para 
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las decisiones de gestión o de inversión. De manera similar se pueden establecer clasificaciones 

ordinales a partir de los criterios de solidez o de exigibilidad. 

 

Una vez la contabilidad ha nominado y ordenado, establece asignaciones cuantitativas al objeto de 

clasificación: le asigna un numeral que indica un valor o precio, en la medida en que se deriva de 

un intercambio. ¿De dónde proviene tal precio en la contabilidad? Generalmente se apoya en una 

transacción mercantil, en la que un comprador y un vendedor acuerdan intercambiar un bien por 

otro, no necesariamente un canje, sino un bien diferente al dinero por una determinada estimación. 

¿Cómo se fija ese precio? De diversas formas: por acuerdo entre oferente y demandante, por 

asignación de precios regulados por el Estado, por cálculo de costos y margen de ganancia 

realizado por el productor y que el comprador acepta cuando decide comprar el producto, entre 

otros. La combinación de todas estas formas de fijación de precios produce el precio del mercado, 

que la contabilidad adopta como base de su asignación cuantitativa. 

 

Para este proceso de valoración, la contabilidad acoge las bases de negociación, como son la 

moneda corriente como unidad de medida, y su poder adquisitivo como base de medición (si bien 

dentro de sus elaboraciones teóricas la contabilidad propende por un examen respecto del 

mantenimiento de su poder adquisitivo, para corregir las desviaciones, cuando este se ha 

deteriorado). Una vez realizada tal retribución, la contabilidad incluye, dentro de su proceso 

clasificatorio, el valor (precio de mercado), por el cual ha reconocido la operación. Para tal 

operación ha recurrido a la aplicación de alguna teoría del valor, la que el sistema socio-económico 

vigente tenga adoptado como parte de la estructura de reconocimiento del proceso de creación y 

de retribución de la riqueza social. 

 

Ya en este ámbito, la contabilidad dispone de una información numérica que le permite alcanzar 

los niveles más altos de clasificación, esto es, los de intervalo y los de razón, por lo que puede 

acceder a elaboraciones mucho más selectas, como la creación de análisis financieros y lograr 

representaciones de los procesos productivos y distributivos en ecuaciones y sistemas de 

matemáticas, con lo que sus productos pueden ser usados tanto por la investigación contable como 

por otras disciplinas, de forma más amplia y suficiente. Sin embargo, hay que reconocer que la 

disciplina contable por sus propias elaboraciones solo ha alcanzado los dos primeros ámbitos de 
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clasificación: nominal y ordinal; y no habría podido alcanzar niveles de clasificación e información 

avanzados como los de intervalo y de razón, si no fuera por la existencia del efecto de mercado, 

creación social que le ha permitido tales niveles de información sin haber incursionado en la 

reflexión sobre la medición y la valoración. 

 

Por ello, las circunstancias actuales plantean un reto ineludible a la disciplina contable, como es el 

de incursionar en la investigación y la reflexión teórica sobre la identificación, el reconocimiento 

y la medición-valoración de fenómenos que no son de origen mercantil, pero que aparecen dentro 

de su objeto de conocimiento, como son los recursos ambientales y las capacidades humanas, 

cuyos aportes están contribuyendo a la producción de riqueza social, pero cuyos valores (precios 

de entrada y de salida) no son debidamente cuantificados, por lo que el cálculo contable del 

patrimonio y la distribución de los excedentes entre los factores, no son los más adecuados. 

 

4.3. La teoría del valor en la contabilidad como elemento de análisis en la valoración de 

la prueba  

 

De manera breve pero intentando ser precisos en el análisis de las contribuciones a la formación 

de la teoría económica del valor, formuladas por los principales autores catalogados como clásicos 

y neoclásicos, nos referiremos a algunos de los aportes de Smith, Ricardo, Menger, Jevons y 

Dupuit. Seleccionamos estos autores porque consideramos que han sido sus tesis las que han 

originado las interpretaciones que hoy se aplican en la contabilidad, tanto en el nivel macro como 

en el micro contable. De los aportes de Adam Smith debemos destacar, porque es útil a nuestro 

análisis de las cuentas y de la producción de la riqueza, el criterio de otorgarle al trabajo humano 

la facultad de la producción de dicha riqueza, en contraposición con los primeros fisiócratas, 

quienes le reconocían tal capacidad solo a la actividad de la clase agrícola, por cuanto su trabajo 

se realizaba sobre el elemento tierra, factor que multiplicaba la materia prima o semilla sembrada, 

y que permitía recoger un producto enriquecido. Este punto de diferencia es de capital importancia 

para la elucidación del problema de determinación del origen del valor. Es uno de los puntos en 

que se centrarán los economistas clásicos, y posteriormente Marx, un siglo después. Pero el 

trabajo, para Smith, no es el único factor a remunerar en la producción de la riqueza y por ende no 
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es el único componente del precio natural de las mercancías. En un estadio primitivo dicho precio 

está constituido por el trabajo medido en tiempo más una dosis de destreza e ingenio, aspectos que 

en sociedades avanzadas serán recompensados por un mayor salario. El valor que los trabajadores 

añaden a los materiales se divide en dos partes, una que paga los salarios y la otra que paga el 

beneficio del empleador sobre todos los salarios y materiales que adelantó, beneficio que deberá 

ser correspondiente con la magnitud de los recursos empleados por el empresario. Smith analiza 

la composición del precio de cualquier producto y lo descompone en tres elementos: salarios como 

remuneración al trabajo, beneficios como remuneración al capital y renta como remuneración a la 

tierra y los frutos naturales. Es una aproximación temprana a la medición del valor agregado bruto 

o producto bruto por la vía del costo de los factores. Smith nos deja percibir que uno de los 

problemas más difíciles de solucionar respecto de la relación trabajo humano - valor, pues 

dependiendo de la habilidad, el objeto producido, bien o servicio valdrá más. En este aspecto entran 

a jugar otras variables, además de la cantidad de trabajo requerido. Elementos que no han sido, 

hasta hoy, debidamente aclarados. La complejidad de un trabajo puede requerir de una preparación 

especial, en algunos casos legalmente requerida, como cuando una labor solo puede ser 

desarrollada por un especialista debidamente acreditado. En tales casos existen tarifas acordadas 

para remunerar tal labor. Así mismo cuando un trabajo representa ciertos riesgos, que ameritan 

una consideración especial que se refleja en la remuneración. Esto para reconocer tiempo, 

cantidad, complejidad y calidad del trabajo. 

 

En cuanto a la medición del valor de todas las mercancías, en un mismo tiempo y lugar, Smith 

reconoce que el dinero es el mejor medio para hacerlo, pero siempre a través del trabajo, 

determinando la cantidad de este que se pueda comprar con un determinado monto de dinero. 

Adam Smith, planteó el problema del valor en los términos siguientes: "la palabra valor tiene dos 

significados distintos: unas veces expresa la utilidad de un objeto particular, y otras veces la 

capacidad de comprar otros bienes que confiere la posesión de tal objeto. Podemos llamar al 

primero valor en uso y al segundo valor en cambio. Las cosas que tienen un gran valor en uso, 

frecuentemente apenas tienen valor en cambio; y, por el contrario, aquellas que tienen un gran 

valor en cambio, apenas tienen valor en uso. La teoría clásica fue incapaz de resolver esta 

contradicción del valor, al no incursionar en la teoría de las valoraciones marginales. Para este 

enfoque el trabajo es la medida real del valor de cambio de todas las mercancías. Pero el trabajo 
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solo no puede explicar adecuadamente el precio de mercado. El valor de mercado se resuelve en 

tres partes: los salarios (trabajo), el beneficio (capital) y la renta (tierra), que constituyen las tres 

fuentes originarias de todo ingreso. Cualquier otro ingreso se deriva en última instancia de una de 

estas tres fuentes. 

 

David Ricardo abordó la obra de Smith en 1799 y diez años después comenzó a publicar sus 

propias ideas económicas, distinguiéndose por la formulación de un sistema analítico general, a 

partir del cual generaba conclusiones fundamentales basadas en unos pocos principios básicos. Su 

pensamiento se caracteriza por el rigor de la estructura deductiva, a partir de la cual formula tres 

proposiciones principales: a) la teoría clásica de la renta, b) el principio de la población de Malthus, 

y c) la doctrina del fondo de salarios. Su obra principal, Principios de economía política y 

tributación, publicada en 1817, constituye un valioso aporte para el estudio de la ciencia económica 

y permite profundizar más en temas abordados por Smith, tales como la medida del valor, los 

salarios, los beneficios y las rentas. 

 

En relación con el tema de la medida del valor de los bienes económicos, Ricardo sigue a Smith 

en cuanto a la orientación basada en la teoría del valor de trabajo, pero se diferenció de su experto 

en varios aspectos y precisó otros que constituyeron avances para dicha teoría, tales como: 

 

a) En primer término es importante destacar la diferencia que hace frente al planteamiento de 

Smith con relación a la determinación del valor de cambio de los bienes apelando al factor 

trabajo, en cuanto a que el valor de cambio de un bien económico depende de la cantidad 

relativa de trabajo necesaria para producirlo, y no de la mayor o menor remuneración 

pagada por ese trabajo. 

 

b) Otro aporte importante de Ricardo es el concerniente a la contribución de los salarios 

materializados en activos o capital fijo, en la determinación del valor de cambio de los 

bienes, que le permite, además, clasificar en trabajo directamente necesario el relativo al 

capital circulante y trabajo indirectamente necesario el derivado del capital fijo. 

 



  76 

 

La contabilidad, tanto en su nivel micro como en el macro reconoce la contribución del 

capital acumulado, en forma de depreciación, al proceso de producción de riqueza; más no 

se hace referencia y diferencia, en tal reconocimiento, a la fuerza de trabajo acumulada en 

los bienes de capital. Un argumento para justificar tal conducta puede ser el que tal 

reconocimiento se debió haber hecho en el momento de contabilizar la fabricación del bien 

de capital que ahora se deprecia. 

 

c) Un tercer aspecto de importancia en relación con la teoría del valor de trabajo para la 

determinación del valor de cambio de los bienes lo constituye la alteración del primer 

criterio establecido por Ricardo y referenciado antes, en el literal a), relacionado con el 

valor relativo de los bienes, el cual está determinado por la cantidad relativa de trabajo 

necesaria para su producción. "El principio de que la cantidad de trabajo empleada en la 

producción de los bienes regula su valor relativo es modificado considerablemente por el 

uso de la maquinaria y otras formas de capital fijo [...]. En una producción puede haber 

empleado muy poco capital circulante, es decir, el que se requiere para el sostenimiento de 

la industria; el capital estará en ella invertido con preferencia en maquinaria, útiles, 

edificios, etc., capital de un carácter relativamente fijo y duradero. En otra industria puede 

haberse invertido la misma cantidad de capital pero estar empleado, sobre todo, en el 

sostenimiento de la producción y muy poco invertido en complementos. 

 

4.4. Irregularidades que afrontan los jueces con la información contable  

 

Detrás de la expresión irregularidades de la contabilidad, existen tipos de acciones u omisiones 

intencionadas que afectan la información contable contendida en ejercicio anual. Entre estos tipos 

encontramos los siguientes: 

 

❖ No llevar libros de contabilidad cuando se encuentra obligado a hacerlo. 

❖ No registrar los libros principales de contabilidad cuando se tiene la obligación de hacerlo. 

❖ No exhibir los libros en mención cuando las autoridades de la Dian lo exijan. 

❖ Llevar doble contabilidad. 
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❖ Llevar la contabilidad de tal forma que no sea posible determinar los factores que permiten 

establecer las bases de liquidación de las obligaciones tributarias. 

❖ Que exista más de cuatro meses de atraso entre las fechas de las últimas operaciones 

registradas en los libros de contabilidad y el último día del mes anterior al que la autoridad 

tributaria solicita su exhibición. 

❖ Manipulación de la información contable.  

❖ La falsificación o alteración de registros o documentos. 

❖ La apropiación prohibida. 

❖ La utilización irregular de activos. 

❖ Manipulación y eliminación de transacciones. 

❖ El registro de operaciones ficticias o aplicación indebida e intencionada de principios y 

normas contables.  

 

Así que, para que no haya irregularidades de la información financiera, no basta con que los activos 

reflejados en la sociedad sean reales, sino que es necesario que su valoración se haya realizado 

conforme a criterios contables correctos. Es decir, se exige que dicha información contable se 

elabore a partir de una serie de normas y de los principios contables generalmente aceptados –

PCGA-, pues de lo contrario, dicha contabilidad podría estar desvirtuada para terceros ajenos a la 

sociedad que interpretan la información financiera conforme a normas y criterios contables 

generales. Por ende, la contabilidad no cumpliría eficazmente su función de revelación e 

informativa, al impedir que los distintos operadores del mercado puedan tomar correctamente sus 

decisiones empresariales.  

 

En definitiva, dichas alteraciones contables, se deducen a aquellas situaciones en las que, de la 

contabilidad no resulte con claridad el verdadero estado financiero de la sociedad, faltando partidas 

concretas y datos necesarios para su exacto conocimiento. Bajo lo expuesto anteriormente, la 

irregularidad de la contabilidad en cuanto a la comprensión de su situación financiera se vincula 

directamente con lo previsto en el articulado del Código de Comercio. Podremos hablar de dicha 

irregularidad tanto en supuestos de transgresión consciente y voluntaria de los principios y normas 

contables, como en supuestos de impericia grave. Tal irregularidad debe tener entidad suficiente 

para desvirtuar la imagen que la contabilidad transmite de la empresa.  
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4.5. Irregularidades de la información financiera en los Libros de Comercio 

 

Circunstancia planteada: Por error involuntario se inscribió un acta No.1 en la hoja del Libro de 

Actas del máximo órgano social que correspondía a la No.2. Ante tal situación se optó por insertar 

las actas de acuerdo a la fecha de la reunión, ocasionando que se perdiera el orden cronológico de 

las hojas registradas en la Cámara de Comercio.  

 

Ante la circunstancia planteada anteriormente la superintendencia de sociedades, formula varios 

interrogantes relacionados con el procedimiento para subsanar tal irregularidad y las consecuencias 

legales que se generarían en caso de que el error no sea corregido. En primer lugar, que la finalidad 

de los libros de comercio, particularmente el libro de actas de asamblea general o junta de socios, 

es permitir y facilitar a las distintas autoridades, a los asociados y a los órganos de fiscalización de 

la sociedad, el conocimiento de las decisiones adoptadas por el órgano rector. Por ello el legislador 

consagró algunas disposiciones tendientes al cumplimiento de tal objetivo, regulando la forma de 

elaborar y registrar las actas y el modo en que deberían llevarse los mencionados libros. Es así 

como el artículo 195 del Código de Comercio, consagra textualmente que "La sociedad llevará un 

libro, debidamente registrado, en el que se anotarán por orden cronológico las actas de las 

reuniones de la asamblea o junta de socios [...]"; continua, el numeral 5 del artículo 57 del mismo 

código, establece que en los libros de comercio está prohibido, entre otros, "Arrancar hojas, alterar 

el orden de las mismas o mutilar los libros", prohibición que en los mismos términos consagra el 

artículo 128 del Decreto 2649 de 1993 que reglamenta la contabilidad en Colombia. Si bien la 

legislación mercantil no consagra la forma de corregir los errores presentados en los libros de 

comercio, aunque sí las sanciones por violación a las prohibiciones, las normas sobre técnica 

contables señalan que si se trata de simples errores de transcripción se deben salvar, entre otros, 

mediante una anotación al pie de la página, de lo contrario el mecanismo indicado es la anulación 

de los folios, "[...] Señalando sobre los mismos la fecha y la causa de la anulación, suscrita por el 

responsable de la anotación con indicación de su nombre completo". Con relación a las sanciones, 

el legislador previó que en el evento de transgresión a lo dispuesto en el citado artículo 57, 

relacionado con las prohibiciones respecto al manejo de los libros de comercio, el responsable 

incurrirá en multas hasta de 200 salarios mínimos legales mensuales, para el caso de sociedades 
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sometidas a inspección, vigilancia o control por parte de la Superintendencia de sociedades, sin 

perjuicio de las acciones penales a que haya lugar.87 Así se concluye que es obligación de todo 

empresario utilizar las hojas de los libros y asentar las actas de asamblea o junta de socios en forma 

cronológica, no solo por los argumentos expuestos, sino, más grave aún, porque los libros que 

adolecen de cualquiera de las irregularidades previstas en la ley, carecen todo valor legal como 

prueba a favor del comerciante según el Artículo 58 del código de comercio. 

 

4.6. La difícil tarea de los jueces colombianos al valorar la prueba basada en NIIF’S  

 

Nuestra investigación estuvo orientada en la búsqueda de temas como: valoración de la prueba en 

la contabilidad basada en NIIF en Colombia, métodos de valoración de la prueba en la contabilidad 

en temas mercantiles, sistemas de valoración de los estándares internacionales de información 

financiera por parte de los jueces colombianos en materia comercial, y otros, Al no encontrarnos 

con documentos, libros, revistas, ensayos que hablaran de ello, nos dimos a la tarea de construirlo 

con base en nuestros propios hallazgos, y de pieza en pieza armar un todo con sentido, que es 

justamente lo que desarrollamos en la presente investigación. A lo que nos concierne, 

desarrollaremos un modelo práctico para que el juez pueda valorar la prueba contable basada en 

NIIF en asuntos comerciales de una manera adecuada, y apoyándose en las siguientes preguntas:  

 

▪ ¿Cómo es la valoración de la prueba en la contabilidad bajo NIIF en asuntos comerciales? 

▪ ¿Qué Criterios debe tener el juez para valorar la prueba de la contabilidad bajo las NIIF’s? 

▪ ¿Cuáles métodos de valoración se están trabajando en Colombia por los jueces, en materia 

de contabilidad bajo NIIF? 

▪ ¿Es igual el tratamiento bajo DECRETO 2649/1993 que bajo NIIF’s? 

▪ ¿Qué aplicaciones han hecho los jueces colombianos respecto de la contabilidad bajo NIIF 

en los litigios? 

▪ ¿Cuántos litigios están terminados? ¿Cuántos están en proceso? o ¿No hay litigios frente a 

este aspecto? 

                                                                 
87

 Art. 58 Co. de Co. en concordancia con el numeral 3, art. 86 de la Ley 222/95. 
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En Colombia, este tipo Investigación, es relativamente nueva. Encontramos que, aplicar un modelo 

para valorar la prueba de la contabilidad bajo las NIIF’s en asuntos comerciales surgió de la 

necesidad de que el procedimiento a aplicar no debe ser el mismo bajo decreto 2649/1993 que bajo 

NIIF’s, y con ello preguntas como ¿Por qué los fallos se dilatan?; ¿De quién depende el atraso de 

la justicia, de los peritos contables, de los jueces o de los magistrados? Luego de haber realizado 

una revisión bibliográfica no se encontró información relacionada con las anteriores preguntas que 

hacen parte del modelo que debe tener el juez, por lo tanto en esta investigación se presenta una 

aproximación conceptual de la valoración de la prueba en la contabilidad bajo NIIF en asuntos 

comerciales y de su aplicación por parte de los jueces colombianos, ya que no hay antecedentes en 

materia de los métodos de valoración que son aplicados en Colombia por jueces respecto de la 

contabilidad bajo NIIF, no hay litigios frente a este aspecto ni iniciados ni en proceso, ni mucho 

menos terminados simplemente su aplicabilidad es con el decreto 2649 de 1993, tratamiento 

diferente en las NIIF, criterios que se pueden observar en la presente investigación. 

 

Teniendo en cuenta que la prueba contable y financiera, en litigios ante la jurisdicción ordinaria, 

es una necesidad considerada en el medio de los procesos judiciales mercantiles, conlleva a que 

los litigantes busquen personas idóneas, que puedan soportar y presentar modelos en referente a la 

armonización internacional de los estándares de contabilidad (globalización contable) ante los 

estrados judiciales con pertenencia, junto con la prueba requerida y dentro de la independencia que 

debe tener el especialista asignado, como su impacto de implementación y ejecución en Colombia., 

buscando subsanar el error que se presenta al tener el mismo tratamiento de valorar la contabilidad 

sin contar con el cambio que ha tenido esta, en los últimos años. 

 

El resultado del juez al valorar la prueba en la contabilidad debe diferenciar si fue elaborada bajo 

decreto 2649 de 1993 o con fundamento en las NIIF dado que esto influiría en la toma de decisiones 

de este, ilustrado mediante una sentencia clara, razonable y sustentada en la ética profesional a fin 

de alcanzar un fallo justo en aspectos financieros en los procesos comerciales. 
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4.7. Apreciación de los jueces ante las irregularidades en la contabilidad internacional  

 

En el ámbito jurídico-contable, el límite que separa lo permitido y lo prohibido, casi siempre ofrece 

un límite vago; tan impreciso que, con frecuencia varia con el tiempo. Y uno de los componentes 

esenciales que configuran la gestión empresarial, comporta el punto, y la proyección de esa línea 

imaginaria, de ese límite jurídico, que separa lo que se puede y lo que no se puede hacer. Tampoco 

podemos pretender ser ingenuos y asegurar que basta con cumplir la ley, para saber dónde está el 

límite jurídico. Además, también con frecuencia, y como consecuencia de un hecho aislado o 

varios enlazados entre sí, el límite jurídico se desplaza, convirtiendo en prohibidas, conductas que 

al momento de adoptarse, estaban administrativamente e incluso jurídicamente, ya permitidas. 

 

No estamos hablando de situaciones excepcionales: una gran parte de los escándalos que originan 

portadas en la contabilidad de empresas, responden a un desplazamiento inesperado del límite 

jurídico. Por ejemplo las empresas del IBEX-35 tenían 810 filiales en paraísos fiscales para 

aprovechar ventajas tributarias. Hoy en día es difícil pensar que, estas empresas mitigan el impacto 

impositivo de una transacción, cuando dichas sociedades estaban todas auditadas, todas en 

permanente inspección tributaria, y finalmente disponían de esas filiales, porque todo era 

conocido. ¿Qué pasara dentro de un año con las empresas colombianas y su implementación hacia 

las normas internacionales de tributación?, ¿la empresas colombianas que cotizan en bolsa realizan 

el mismo tratamiento?, ¿Cómo lo valoraran los Jueces? ¿Cómo se comportara la dirección de 

impuestos y aduanas nacionales frente a este aspecto? Probablemente de forma muy distinta, pese 

a que la Ley, con seguridad sea la misma o muy parecida. 

 

Entonces en este punto ¿Quién establece el límite jurídico? Dado que las leyes colombianas no 

definen la irregularidad relevante de la contabilidad bajo NIIF, el límite jurídico lo describe la 

falta, y el Juez estudia los hechos para solucionar el problema. Cabe preguntarse ¿Que dicen los 

Jueces colombianos que son irregularidades relevantes de la contabilidad bajo NIIF? Dicho juicio 

conlleva a que hoy los Jueces, quizás injustificadamente, no saben nada de Contabilidad.  
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A continuación explicaremos sentencias en las que los Jueces internacionales aprecian la 

irregularidad relevante de la contabilidad bajo NIIF: 

 

“El carácter relevante de las irregularidades podría conectarse con el principio contable de 

importancia relativa, recogido en el Marco Conceptual del Plan General de Contabilidad al admitir 

la no aplicación estricta de algunos de los principios y criterios contables cuando la importancia 

relativa en términos cuantitativos o cualitativos de la variación que tal hecho produzca sea 

escasamente significativa y, en consecuencia, no altere la expresión de la imagen fiel. Las Normas 

Técnicas de Auditoria detienen la importancia relativa como la magnitud o naturaleza de un error 

(incluyendo una omisión) en la información financiera que, bien individualmente o en su conjunto, 

y a la luz de las circunstancias que le rodean hace probable que el juicio de una persona razonable, 

que confía en la información, se hubiera visto influenciado o su decisión afectada como 

consecuencia del error u omisión” “[…] se viene a reconocer por parte del administrador imputado 

que no puede justificar el ajuste, no existiendo respaldo documental de la operación, y de hecho 

tampoco ha dado explicación, a lo que se añade la importancia cuantitativa y cualitativa del ajuste, 

más de 278 mil euros, que dejaron reducido el saldo de casi 295 mil euros de caja a unos 16.500 

euros, quedando al final del mismo mes de diciembre 2008, fecha de cierre del ejercicio, algo más 

de 5.300. Se considera por ello una irregularidad relevante al distorsionar de manera bastante la 

comprensión adecuada de la situación económico patrimonial de la sociedad en detrimento de la 

confianza de terceros al existir una importante diferencia entre la situación de la contabilidad y la 

real” “[…] calificó el concurso como culpable en aplicación de la Ley Concursal por la salida 

fraudulenta del patrimonio de la sociedad del dinero de las remuneraciones percibidas por Pepito 

Pérez durante los ejercicios 2008 a 2011, las cuales serían indebidas al no demostrarse que 

respondan a una relación laboral de contenido verdaderamente diferenciado del cargo de 

administrador societario que, según la Ley en relación con el silencio de los estatutos, seria 

gratuito, y cuya normativa no podría burlarse, todo ello conforme a la jurisprudencia en esta 

materia (Sentencia civil No. 14 del 2015, sección 4, Tribunal AP - A Coruña)” 

 

“Así́ podemos decir que por “irregularidad contable” se entiende cualquier incumplimiento 

intencionado, por acción u omisión, de los principios y normas de contabilidad generalmente 

aceptados, siempre que sea de tal entidad o importancia que por su consecuencia se altere la imagen 
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de la situación patrimonial o financiera de la sociedad que ofrece la contabilidad (Audiencia 

provincial de Pontevedra, Sentencia civil No. 277 de 2015)” 

 

“Las Sentencias de la Audiencia Provincial de Baleares de 21 de abril de 2010 y 20 de diciembre 

de 2013 (Sección 5), la asimilan a la “situación en la que cualquier operador económico que se 

aproximase a la mercantil apelante se vería impedido de hacerse una idea correcta de la situación 

patrimonial y financiera de la empresa, para lo cual también será́ importante ponderar los importes 

a los que afecte, pues si se trata de cantidades despreciables no pueden merecer el calificativo de 

<relevante> y que al exigirse por la Ley Concursal que merezca el calificativo de <relevante> se 

dispone un plus que supone alguna gravedad, carente de justificación y que afecte directamente a 

las finalidades de claridad, rigor y precisión que derivan de las normas de contabilidad es decir, 

que la irregularidad, lo que supone grave o sustancial, con repercusión económica”. Quizás todo 

lo que los Jueces razonan en los anteriores ejemplos, es ajustado a Derecho. Pero dudamos, que 

dichos jueces estudien propiamente las irregularidades relevantes de la contabilidad bajo NIIF con 

rigor.  

 

Dentro de los casos colombianos, bajo decreto 2649/93 en transición, adopción e implementación 

de las NIIF´s, tenemos los siguientes ejemplos, si en Colombia una empresa pyme que implementa 

las NIIF, aplica un modelo aplicado internacionalmente respecto del rubro de inventarios, y en esta 

política hay una ausencia de contabilización, entonces habría un incumplimiento de una obligación 

impuesta por la legislación comercial colombiana. Lo que conlleva a que la consecuencia de esa 

omisión es significativa, pues supone que se carezca del detalle para poder verificar un seguimiento 

adecuado de la relación de las existencias de la sociedad, de sus entradas y salidas, lo cual 

interviene en la posibilidad de comprobar si la contabilidad refleja la información financiera fiel y 

trasparente de la entidad. La aplicación de la contabilización de partidas con signo contrario no 

solamente es aprovechada en las empresas internacionales, también son aplicadas en muchas 

empresas colombianas con el fin de que las cuentas de pasivo figuren con saldo deudor al cierre 

del ejercicio contable, utilizar signos contrarios a la naturaleza de las cuentas, crean saldos en las 

partidas que no resulta honesto, ni relevante a la realidad, pues un ejemplo seria la diferencia 

contable entre la deuda reflejada con las entidades financieras y el valor que aparece en la cuenta 

al cierre del ejercicio, siendo diferente el valor y no reflejando la realidad. Dicha diferencia se 
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toma como un dato que pueda estimarse relevante en la entidad, pero si hablamos de grandes 

empresas que aplican las NIIF plenas, resultaría irrelevante la aplicación de esta política y contrario 

a la apreciación que pueda tener el juez, lo que no sucede con las empresas pymes. Otro caso es el 

uso irregular de la caja, dicho rubro no ha sido utilizado para la finalidad que le es propia, la cual 

sería conocer la disponibilidad de liquidez en la entidad. Es claro que la práctica de asientos de 

sobrepagos, pluralidad de transferencias bancarias y cobros que no tienen nada que ver con este 

concepto, dificulta la transparencia contable de la entidad, y conlleva a realizar un seguimiento 

contable de las transacciones efectuadas con el fin de mostrar saldos negativos en caja, que 

muestran prueba de la irregularidad que se efectúa por terceros generando pérdidas por hechos 

habituales en la gestión de la empresa, ocasionando de modo razonable que las causas que 

originaron la base imponible negativa hayan desaparecido y no resulta previsible su recuperación 

futura con generación de beneficios en ejercicios posteriores con los que se pueda compensar. Otra 

deficiencia de caja es los saldos con clientes, las cuentas de clientes contra caja, sin variación 

alguna, a cero. Pretende justificar al empresario que las ventas se realizaban al contado, resultando 

imposible, por ser un hecho contrario a los usos mercantiles, por no cuadrar con políticas de pago 

que utiliza la empresa como lo es el pago con tarjeta de crédito, siendo un hecho notorio irregular 

en la entidad. Una de las irregularidades más vistas en la contabilidad colombiana es la falta de 

correspondencia y la sub-secuencia en los asientos contables, o en la expedición aleatoria de las 

facturas de ventas, la ausencia de algunos asientos y la falta de relación entre el orden de los 

mismos y su numeración. Tratándose de un procedimiento absurdo, contrario a las disposiciones 

del código de comercio y que además abre el camino para facilitar manipulaciones y alteraciones 

de la contabilidad. Ese tipo de prácticas vician la fiabilidad de la contabilidad del empresario y por 

lo tanto se trata de una prueba relevante para el juicio de irregularidad en la entidad. 

 

Otra ejemplo claro, es las inconsistencias encontradas por la contraloría entre los balances 

presentados por la compañía Adpostal y lo que realmente sucedió en el ejercicio contable anual. 

Las irregularidades contables fueron detectadas por el organismo fiscalizador mediante una 

auditoría practicada sobre los estados financieros que Adpostal le presentó a la asamblea y una de 

las primeras conclusiones de ese examen contable se refiere a las cuentas por cobrar de la empresa 

oficial de correo, según el balance, a la empresa le adeudan 1.791 millones de pesos y, para la 

Contraloría, la cifra es de 2.062 millones, una diferencia de 271 millones. Adicionalmente, la 
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auditoría financiera estableció que no existe una evidencia adecuada de los activos fijos con que 

cuenta la entidad y no mantiene un inventario físico actualizado, los saldos en el balance general 

presentan diferencias con los informes de almacén y los libros auxiliares. En la regional de Bogotá, 

por ejemplo, se descubrió que no están registrados en el balance activos de operación postal 

avaluados en cerca de 329 millones de pesos. Otra de las conclusiones, es que ningún acto de la 

junta directiva justifica la disminución del capital que se hizo en febrero de 1989. La variación del 

capital fue de 228 millones de pesos. En cuanto al pasivo, la Contraloría estima que está 

sobredimensionado en 919 millones debido a que la entidad registró reservas de apropiación para 

obligaciones contraídas por la compra de bienes y servicios que aún no se habían recibido. Dichas 

irregularidades consistirían en la sobrevaloración de ingresos y de determinadas cuentas por 

cobrar, así como la subvaloración de cuentas por pagar. Concluyendo que dicha valoración bajo 

NIIF reflejan la situación real de la entidad en sus estados financieros, pudiendo resaltar que no 

existe un adecuado control interno, que los libros, registros, soportes y archivos de información de 

Adpostal no son confiables y no representan fielmente la información financiera, pero habría que 

revisar si la subvaloración o sobrevaloración de dichos ingresos no ocurrieron y su finalidad era 

disminuir impuestos, aparentar fortalecimiento financiero para atraer nuevos inversionistas, 

adquirir préstamos o ganar licitaciones, y en caso de adjudicar la empresa lograr que el comprador 

pague un mejor precio al mostrar una mayor rentabilidad, entre otros.  

 

Las NIIF son tan amplias en su estudio que el juez podría valorar otro aspecto respecto a la 

sobrevaloración de ingresos como lo es la posible creación de facturas para clientes reales o falsos 

que nunca son entregadas y la mercancía nunca sale de las bodegas o pasan a otras áreas de la 

entidad. De igual manera, se recurre a realizar facturas para clientes reales alterando las cantidades 

o precios, se registran ingresos anticipados que deberían ser reconocidos en varios períodos o se 

reconocen ingresos que corresponden a operaciones en las que no se han trasferido los derechos y 

riesgos de propiedad. En otros casos no se registran los descuentos o devoluciones o los llevan 

como gasto en vez de disminuir las ventas. Caso contrario, respecto a la subvaloración de ingresos 

abría que examinar si ocultan algunos de sus ingresos en general para la disminución de la base de 

impuestos o el no pago de estos. En ocasiones también utilizan la sobrevaloración de los gastos, 

que se da al registrar gastos inexistentes, tales como pago de honorarios a personal ficticio, el 

registro de facturas de compras ficticias o con proveedores ficticios, entre otros. En general 
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consiste en disminuir la base para el pago del impuesto. La norma internacional también puede 

llegar a mostrarle al juez que la empresa buscaba era una mejor liquidez, recurriendo a ocultar 

pasivos o gastos, dejándolos de registrar o postergando el registro para otros períodos contables. 

Esta práctica se puede presentar en los casos en que algunos gastos son capitalizados sin que la 

norma lo permita en vez de llevarlos a resultados, o por el contrario, se dejan de capitalizar gastos 

y se cargan a resultados buscando mostrar una menor base para el cálculo de impuestos. Lo que le 

permite a la administración adoptar las medidas necesarias para: efectuar las investigaciones 

contables, financieras y legales correspondientes, y evaluar la pertinencia de iniciar acciones 

legales que se pueden derivar de los hechos descritos, es claro que el efecto financiero descrito 

corresponde a la mejor estimación a que se ha podido llegar con la información disponible, por 

parte del juez, creando que este no estime una variación relevante de ella en el futuro. Esta es una 

práctica recurrente relacionada con cambios en las prácticas contables sin razón alguna, pero que 

en el fondo busca obtener beneficios en los resultados ya sea aumentándolos o disminuyéndolos.  

 

Según la normatividad internacional, los cambios en políticas contables deben darse solo cuando 

una norma legal así lo exija o cuando el cambio permita que los estados financieros reflejen y den 

información más fiable y relevante, revelando las razones del cambio. Por otro lado, los Principios 

de Contabilidad Generalmente Aceptados en Colombia son definidos por el artículo 68 de la Ley 

43 de 1990 como el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar 

e informar contablemente sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas; estos 

también se ven afectados y vulnerados por los fraudes, porque muchas veces se aplican de forma 

inadecuada con previo conocimiento de la administración, tal es el caso de registrar hechos 

inexistentes, dejar de registrar transacciones o en otros casos, manipular el origen de una 

operación. El hecho de dejar de revelar información o hacerlo de forma incorrecta y de manera 

intencional, también es fraude. No revelar cambios en la políticas contables y estimaciones, 

transacciones con partes relacionadas, pasivos contingentes, hacer una mala clasificación de los 

activos en corrientes y no corrientes, son solo algunos de los muchos ejemplos de fraude por 

revelaciones incorrectas.  
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4.8. Soluciones a las dificultades que afrontan los jueces colombianos al momento de 

valorar la prueba contable bajo NIIF 

 

Colombia se encuentra en la tendencia de la negociación internacional, de la implementación 

preponderante de políticas de globalización como lo es el caso de las normas internacionales de 

información financiera. Definitivamente es importante y vital que las leyes que se expidan en el 

futuro garanticen que el sector industrial, comercial y económico del país se encuentre a la par de 

las nuevas exigencias, que estén preparados los comerciantes para los procesos de apertura y 

globalización. 

 

Es por medio de una labor valorativa probatoria que se garantiza una sentencia ajustada a derecho, 

a la realidad material de lo ocurrido y que permita la administración adecuada de justicia. Es decir 

debe buscar pruebas conducentes, pertinentes y útiles que se encuentren conforme al tema de 

prueba y que expresen con claridad la realidad de los hechos. Es el juez quien debe apreciar el 

valor de los medios, realizar un estudio individualizado y en forma posterior en conjunto, 

evidenciar las etapas de la percepción y representación sacando la conclusión final, un análisis 

racional fundado en la libre apreciación de la prueba, establecido en la razón, la lógica y la sana 

crítica, para obtener como producto una sentencia en armonía con la verdad y la aplicación de 

justicia.  

 

Las sentencias no pueden ser barreras para el cumplimiento de la ley. Un fallo que atente contra el 

derecho probatorio va en contravía de la esencia del derecho procesal, y de las garantías sustantivas 

y del orden jurídico. A pesar de ello se siguen presentando vulneraciones que desvían el objeto 

para la cual fueron creadas y promueven la transgresión de principios y normas de índole 

comercial. 

 

En materia procesal se busca que el proceso sea más ágil, efectivo y contundente, que sea un medio 

de descongestión y que se suprima la impunidad. En materia de pruebas será esencial la aplicación 

del principio de inmediatez y de concentración, que el juez esté en plena interacción con los medios 

de prueba, y que pueda desde el inicio del proceso y durante su desarrollo tener contacto directo 
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con la prueba excluyendo el contacto tardío que se tiene en la actualidad pues únicamente el juez 

se conecta con la actividad judicial al momento del fallo, ignorando que las decisiones judiciales 

no pueden ser improvisadas y, mucho menos, reflejo de análisis breves y lacónicos. Es decir se 

busca la generación de una economía procesal y garantía del cumplimiento del derecho. 

Adicionalmente, juega con mecanismos ficticios para la defraudación de intereses y el abuso del 

derecho. Esos eventos no son convenientes para la economía, no son aceptables para la sociedad, 

se debe exigir, en forma constante y permanente, el cumplimiento de la ley en forma real.  

 

Frente a este régimen probatorio comercial podemos hablar de las siguientes situaciones, la factura 

venta de activos fijos, prueba el hecho del asiento (venta –ingreso), pero no necesariamente la 

verdad de lo que representa. Tampoco se refiere a la contabilidad bajo NIIF como elemento 

presuntivo, sino evaluada con decreto 2649/93, entonces el juez en este caso podrá llegar al hecho 

de probar solo bajo decreto 2649/93. Otro ejemplo es la escritura pública prueba el hecho del 

otorgamiento, pero no la veracidad intrínseca de las declaraciones. Se necesita el paso de ese 

asiento al convencimiento de la certeza del hecho que refleja y este se obtiene conforme a las 

máximas de la experiencia, junto con una valoración racional que aprecia el medio probatorio, 

teniendo en cuentas sus propias garantías por ejemplo la verificación contable.  

 

Esto deduce que el juez a valorar libremente las pruebas, y en su conjunto los libros y la 

contabilidad internacional, deberán producir “per se”, es decir una fe que la jurisprudencia ha 

anunciado. De esta manera se presentan algunas circunstancias que se deben tener en cuenta en la 

contabilidad bajo NIIF como elemento de convencimiento, sin dejar de expresar que es la afluencia 

lo que hace que se maneje un tratamiento contable diferente con un particular valor probatorio: 

 

i. Como el valor probatorio se halla en función del medio88 y también de la naturaleza de 

la información, se ha de distinguir entre medios idóneos para aportar el 

convencimiento89 y medios que no lo son en principio, hojas sueltas., también se tiene 

que tener en cuenta que la documentación contable constituye un documento complejo 
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 Es decir, de su aptitud para reflejar con fidelidad el contenido, en atención al material o a su autor. 

89
 En atención a su estado, fijación, antigüedad, legalización “a priori” o “a posteriori” verificación efectuada o no. 
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y de segundo grado en el que está inherente una pluralidad de documentaciones, es 

decir, que resulta de la integración de varios libros y de éstos con los soportes para su 

justificación. De hecho resulta claro para el juez, como producto de la propia técnica 

contable que muestra una sistemática interrelación de los asientos. En cuanto a los 

libros, así como los que no están legalizados, su valor probatorio se apreciará en 

relación con las circunstancias que anteceden y las que siguen porque la naturaleza de 

la información se tendrá en cuenta por el valor jurídico del asiento, según sea el caso, 

y la aptitud de éste para representar o indicar el hecho necesitado de prueba. 

ii. Los elementos contables en cuanto a los documentos debe de ser tenidos en cuenta por 

el juez al calificar la idoneidad del medio, como también el tiempo transcurrido desde 

el registro y por la exigencia legal de la conservación.  

iii. La generalidad del criterio contable aplicado a los asientos, o registros hacen prueba 

contra el que los ha escrito en todo aquello que conste con claridad; pero el que quiera 

beneficiarse de ellos tendrá que aceptarlos en la parte que le perjudiquen también. 

iv. Se debe de tener en cuenta que el objeto de la prueba es directamente el asiento. 

Entonces, es claro que la contabilidad constituye prueba. 

v. Los libros son eficaces en el sentido de prueba positiva - declarativa, no constitutiva- 

pero no negativa dado que no prueban la inexistencia de operaciones no registradas.  

vi. Cada elemento como el libro Diario, Inventario, mayor y balance, prueba su fin 

específico, aunque en mi opinión la mayor fuerza probatoria radica en el libro Diario 

por la inmediación del asiento con la realización de la operación. Dado que reconoce 

la eficacia a un elemento, a determinados fines y muchas veces no a otros. 

vii. Debe de tenerse en cuenta la organización contable y la calidad del profesional. No hay 

duda de que la mayor o menor complejidad administrativa, la relación asiento-

justificante o la existencia de controles contables serán elementos que coadyuvan a 

resaltar el valor probatorio.  
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viii. Se debe valorar adecuadamente la carga que pesa sobre la otra parte90 de llevar la 

contabilidad, si no la presenta o pone de manifiesto. A tal fin, a falta de proposición de 

la parte adversa puede resultar de interés que el Juez acordara la práctica de la prueba. 

En este punto, conviene no olvidar que las relaciones mercantiles son frecuentemente 

relaciones perdurables que requieren en su ejecución la buena fe y que ésta es también 

principio inspirador del proceso.  

ix. El Juez debe basarse en que la contabilidad es única y correcta, si los asientos son 

verosímiles, es decir, que no resultan indicios en contra de ellos mismos. 

x. La contabilidad bajo NIIF constituye un medio de prueba, como la prueba sobre los 

libros de los comerciantes (prueba documental) y sobre la que se puede realizar prueba 

pericial, con emisión de dictamen de peritos. 

 

Ahora bien, la prueba pericial contable tiene su fundamento en la necesidad de contar con un 

dictamen de perito que aporte los conocimientos técnicos o prácticos necesarios al juez para que 

este valore hechos o circunstancias relevantes en un caso concreto o adquiera certeza sobre ellos. 

Puede aportarse al proceso inicialmente por las partes o ser realizado durante el proceso por perito 

designado judicialmente. Los dictámenes periciales serán valorados por el juez según las reglas de 

la sana crítica. 

 

Los libros de comercio hacen fe en los procesos entre comerciantes, siempre que estén llevados en 

forma legal. En los demás casos, solamente harán fe contra el comerciante que los lleva. Si en los 

procesos entre comerciantes los libros de una de las partes no son llevados legalmente, se residirá 

a los de la contraparte, siempre que cumplan los requisitos legales, salvo prueba en contrario. En 

los demás casos, si los libros de ambas partes estuvieren en desacuerdo, el juez resolverá según el 

mérito que proporcionen las otras pruebas. Al comerciante no se le aceptará prueba que desvirtué 

lo que resultare de sus libros. Cuando existan diferencias entre dos comerciantes que llevan 

contabilidad, esta puede constituir prueba para una u otra, atendiendo las reglas contempladas por 

el código de comercio, entre algunas están, Si los libros de una de las partes no están ajustados a 
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 En el caso de litigio entre empresarios. 

http://www.gerencie.com/la-importancia-de-la-prueba.html
http://www.gerencie.com/contabilidad.html
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la ley, se decidirá conforme a los de la contraparte que los lleve debidamente, si aquella no aduce 

plena prueba que destruya o desvirtúe el contenido de tales libros, […] 91 como también si una 

parte lleva los libros ajustados a la ley y la otra no lleva contabilidad o no la presenta, se decidirá 

conforme a los de aquella, sin admitir prueba en contrario.  

 

El valor probatorio comercial frente a la contabilidad bajo NIIF es indivisible quien se acoja al 

valor de la contabilidad internacional, debe aceptar tanto lo que está a su favor como lo que está 

en su contra. No es posible aceptar como prueba una parte de la contabilidad, y la otra parte que 

no le conviene no aceptarla. Tanto los obligados a llevar contabilidad como lo que no están 

obligados deben estar registrados en la cámara de comercio, soportes de comprobantes de egresos, 

como ingresos, reflejar completamente la situación de la empresa o persona natural comerciante, 

No haber sido desvirtuados por medios probatorios, No llevar Doble contabilidad, deben cumplir 

lo anterior para que constituya prueba. Esto debido a que en la contabilidad se deben registrar los 

hechos económicos, y estos hechos económicos deben estar debidamente soportados por 

comprobantes. 

 

Los problemas en cuanto a la confesión y la declaración libre son de distinto peso a la hora de 

valorarlos como medio de prueba en la contabilidad bajo NIIF. El primero es superable si se tiene 

en cuenta que la confesión puede derivarse de una obligación, “como es el caso de los inventarios 

o rendición de cuentas de los administradores de la empresa o si ocurre en cumplimiento de una 

sentencia judicial” o de un deber legal, en cambio, la segunda, está claro que no todas las 

declaraciones son libres, se halla en función de la naturaleza de la confesión: si se la configura 

como una declaración libre y ésta “ aparte de contener una voluntad (declarada) y de suponer una 

voluntad de declaración, implica una voluntad de comunicación al destinatario” perfeccionándose 

por la llegada al mismo, ello no se da en los asientos contables. 

 

La configuración del asiento como declaración de ciencia y no de voluntad no carece de 

consecuencias jurídicas, aunque éstas no hayan sido elaboradas unitariamente en nuestra doctrina. 

Aun así, conviene destacar entre las más importantes: que los efectos jurídicos se producen 
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 Análisis comparado de las NIIF para pymes específicas de consolidación de los estados financieros sección 14 inversiones en asociadas y sección 15 

negocios conjuntos con las NIIF-NIC plenas y los PCGA colombianos. Tesis para optar el título de contadora publica, Daniela Ortiz Gutiérrez, UNAB, 2011. 
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independientemente de la voluntad del empresario, bastando la conducta y el resultado de hecho -

por la conexión que hemos visto entre declaración y documento- para su elaboración; que el asiento 

no se disuelve, sino que se modifica, mientras que los vicios de la voluntad –dolo- son 

reconducibles a la problemática del error de hecho, es decir, a la falta de verdad del hecho 

registrado respecto del hecho real; y, en fin, que el valor probatorio como confesión considera un 

hecho sujeto a la apreciación de los Jueces según las reglas establecidas sobre la prueba. 

 

En ocasiones, el registro contable tiene un valor que se deriva del medio en que se efectúa (cuentas 

de ahorros), de la obligación contractual asumida (pólizas de aseguramiento bancario) o de la 

relación en que se produce (transferencia bancaria; depósito de acciones.). Dado que esto hace que 

el valor del asiento es independiente y distinguible del que se deriva de su notificación o de su 

reconocimiento expreso. El valor jurídico del asiento no siempre es el mismo, cabiendo hablar de 

una eficacia normal, de una eficacia específica, de una eficacia anormal cuando es irregular, y en 

fin de una adición de efectos en los casos en que da lugar al nacimiento de responsabilidades y 

sanciones civiles y/o comerciales. 

 

4.9.Estimación bajo NIIF que debe tener en cuenta el juez ante un caso de apropiación 

indebida o malversación de activos  

 

La malversación de activos consiste en el robo o utilización inadecuada de los activos de la 

empresa sin autorización, es decir que la persona encargada de protegerlos los utiliza de forma 

inadecuada con el fin de lucrarse con los recursos de la compañía. Una de estas práctica es el 

jineteo que consiste en que una persona se dedica a alterar los pagos cubriendo las cuentas por 

cobrar de un cliente con el dinero de otro, de esta manera, cuando un cliente paga, este pago no se 

registra sino hasta cuando reciba otro pago, y mientras tanto la persona hace uso de este dinero 

para beneficio propio tomándolo prestado temporalmente y sin autorización. Este fraude se 

presenta por la falta de controles tales como la segregación de funciones entre quien recibe el 

dinero y quien realiza el registro contable, la falta de políticas de consignación del dinero de 

manera oportuna en el banco, no contar con recibos pre-numerados, entre otros. De igual manera, 

está el desfalco que tiene que ver con valores y fondos que se han entregado a una o varias personas 
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para que los custodien y/o administren, pero estos se apropian de manera indebida de ellos. Por 

otro lado, también se habla de fraude en la nómina en los que, por ejemplo, se manipulan las horas 

trabajadas y el tipo de trabajo desarrollado, se efectúan pagos de nómina a empleados inexistentes, 

se incluye información falsa en las hojas de vida, fraude con viáticos, entre otros. La firma Ernst 

& Young, manifiesta que otras de las prácticas fraudulentas que se usan para malversar activos 

son: Efectivo robado acompañado con documentos falsos que ocultan dicho fraude y alteración o 

robo de cheques Adicionalmente, en una encuesta realizada por la Price Water House Coopers, 

“Encuesta Global sobre delitos económicos 2009 en América Latina”, la malversación de activos 

ha sido y sigue siendo el delito más frecuente en las organizaciones. En América Latina, el anterior 

delito abarcó un 76% del total de los delitos reportados por las empresas que admitieron haber sido 

víctimas de fraude. Sumado a esto, este estudio reveló también que el fraude contable, el soborno 

y corrupción, el robo de datos, el lavado de dinero, el comercio interno ilegal, el espionaje, el 

fraude impositivo, son otros tipos de fraudes que de igual manera afectan a las empresas a nivel 

mundial. La corrupción puede presentase al momento de utilizar indebidamente las influencias con 

la finalidad de beneficiarse a sí mismo o a una persona externa, sin tener en cuenta su 

responsabilidad o el bienestar de la empresa. En estos tipos de fraude se incluyen los relacionados 

con sobornos en los que determinada persona corrompe a otra con cierta cantidad de dinero, 

detalles o algún favor con el fin de conseguir algo de esa persona, que generalmente es algo ilegal 

o inmoral. Un ejemplo de este fraude es cuando se soborna a un inspector para que la investigación 

no arroje resultados negativos. De igual manera, dentro de este tipo de fraudes se presenta la 

licitación colusoria cuando, por ejemplo, un empresario da una cantidad de dinero a un funcionario 

público con el fin de que éste le favorezca en una licitación. También se incluyen en este tipo de 

prácticas las gratificaciones ilícitas y los conflictos de intereses. Uno de los casos encontrados en 

esta investigación, se presenta cuando la persona de compras aprovecha su posición, para 

beneficiar a su familia o así mismo sin tener en cuenta otros proveedores con cotizaciones más 

favorables.  

 

4.10. Valoración de la prueba frente a la contabilidad creativa  

 

Es muy importante que el juez valore de forma correcta en caso de encontrarse con una 

contabilidad creativa, en muchos de los casos expuestos en los anteriores numerales, se pueden 
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identificar características comunes asociadas a contabilidad creativa, la cual puede llegar a ser 

entendida como manipulación contable. La contabilidad creativa se refiere a la intervención en el 

proceso de elaboración de la información financiera y contable, con el único propósito de obtener 

algún beneficio propio. La contabilidad creativa es una práctica negativa, pues es el proceso que 

busca aprovecharse de los vacíos o confusiones de la norma para preparar los estados financieros 

a conveniencia, haciendo uso principalmente de la subjetividad de quien los prepara y recurriendo 

a las diferentes prácticas de valoración y contabilización que la norma ofrece, para transformar los 

estados financieros de lo que deben ser a lo que, quienes los preparan, prefieren que sean. Es una 

práctica que distorsiona la veracidad de la información y desvirtúa los verdaderos resultados de la 

sociedad. La contabilidad creativa puede ser utilizada no solo para manipular o maquillar los 

estados financieros sino que va más allá, debido a que se recurre a ella para modificar indicadores 

financieros. A pesar de que la contabilidad creativa para muchos autores no es considerada como 

fraude puesto que no está violando ninguna norma, es un paradigma entre lo legal y lo ético, es en 

este momento donde se pone en tela de juicio la ética del contador y del administrador que preparan 

y aprueban los estados financieros haciendo uso de estas prácticas. 

 

4.11. Criterios que debe tener en cuenta el juez para valorar la prueba contable bajo 

NIIF’s  

 

La contabilidad basada en los estándares internacionales de información financiera, el juez al 

valorarla como prueba debe tener en cuenta los siguientes criterios:  

 

1) La jerarquía de las NIIF deja en un segundo nivel el marco conceptual, aunque la esencia 

de éste último corresponde a un pronunciamiento de orden técnico contable, estructurado 

con noción de norma fundamental. Esta premisa quebranta el principio del ordenamiento 

jurídico colombiano, donde las normas aplican de lo general a lo particular y aunque 

preexistiesen normas especiales que regulan un tema específico, no debe contravenir el 

marco general de actuación.  
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2) Las NIIF son emitidas por un organismo privado (IASB) mientras que la regulación 

contable en nuestro país está basada en un esquema de regulación pública, además de estar 

ajustada a la Ley Comercial. Este criterio implica tener en cuenta:  

 

▪ La actualización de los documentos colombianos relacionados con Contabilidad, 

información financiera y aseguramiento de la información; así como la modificación del 

Estatuto Tributario que aparte de legislar con fines fiscales, introduce en muchos de sus 

artículos, efectos contables con carácter mercantil.  

 

▪ Fomentar la cultura de cambio hacia en los entes supervisores (Superintendencias, DIAN, 

Banco República) de tal manera que su enfoque se circunscriba al proceso de supervisión 

y control, y se delegue el poder regulatorio a una sola categoría, tal como lo prevé la Ley 

1314 de 2009. Esto sin perjuicio de las normas especiales que pudiesen ser emitidas por 

los entes gubernamentales pero, tal y como lo explicita la citada Ley, dentro del contexto 

de las leyes superiores. 

 

3) Cumplir el propósito del marco conceptual de las NIIF que se orienta a los EEFF de carácter 

general, se debe olvidar el paradigma EEFF consolidados versus individuales. Este punto 

que se debe tocar jurídicamente y el cual deberá trabajar el CTCP92 en armonía con los 

demás actores del gobierno nacional.  

 

4) Uno de los principios rectores del marco conceptual, es aplicar la esencia sobre la forma, 

y aunque en Colombia también existe este principio, su expresión posibilita que se 

desvirtúe, aspecto que aprovechan los entes gubernamentales para prevenir.  

 

5) Dentro de las entidades del primer nivel se encuentran algunas entidades del sector 

cooperativo cuyo patrimonio está representado fundamentalmente por los aportes de sus 

asociados. Lo anterior debe ser objeto de un cuidadoso análisis por parte de juez, por el 
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efecto que tendrían estas entidades si utilizan el ámbito mercantil, sobre las cuales se tiene 

contemplado la aplicación full de las NIIF.  

 

6) Reglamentar el alcance del Art. 4º de la Ley 1314 de 2009, en relación con la independencia 

y autonomía de las normas tributarias frente a las de contabilidad e información financiera, 

de tal manera que lo fiscal de ninguna manera pueda suponer efectos contables, como 

aplica hoy en muchos temas. Lo anterior nos lleva a un nuevo enfoque de la DIAN, de tal 

manera que NO obligue a las entidades a mantener en sus EEFF registros no definidos por 

la contabilidad mercantil, aduciendo mecanismos de prueba.  

 

7) Establecer un punto de encuentro entre el análisis de los Comités: Financiero y Real, con 

el Comité Jurídico por los efectos que pueden tener las declaraciones de impuestos como 

consecuencia de la aplicación retrospectiva para la corrección de errores y en aquellos 

apartados en que lo tributario se basa en lo mercantil, por NO contar con una legislación 

propia. Esta debe ser una tarea ineludible por parte del CTCP y del juez. 

  

8) Finalmente, y no menos importante, se debe promover TODA la relación normativa 

vigente que abarque tanto el componente contable mercantil, e internacional como el marco 

normativo fiscal, que suponemos debe ser una tarea conjunta a desarrollar para el juez. 

 

4.11.1. Jerarquía de las NIIF que debe tener en cuenta los jueces para su aplicación 

 

 

 

 

                                             

Ilustración No. 1 - Escalas de las NIIF´S 

 

 

 MARCO CONCEPTUAL 

 

NIC-NIIF 

 

Pronunciamientos de Otros Organismos 
 

 



  97 

 

El Marco conceptual no es una NIIF y por tanto no define reglas para ningún tipo particular de 

medida o presentación. Tampoco tiene poder derogatorio sobre ninguna NIIF-NIC. En caso de 

conflicto entre el marco conceptual y una NIIF específica prevalecerá esta última. Adicionalmente, 

si algo no estuviese contemplado en una NIIF específica, ni tampoco lo aborda el marco 

conceptual, la entidad que aplique estándares internacionales puede considerar pronunciamientos 

de otros organismos emisores de normas, por ejemplo el Financial Accounting Standars Board 

(FASB). 

 

4.11.2. Orden de aplicación de las normas comerciales en Colombia que debe tener en 

cuenta el juez 

 

  

 

 

 

  

 

Ilustración No. 2 - Jerarquía de las normas comerciales 

 

Los comerciantes y los asuntos mercantiles se regirán por las disposiciones de la ley comercial, y 

los casos no regulados expresamente en ella serán decididos por analogía de sus normas.93 (L. 

57/887, art. 5; L. 153/887, art. 8). La contabilidad registra actos mercantiles, es evidente que su 

ordenamiento jurídico se inicia desde la Ley Comercial y en consecuencia debería aplicarle lo 

dispuesto en el Art.1 del Código de Comercio Colombiano. De otra parte el Decreto 2649 de 1993 

define el Marco Conceptual en su Art.1 “El marco conceptual comprende un conjunto de conceptos 

básicos y de REGLAS que deben ser observados al registrar e informar contablemente sobre los 

asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas.”  

 

                                                                 
93

 Art. 1 Código de Comercio Colombiano. 

 

2. Ley Civil 

 

 

3. La costumbre 

 

 

4. Doctrina y Jurisprudencia 

 

 

1. Ley Comercial 
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El Art. 136 del Decreto 2649/93 plantea que los PCGA priman y deben aplicarse por encima de 

cualquier otra norma, pero lamentablemente el último párrafo del citado artículo concibe la 

posibilidad de desvirtuarlo simplemente con reflejarlo en cuentas de orden. “Art. 136. Criterios 

para resolver los conflictos de normas. Sin perjuicio de lo dispuesto por normas superiores, 

tratándose del reconocimiento y revelación de hechos económicos, los principios de contabilidad 

generalmente aceptados priman y deben aplicarse por encima de cualquier otra norma. Sin 

embargo, deben revelarse las discrepancias entre unas y otras. Cuando se utilice una base 

comprensiva de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados, 

estos se aplicaran en forma supletiva en lo pertinente. Cuando normas distintas e incompatibles 

con los principios de contabilidad generalmente aceptados exijan el registro contable de ciertos 

hechos, estos se harán en cuentas de orden fiscales o de control, según corresponda. Para fines 

fiscales, cuando se presente incompatibilidad entre las presentes disposiciones y las de carácter 

tributario prevalecerán estas últimas”.  

 

El Art. 137 aclara el alcance de las facultades reguladoras en materia de Contabilidad sobre todo 

por las autoridades de Supervisión que se reitera en el numeral 2 del Art. 10 de la Ley 1314 de 

2009, que la práctica muestra que no se cumple ni por las Autoridades de Supervisión ni por la 

DIAN. “Art. 137. Ejercicio de las facultades reguladoras en materia de Contabilidad: Salvo lo 

dispuesto en normas superiores, el ejercicio de facultades en virtud de las cuales otras autoridades 

distintas del Presidente de la República pueden dictar normas especiales para regular la 

contabilidad de ciertos entes, está subordinado a las disposiciones contenidas en el título primero 

y en el capítulo I del título segundo de este Decreto. En consecuencia, lo dispuesto en los artículos 

61 a 136 del presente Decreto se aplicará en forma subsidiaria respecto de las normas contables 

especiales que dicten las autoridades competentes distintas del Presidente de la República.” 

 

Finalmente, el ordenamiento jurídico en Colombia según la Pirámide de Kelsen, deja en el último 

nivel de la Pirámide las resoluciones y circulares expedidas por los entes de Supervisión, pero en 

la práctica, pese a que en muchos casos, alguno de estos desvirtúan los preceptos fijados en 

Decretos y Leyes que están por encima según este orden jerárquico, siguen latentes sin que los 

usuarios de la información financiera pueda controvertirlos.  
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Todo este desconcierto normativo debemos considerarlo al momento en que el país esté preparado 

para la convergencia hacia NIIF, pues aunque dentro de la exposición de motivos de lo que hoy es 

la Ley 1314 de 2009, se planteaba esta limitante, se promulgó la Ley y todo parece seguir igual. 

Para nadie tampoco es un secreto que el sistema contable colombiano es híbrido entre los 

principios generalmente aceptados y una adopción parcial de los estándares internacionales, 

situación que hace incomprensibles y confusos, los estados financieros de las empresas. Ello sin 

contar que estos informes se limitan a ser presentados ante las diferentes Superintendencias y la 

DIAN, con los requisitos y criterios que cada una de ellas exige. Es decir, que estos estados 

financieros solo se elaboran bajo criterios tributarios y de vigilancia y control, por tanto, no están 

pensados para servir de herramientas eficaces y adecuadas en la toma de decisiones financieras. 

Lo que sí sucedería si se adoptaran las Normas Internacionales de Información Financiera.  

 

También vale la pena destacar que en Colombia no existe en cabeza de una sola entidad la 

responsabilidad de expedir normas contables para el sector privado, pues ha sido a través de 

entidades como la DIAN y las Superintendencias, que se ha venido regulando este tema a través 

de circulares y resoluciones de acuerdo con las dudas que surgen a diario. Se genera con ello no 

solo inseguridad jurídica, sino inseguridad contable.  

 

 

Ilustración No. 3 - Pirámide de Kelsen 
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Nuestra constitución política que encabeza la pirámide regula el tema de las fuentes del Derecho 

Fundamental a partir del Art. 1 que destaca la naturaleza del Estado Colombiano como un Estado 

Social de Derecho. Sigue en el orden jerárquico, la “Ley”, que de acuerdo con el Art. 230 de la 

C.N es la fuente principal y única del sistema normativo. El Art. 8 de dicha carta política, no deja 

dudas acerca de que es la Ley, la norma que en primer término debe aplicarse cuando el caso 

controvertido puede ser subsumido en ella. En nuestro particular caso, la Ley 1314 de 2009 y Ley 

222 de 1995, entre otras estarían dentro de esta connotación suprema. En el tercer nivel estarían 

los Decretos Reglamentarios, Legislativos y decretos Ley, sobre los cuales se ubicaría nuestro 

Decreto Reglamentario 2649 de 1993. Las ordenanzas y los acuerdos cuyo enfoque es más 

territorial no podrían contravenir o desvirtuar Decretos o Leyes de niveles anteriores. En el 

penúltimo nivel de la pirámide de Kelsen, se enmarca la sentencia que es una resolución judicial 

dictada por un juez o tribunal que pone fin a un juicio. A manera de ejemplo, nuestra Ley 43 de 

1990 contiene artículos que han sido declarados inexequibles por Sentencias. Finalmente en el 

último nivel de la pirámide de nuestro ordenamiento jurídico, estarían contempladas las Circulares 

y Resoluciones emitidas por los Entes Gubernamentales, en especial por las Autoridades de 

Supervisión, cuya alcance regulador es supletorio respecto de las Leyes y Decretos que encabezan 

esta jerarquía normativa de acuerdo con el Art. 137º del Decreto 2649 de 1993 y el numeral 2 del 

Art. 10º de la Ley 1314 de 2009.  

 

Quizás nuestro primer paso de reflexión es verificar de qué forma podremos alcanzar una base 

contable común, que sirva a todos por igual, que lleve al direccionamiento de principios generales 

con carácter orientador, tal y como ha sido siempre la finalidad del IASB, ya que existen en nuestro 

entorno local amplia evidencia documental, para sostener que nuestras autoridades de Supervisión 

no han logrado asimilar este ordenamiento jerárquico. Nuestra meta debe ser llegar a tener un solo 

Ente Regulador y Varios Supervisores. Estos últimos deben entender que al marco de la Ley 1314 

de 2009 los aspectos de contabilidad mercantil son de competencia absoluta del CTCP y sus 

normas especiales deberán estar siempre dentro del alcance de todo este ordenamiento jurídico y 

conceptual.  
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4.11.3. Tratamiento bajo DECRETO 2649/1993 vs NIIF’s 

 

ASPECTOS QUE ABARCA LA VALORACIÓN DE A PRUEBA CONTABLE 

 

Decreto 2649 de 1993 NIIF 

 

Está basada en normas o REGLAS94 que surgen de la Ley 

e instrucciones específicas emanadas de diversos entes 

gubernamentales.  

 

De acuerdo con el Art. 1 del Decreto 2649/93, el marco 

conceptual comprende un conjunto de conceptos básicos 

y de REGLAS que deben ser observados al registrar e 

informar contablemente sobre los asuntos y actividades 

de personas naturales o jurídicas.  

 

En resumen: Tiene un carácter Legal Obligatorio porque 

el 2649 de 1993 es una norma jurídica y estos principios 

encabezan el ordenamiento jurídico.  

 

El Ordenamiento jurídico en Colombia plantea que la 

contabilidad es un tema mercantil y se debe normar desde 

la Ley Comercial. Por eso con base en lo reglamentando 

en el Código de Comercio y la Ley 190 de 1995 (Estatuto 

Anticorrupción), se expidió el Decreto 2649 de 1993 “por 

el cual se reglamenta la contabilidad en Colombia y se 

expiden los principios o normas de contabilidad 

generalmente aceptados”. Las entidades que ejercen la 

inspección, vigilancia y control por parte del Estado, 

tienen facultades legales para emitir normas contables 

dentro del marco conceptual contenido en el mencionado 

decreto.  

 

Está basada en PRINCIPIOS95 y muy pocas reglas que 

son emitidas por un único Organismo Rector, 

Internacional Accounting Standards Board IASB 

conformado por más de 100 Países.  

 

Este organismo tiene como objetivos fundamentales: 

  

1. Formular y publicar normas de contabilidad para ser 

observadas en la presentación de estados financieros.  

2. Trabajar para mejorar y armonizar las regulaciones, 

normas de contabilidad y procedimientos relativos a la 

presentación de estados financieros.  

 

Este Marco Conceptual no es una Norma Internacional 

de contabilidad, y por tanto no define reglas para ningún 

tipo particular de medida o presentación.  

 

En resumen: Tiene un carácter Orientador más que 

Ordenador o legal, por cuanto corresponde a un 

pronunciamiento de orden Técnico (Contable) para el 

direccionamiento y fundamentación de las normas 

emitidas por el IASB96. 

 

El marco conceptual establece los conceptos que 

subyacen en la preparación y presentación de los EEFF 

para usuarios externos.  

                                                                 
94

 Regla: Lo que se debe obedecer o seguir por estar así establecido. Conjunto de instrucciones que indican cómo hacer algo o cómo comportarse. 

95
 Principio: Idea en que se apoya un razonamiento o doctrina. Idea o norma que orienta la manera de pensar o de obrar de una persona.  

96
 Estudio IRFS 2006 CTCP- Pág. 43 
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El Art. 136 del Decreto 2649/93 plantea que los 

Principios de Contabilidad de General Aceptación 

priman y deben aplicarse por encima de cualquier otra 

norma y el Art. 137 aclara el alcance de las facultades 

reguladoras en materia de Contabilidad sobre todo por las 

autoridades de Supervisión. Sin embargo en la práctica 

se observa que prevalecen las normas técnicas expedidas 

por estos entes gubernamentales.  

 

Su valor normativo está dado por propender a la 

armonización de regulaciones, normas contables y 

procedimientos asociados con la presentación de EEFF, 

mediante el suministro de bases para la reducción del 

número de tratamientos contables alternativos permitidos 

por las NIIF.  

 

 

 

 

Decreto 2649 de 1993 NIIF 

 

Nuestro decreto 2649/93 contempla estos preceptos, pero 

además incluye las normas básicas y técnicas que rigen 

la información financiera:  

 

1. Art.3 Objetivos de la información contable. 

2. Art.4 Cualidades de la información contable. 

3. Art.34-45; Elementos de los EEFF y Art. 47 

Reconocimiento de los hechos económicos.  

4. Art. 14 Mantenimiento del Patrimonio Tiene 

más sentido separar el Marco Conceptual del 

resto de Normas técnicas y básicas.  

 

 

 

1. El objetivo de la información financiera.  

2. Las características que determinan la utilidad 

de la información financiera.  

3. La definición, reconocimiento y medición de 

los elementos que constituyen los EEFF y,  

4. Conceptos de capital y mantenimiento de 

capital. 

 

En el proceso de convergencia hacia Estándares Internacionales, se han construido muchas 

ficciones en relación con los grandes cambios conceptuales que este proceso implica. Al expedirse 

en Colombia la Ley 1314 de 2009, “Por la cual se regulan los principios y normas de contabilidad 

e información financiera y de aseguramiento de información aceptados en Colombia, se señalan 

las autoridades competentes, el procedimiento para su expedición y se determinan las entidades 

responsables de vigilar su cumplimiento”. 
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Después de varios intentos fallidos en la norma97, se dio inicio al ciclo transicional el llamado 

famoso proceso de convergencia hacia estándares internacionales en Colombia. Resultando 

interesante estudiar los objetivos de dicha Ley, establecidos en su artículo 1, quienes resultan 

sugestivos al contenerse en los informes contables y, en particular, en los estados financieros, los 

cuales manifestamos a continuación: 

 

1) Intervenir la economía, mediante la limitación de la libertad económica. 

 

2) Expedir normas contables, de información financiera y de aseguramiento de la 

información, que conformen un sistema único y homogéneo de alta calidad, 

comprensible y de forzosa observancia. 

 

3) Brindar información financiera la cual debe ser: 

a. Comprensible 

b. Transparente y Comparable 

c. Pertinente y confiable 

d. Útil para la toma de decisiones por parte de: 

o El Estado 

o Propietarios 

o Funcionarios y empleados 

o Inversionistas actuales y potenciales 

o Otras partes interesadas (jueces) 

 

Como puede apreciarse, la Ley resalta el valor de la información financiera para los propósitos 

citados, y pronuncia visiblemente la necesidad de mejorar y valorar la calidad de la información 

financiera, para cumplir criterios y propósitos necesarios.  

 

                                                                 
97

 El primer intento reciente de convergencia o adopción a estándares internacionales de información financiera se dio en el art ículo 63 de la Ley 550 

de 1990; el segundo fue el Proyecto de Ley de Intervención Económica (año 2006), por medio de la cual se pretendían adoptar en Colombia los 

estándares internacionales de contabilidad, auditoría, contaduría y buen gobierno, se modificaba el Código de Comercio, la normatividad contable y se 

dictaban otras disposiciones relacionadas con la materia; este Proyecto no prosperó. 
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Pero lo anterior no significa que las normas sobre información financiera anteriores a la 

convergencia, tales como el Decreto 2649 de 1993 y las circulares emitidas por cada 

Superintendencia, no fueran lo suficientemente técnicas para lograr este propósito; más bien 

muestra que el prototipo de informes financieros de grandes entidades en Colombia no cumplían 

ni siquiera con esos marcos normativos presentados anteriormente. Es significativo exponer que 

si se confrontan las exigencias de los nuevos marcos normativos para la información financiera 

contra las obligaciones del Decreto 2649 de 1993, queda una incontrovertible y sustancial 

revelación: El decreto anterior era muy afín, a las nuevas exigencias. Principios como: la esencia 

sobre forma, la causación, la asociación, la realización y el deterioro del valor de los activos98, 

estaban presentes en la anterior normatividad99; pero poco a poco se fue dejando de utilizar, por la 

predilección de los preparadores de información financiera para aplicar los principios y reglas 

fiscales en los estados financieros.  

 

La aplicación de principios fiscales en los estados financieros indujo, con el tiempo, que este tipo 

de informes no demostraran la realidad financiera de los negocios, ni la realidad fiscal, pues 

algunos principios fiscales no están relacionados ni siquiera con el principio de la causación, sino 

que se fundamentan en el modelo de caja100, o en beneficios específicos para algunos tipos de 

contribuyentes.  

 

Entonces es claro que la Ley 1314/09 lo que pretende es darle un nuevo aire al proceso de 

preparación y presentación de estados financieros, dirigida a satisfacer las necesidades de los 

beneficiarios citados en el artículo 1, y ¿por qué no en la toma de decisiones y la aplicación de los 

jueces colombianos frente al ámbito valorativo contable bajo estándares internacionales?, gracias 

a la evolución del mercado, la globalización y el contexto colombiano en general, es clara la 

aplicación de este proceso valorativo, puesto que en ningún momento ha sido adaptada a los nuevos 

                                                                 
98

 Aunque no se denominaba deterioro, se encuentran requerimientos sobre diminución del valor de activos, cuando el valor neto realizable es menor 

al costo. Algunos casos se encuentran en los artículos 63 (inventarios) y 64 (propiedades, planta y equipo). 

99
 Decreto 2649 de 1993 

100
 Por ejemplo, el impuesto predial e industria y comercio, así como los aportes de seguridad social y parafiscales, los cuales son deducibles cuando se 

pagan, no cuando se causan. Además, algunos gastos que se presentan en la entidad no pueden disminuirse al calcular la renta gravable, lo cual genera 

también incompatibilidades entre un informe financiero y un informe fiscal. 
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requerimientos del país y sus relaciones comerciales, por lo que Colombia se fue quedando atrás 

con respecto a las dinámicas del mercado internacional. 

 

Lo que hemos encontrado a lo largo de esta investigación es que los métodos de valoración que 

son aplicados en Colombia por jueces respecto de la contabilidad solo se demuestran bajo decreto 

2649 de 1993 y no bajo NIIF, es decir no es de suma de importancia la aplicabilidad de los 

estándares internacionales, no hay antecedentes que influyan en las decisiones de los jueces, y para 

colmo el marco normativo colombiano no se sitúa con las disposiciones internacionales, puesto 

que la globalización ha traído oportunidades y nuevas formas de transar para nuestro mercado y 

aunque el conjunto de normas del Decreto 2649/93 nos dio una muy importante fase de 

aprendizaje, ya no es apto para el entorno internacional.  

 

Actualmente en Colombia existen 19 planes únicos de cuentas, pero si nos acogemos a este modelo 

se mostraría la evidente necesidad no sólo de depurar el catálogo de cuentas existentes, sino de 

crear nuevas codificaciones que den lugar a los nuevos conceptos que acompañan a la 

normatividad internacional, Así que, partiendo del hecho que las normas internacionales no son 

un plan único de cuentas sino un conjunto de principios que guiarán la toma de decisiones en las 

organizaciones, los Decretos 2784 y 2706 de 2012, así como el 3022 de 2013 establecieron las 

nuevas normas que deben aplicar las personas o entidades que lleven contabilidad y presenten 

información financiera. En el caso de las Pymes, el Decreto 3022 (hoy contenido en el Decreto 

2420 de 2015) estableció como fecha de presentación de los primeros estados financieros, bajo los 

nuevos marcos normativos, el 31 de diciembre de 2016. De acuerdo con lo anterior, las pymes 

deben presentar, a esa fecha de corte, sus estados financieros bajo el Estándar Internacional para 

Pymes, por lo cual, si los presentan utilizando las normas contables anteriores, estos estados 

financieros no cumplen con la normatividad requerida, por lo tanto, no tienen efectos legales. 

Entonces por qué debe haber una excepción en la aplicación de estas normas respecto a los jueces 

colombianos al momento de valorar la prueba de la contabilidad bajo norma internacional, si no 

tienen validez legal si se presentan estados financieros bajo decreto 2649/93, es contradictorio que 

si tengan validez jurídica a la hora de apreciar la prueba de la contabilidad en un litigio comercial 

con decreto 2649 de 1993, como se ha venido realizando en la actualidad, por consiguiente quienes 
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pretendan hacer valer los estados financieros, u otra información financiera, o mercantil como 

prueba debe valorarse bajo criterios del marco normativo del estándar internacional. 
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CONCLUSIONES 

 

La prueba en el juicio es el medio de mayor confiabilidad para el descubrimiento de la verdad, así 

como también la mayor garantía para poder dictar una sentencia adecuada. La actividad del juez 

no se reduce simplemente a verificar las aseveraciones de las partes, ya que también se acerca a 

verificar e investigar la verdad real, mediante la utilización de los medios de prueba aportados por 

las partes.  

 

La presente investigación ha demostrado que la prueba desde su concepto y causales de 

admisibilidad, no es un tema que pueda entenderse y aplicarse a la ligera, pues cuenta con 

elementos técnicos que requieren exhaustivo análisis para aplicarlos en los casos concretos. La 

admisibilidad excepcional de la prueba en Colombia, carga con un estigma de ser vulneradora de 

los principios que cimientan los procesos jurídicos contables y esto solo obedece a su 

desconocimiento, pues en realidad, la regla sobre la admisión de la prueba, si es entendida y 

aplicada correctamente, representa un verdadero equilibrio entre el derecho de probar y las 

garantías judiciales. 

 

En el primer capítulo, se pudo concluir que el concepto de prueba surge bajo los supuestos de los 

sistemas procesales y que las reglas que giran en torno a la prueba obedecen al resultado histórico 

de la costumbre, donde la norma de exclusión o rechazo de la prueba es una característica 

fundamental de este método, además se definió y se estructuró el concepto de la prueba y los 

elementos constitutivos de esta, ya que la prueba es el medio que aporta los datos esenciales dentro 

del proceso, es tan fundamental ya que conduce a la verdad real al legislador dentro del marco 

legal del proceso.  

 

En el segundo capítulo, se precisó que la presente tesis obedece a un modelo de valoración de la 

prueba contable el cual incluye tanto criterios interdisciplinares (legales, contables y financieros) 

como las opiniones de los expertos sobre las características de las evidencias recopiladas, informes 

de peritazgo y de auditoria, medios de prueba: confesión judicial, declaración de testigos, prueba 

documental, dictamen de expertos, reconocimiento judicial y presunciones legales; siendo el 
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medio idóneo, acorde y justo para establecer los hechos y circunstancias ocurridas, y poder dictar 

una sentencia objetiva en los juicios, formulando soluciones a los problemas que enfrenta al 

momento de valorar la prueba de la contabilidad bajo norma de información financiera en asuntos 

comerciales. Asimismo es importante resaltar que el hecho de llevar una contabilidad irregular, 

acarrea al comerciante de sanciones tributarias, como la carga de no poder hacer valer sus libros 

cuando de probar se trate, y lo que es más grave, la de que no pueda probar en contra de los asientos 

de la contra parte que lleva libros conforme a la ley, cuando exista obligación legal de llevarlos, a 

menos de que quien no lleve libros conforme a la ley no puede ser admitido en convenio, por lo 

que tanto los comerciantes mismos, como los contadores, revisores fiscales y asesores jurídicos, y 

todas aquellas personas que ejerzan control y vigilancia sobre empresas y sociedades, deben ser 

extremadamente suspicaces en el cumplimiento de las obligaciones que entorno a la contabilidad 

se han estudiado. 

 

En el tercer capítulo, se abordó que la contabilidad de los comerciantes cumple una función social 

muy útil como mecanismo de prueba de las operaciones que ellos celebran y de los actos o hechos 

que comprometen su patrimonio, al punto que la ley colombiana, tanto la comercial como la 

procesal, le otorga un poder de convicción especial, al cual está sometido el juez, lo que determina 

que en esta temática el valor probatorio de la contabilidad se comprenda por la tarifa legal. 

Manifiesta también que la eficacia probatoria de la contabilidad nace de la necesidad de crear cierta 

seguridad jurídica en el mundo de los negocios, en el que siempre ha existido un desapego por las 

formas o, lo que es igual, a una gran libertad para crear derechos y obligaciones que, de alguna 

manera, requieren ser protegidos. Porque dentro de esa libertad de formas contractuales hace falta 

y debe haber certeza y seguridad sobre el valor probatorio de tantos documentos típicamente 

mercantiles que, como las letras de cambio, los comprobantes de consignación bancaria, etc., 

siempre han sido suficientes para crear o para representar derechos en la vida de los negocios. Esa 

certeza y esa seguridad no podrían subsistir con una completa libertad de apreciación de tales 

documentos.  

 

De esta manera, la contabilidad se convierte en un elemento esencial del derecho comercial, que 

persigue complementariamente proteger las relaciones entre los comerciantes al ofrecer una 
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historia clara, completa y fidedigna de sus negocios, con fines probatorios, como se señala en el 

artículo 48 del Código de Comercio, por ende la doctrina afirma: que si en el Código de Comercio 

se ha impuesto a los comerciantes, la obligación de llevar libros con sujeción a determinadas reglas 

encaminadas a conseguir que en ellos se lleve una historia clara, completa y fidedigna de los 

negocios, es natural que se atribuya un valor a esos libros especialmente dentro de los juicios que 

tengan por objeto la discusión de hechos relacionados con los negocios. 

 

El cuarto capítulo, concluyó que el juez exige y parametriza la manera de valorar las pruebas, 

resaltando que debe darse una valoración conjunta, integra, de todos los medio de prueba, y que 

cada uno de ellos está reglado a lo que indique la ley; en este sentido es claro que en el proceso 

comercial si bien se da aplicación al sistema de libertad probatoria, proponiendo como método de 

apreciación de la prueba el de la tarifa legal, no pudiendo el juez omitir su aplicación usando como 

excusa el cumplimiento de las reglas de la sana crítica. En este capítulo, igualmente se llega a una 

valiosa conclusión: la tarifa legal sobre la valoración de la prueba no puede convertirse en un 

formalismo fácilmente burlado.  

 

Por último, semejante riesgo pone en entredicho la confianza que podrá tener la contabilidad en el 

futuro desde el punto de vista probatorio, aparte de que resulta francamente discutible que ella aún 

conserve la eficacia probatoria que le otorgaban los códigos, con alcance de tarifa legal. En efecto, 

el valor probatorio de los registros contables emanaba, por principio, de su carácter formal, que la 

hacía confiable, y del hecho de ser una prueba documental preconstituida en el tiempo con grado 

de certeza, como lo explicó Alfredo Rocco en sus lecciones. Es así como el artículo 50 del Estatuto 

Mercantil, en concordancia con los artículos 70 y siguientes del Código de Comercio, derivaban 

la validez probatoria de la contabilidad del hecho de que estuviera consignada en libros registrados. 
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